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PRESENTACION 
 
Las últimas dos décadas han 
testimoniado un resurgimiento sin 
precedentes de gobiernos democráticos a 
lo largo del hemisferio occidental. En 
Latinoamérica, nunca antes tantos 
gobiernos han derivado su legitimidad y 
su autoridad de la voluntad popular. Se 
ha producido un florecimiento no 
esperado de gobiernos democráticos y 
republicanos casi dos siglos después de 
que estos ideales fueran articulados, por 
primera vez, en las constituciones 
posteriores a la independencia respecto 
de las metrópolis europeas. 
 
Dicha tendencia histórica hacia el 
ejercicio del poder democrático después 
de las fuertes gestiones militares públicas 
en la región, parece ser algo más que una 
nueva oscilación del péndulo entre 
democracia y autoritarismo. Como 
argumento, Francisco Weffort, el 
destacado sociólogo brasilero -a 
propósito de la transición política en su 
país-, señala que muchos grupos de la iz-
quierda que habían desdeñado la demo-
cracia burguesa, revolucionaron después 
sus posiciones respecto del Estado de 
derecho tras haber sufrido la 
arbitrariedad de las dictaduras 
represivas. Al mismo tiem po, la derecha 
encontró que no podía seguir 
protegiéndose bajo el escudo de las dicta-
duras y se vio obligada a ir cambiando 
sus posiciones frente a una democracia 
local más ajustada a las condiciones de 
la interdependencia económica y política 
a nivel mundial. 
 
Si bien el caso pionero de Chile pudo 
hacer creer en una necesaria asociación 
entre el autoritarismo y el modelo 
neoliberal de desarrollo, lo cierto es que 
las actuales aperturas económicas y las 
tendencias asociativas según bloques 

regionales, se avienen más con un 
esquema general de democracia que con 
las episódicas soluciones militaristas. De 
ello da fe, sin duda, el aliento que recibe 
Latinoamérica desde los países 
industrializados y desde las agencias de 
desarrollo para impulsar, no sólo sus 
procesos de democratización, sino 
también sus esquemas de reformas 
económicas. Es dentro de tal marco de 
legitimidad global como se inserta el 
alcance y significado del ciclo electoral 
sin precedentes que comenzó en 1993 y 
que continúa en 1994. La mayoría de las 
naciones de la región -incluidos Chile, 
Venezuela, Brasil, México, Colombia, 
Honduras, Costa Rica, El Salvador y 
Panamá- habrán renovado su poder 
legislativo y ejecutivo durante este 
período. Nuevos gobiernos presentan la 
posibilidad de nuevas iniciativas. Nuevas 
coaliciones, como la que recientemente 
llevó al Presidente Caldera al poder en 
Venezuela o que podría llevar al Partido 
de Trabajadores (PT) al poder en Brasil, 
abre la posibilidad de otras reformas de 
representación social y de 
responsabilidad gubernamental ante la 
ciudadanía. 
 
La importancia de las elecciones en 
Colombia es igual de significativa a las 
de las otras partes del hemisferio. La 
Constitución de 1991 nos ofrece unos 
marcos avanzados que aún no se han 
aprovechado. A pesar de las reformas y 
los innovadores programas de 
negociación y amnistía, la violencia 
política aún es un eje central de la vida 
pública. Décadas de violencia política 
han engendrado múltiples formas de 
violencia social que minan la posibilidad 
de efectivos canales de participación 
ciudadana y obstruyen la consolidación 
de una democracia estable pero a todas 
luces insuficiente. Es por tanto 
fundamental que la participación 



ciudadana, más viable ahora a nivel de 
Latinoamérica y de Colombia, no se 
restrinja al simple ejercicio electoral. La 
democracia exige la vigilancia y presión 
constante de los grupos de interés 
popular para que los modelos de 
desarrollo vigentes respondan por la 
enorme deuda social acumulada en los 
países de la región. Sólo así el desarrollo 
y la equidad social dejará de ser el vacío 
tema electoral que hemos escuchado y 
escucharemos en estos dos años de votos 
a favor de la democracia Latinoame-
ricana. 
Comité Editorial 
 



LA HORA DE LA SOCIEDAD CIVIL 
 
Carlos M. Vilas* 
 
La sociedad civil figura en el centro del 
debate contemporáneo sobre la 
democracia y el desarrollo en América 
Latina. Desde las "poblaciones" de 
Santiago a los "plantones de ciudad de 
México; desde los "caracazos" de 1989 y 
1992 en Venezuela y las movilizaciones 
por el "impeachment" en Brasil a la 
oposición al "autogolpe" del Presidente 
guatemalteco Jorge Serrano Elías, la 
escena política contemporánea 
latinoamericana muestra la activación de 
un arco amplio de grupos y 
organizaciones englobados bajo el 
nombre común de sociedad civil. 
Asimismo, las grandes manifestaciones 
de oposición a las dictaduras militares del 
pasado reciente estuvieron a cargo, ante 
todo, de acto res que se identificaban a sí 
mismo de manera amplia por su 
pertenencia a la sociedad civil, más que a 
organizaciones políticas laborales y 
empresariales determinadas. 
 
El término sociedad civil incluye hoy 
temas y actores que van desde la vida 
cotidiana y las relaciones interpersonales 
en el hogar hasta organizaciones amplias 
de base territorial, étnica, de género, 
generacional; organizaciones orientadas 
hacia cuestiones ambientales, culturales, 
económicas, ciudadanas y de cualquier 
otra índole que de alguna otra manera 
tengan que ver con las precauciones y las 
expresiones de la vida humana. Dentro de 
la tradicional distinción liberal capitalista 
entre lo público y lo privado, el concepto 
de la sociedad civil apunta a la 
articulación de uno y otro, implica el 
cuestionamiento de sus fronteras, y señala 

                                                 
* Politólogo, profesor de la Universidad Autónoma de México. 
 

el papel de lo privado en la gestación de 
las condiciones para la acción colectiva 
diferente de la sociedad política (partidos, 
legisladores, tribunales, agencias 
estatales) y del mercado. La sociedad 
civil no es independiente de la política, 
del Estado o del mercado, ni ajena a ellos, 
como lo demuestran los ejemplos 
mencionados, pero es claro que cuando la 
gente se identifica a sí misma como 
"sociedad civil", está reivindicando un 
ámbito de organización y acción 
relativamente autónomo, en el cual 
pueden plantear con mayor espacio y al-
cance las cuestiones que proyectan sobre 
las instituciones políticas y el mercado. 
 
Resulta evidente que muchos de los temas 
que hoy son referidos al ámbito de la 
sociedad civil tienen una larga trayectoria 
en la política y la dinámica social del 
continente; por ejemplo, los antecedentes 
de los movimientos referidos al espacio 
urbano y la vivienda se remontan a las 
luchas de principios de siglo de los 
inquilinos en Buenos Aires, ciudad de 
Panamá y otras concentraciones urbanas. 
Otros temas en cambio son efectivamente 
nuevos y han sido suscitados por el 
desenvolvimiento reciente de la política y 
la economía en el plano domés tico y en el 
internacional, como en el caso de las 
organizaciones orientadas hacia 
cuestiones del medio ambiente. Pero 
también es evidente que muchos de los 
viejos temas son enfocados hoy de 
manera diferente, presentan facetas y 
dimensiones distintas a las ya conocidas, 
y sería un grave error meter el vino nuevo 
en odres viejos. Es por ejemplo el caso de 
las cuestiones de género, o de los 
movimientos referidos a las identidades 
étnicas. El desarrollo actual de la 
sociedad civil se presenta por lo tanto 
como una compleja articulación de cortes 
y de continuidades, de rupturas y 
recurrencia. 



Clases y política en la sociedad civil 
 
El aspecto que más se destaca en la 
activación reciente de la sociedad civil es 
la ampliación de los referentes 
socioculturales de la acción colectiva. Es 
decir, la extensión del arco de identidades 
que los actores construyen en el curso de 
la acción social, y de los significados que 
adjudican a ésta. La gente que se involu-
cra en acciones, movilizaciones, 
reclamos, etc., lo hace identificándose 
como jóvenes, mujeres, hombres, negros, 
indios, pobladores, trabajadores, 
consumidores, etc. Hay un entrecruza-
miento de factores especiales, de género, 
étnicos y raciales, laborales, simbólicos, 
que en determinado momento se 
combinan para enfatizar una identidad 
territorial -pobladores de barrios, 
reivindicaciones regionales-, en otros para 
fortalecer una demanda económica - lucha 
contra la carestía o el desempleo-, en 
otros más por demandas de tipo cultural, 
y así sucesivamente. Desde el punto de 
vista biodemográfico son siempre los 
mismos hombres y mujeres, pero esta 
pluralidad de referentes permite que se 
vean a sí mismos desde distintas ópticas, 
y que definan en consecuencia cursos 
diferenciados de acción. Frente al 
concepto liberal capitalista que reducía a 
los sujetos sociales a su dimensión de 
"homo oeconomicus", estamos en 
presencia de una mayor complejidad y 
apertura en la construcción de los sujetos 
de la acción social. 
 
Tampoco esto es enteramente nuevo: 
desde el estudio clásico de Thompson 
sobre la forma ción de la clase obrera 
inglesa, a las investigaciones sobre las 
bases sociales de las revolu ciones 
centroamericanas1, se ha señalado que el 

                                                 
1 E.P. Thompson, The Making of the English Workingg Class. 
New York: Vintage Books, 1963; Carlos M. Vilas. "Popular 

concepto de la clase social es un 
constructo histórico resultado de una 
pluralidad de determinantes. Además del 
referente sociolaboral, incluye 
dimensiones como género, etnicidad, 
ciudadanía, religiosidad, parentesco, 
regiona lismo, comunidad, entre otros. Mi 
estudio sobre la insurrección sandinista 
mostró incluso que la construcción de 
conceptos como clase obrera (o 
proletariado) y burguesía, efectuada por 
los propios actores, involucró aspectos 
políticos-ideológicos sólo indirectamente 
relacionados con la vida económica y, 
sobre todo, con muy ambigua referencia a 
la apropiación/desposesión de medios de 
producción2. Sin embargo esta literatura 
no cuestiona la utilidad del concepto 
clase, sino la reducción de ese concepto a 
sus dimensiones de más crudo 
economicismo. Sobre todo, se señala en 
ella el concepto de clase actúa como 
elemento articulador de las otras 
identidades posibles, y como polo de re-
ferencia de ellas3. No las sustituye ni 
necesariamente las subordina, pero 
necesariamente las organiza. Por ejemplo, 
las relaciones de pa rentesco se tejen de 
manera diferenciada en distintas clases 
sociales4; la definición de las identidades 
étnicas se lleva a cabo en perma nente 
contrapunto con la dinámica de clases 5. 
Distintas perspectivas políticas de la clase 
asignan diferentes polos de referencia y 
significados a los sujetos a los que se 
dirigen6. 
                                                                     
Insurgency and Social Revolution in  Central America", Latin 
American Perspectives 56 (Winter 1988) 156-175. 
2 Carlos M. Vilas, Perfiles de la revolució n sandinista Buenos 
Aires: LEGASA, 1984, Cáp. 3. 
3 Ver por ejemplo Eric Hosbawm, °Farewell to the Classic 
Labour Movement?" New Left Review 173 (January/february 
1989) 69-74 
4 Vid por ejemplo Marta Casus Arzú, Guatemala: Linaje y 
racismo. San José: FLACSO, 1992; Raymond T. Smith; 
Kinship an Class in the West Indies. Cambridge University 
Press, 1988. 
5 Carlos M. Vilas, 'Clase Estado y etnicidad en la Costa 
Atlántica de Nicaragua". Nueva Antropología  38 (1990) 21-43. 
6 En mi estudio de la insurrección sandinista señalé, por ejemplo, 
que mientras los dirigentes empresariales caracterizaban a los 



 
Tanto en los enfoques postmodernistas 
como en la ideología neoliberal, en 
cambio, la sociedad civil es 
reconceptualizada como el resultado de la 
combinación siempre contingente, 
aleatoria, incluso, de estas otras múltiples 
identidades entre las cuales la identidad 
de clase es, a lo sumo, una entre muchas, 
y nunca determinante. El concepto mismo 
de determinación, que ya había sido 
cuestionado por algunas corrientes del 
marxismo, es dejado de lado, incluso en 
su sentido mínimo de principio de 
articulación. La idea de que existen 
factores que "en última instancia" actúan 
como deto nantes y referentes de la acción 
-sean estos factores la clase, la etnicidad, 
el género, u otros- es rechazada: no existe 
última instancia7. Del énfasis obsesivo en 
las "determinacio nes objetivas", se ha 
derivado al relativismo y la ambigüedad. 
Apelando a la terminología ha bermasiana, 
la sociedad civil es considerada ahora el 
"mundo de la vida"8 -es decir, todo-
justificando la crítica de Ellen Meiksins 
Wood de que al perder la precisión, la 
idea de sociedad civil se convierte en "un 
comodín verbal que abarca un amplio 
arco de aspiraciones emanciparias, pero 
también de excusas para la retirada 
política"9. 
 

                                                                     
integrantes del sector informal urbano como 
"microempresarios", los revolucionarios sandinistas se referían a 
ellos como integrantes del `proletariado": Perfiles..., op. .cit. 
 
7 Uno de los casos más extremos de este enfoque relativista es 
Ernesto Laclau & Chantal Mouffe, Hegemony & Socialist 
Strategy. London: Verso, 1985. Vid Las críticas de E. 
Meiksins Wood, The Retreat from Class. London: Verso, 
1986, y de Norman Geras, "Post-Marxism?", New Left Review 
163 (May/June 1987) 40-82, y las respuestas y 
contrarrespuestas en NLR 166 y 169 
8 Jean L. Cohen & Andrew Arato, Civil Society and Political 
Theory Cambridge, Ma.: The MIT Press, 1992 422 y ss.  
9 "...an all-purpose catchword embracing a wide range of 
emancipatory aspirations as well ... as a whole set of excuse 
for political retreat". Ellen Meiksins Wood, "The Uses an 
Abuses of Civil Society*, en Ralph Miliband & Leo Panitch 
(eds.), The Retreat of the Intellectuals. Socialist Register 1990 . 
London: Merlin Press 1990:60-94 

La versión postmodernista visualiza la 
sociedad civil como el resultado de una 
pluralidad de identidades contingentes y 
niega la existencia de predeterminaciones 
o "necesidades objetivas" en la definición 
de esas identidades: "identidad son 
simplemente las historias que nos 
contamos a nosotros mismos respecto de 
quiénes somos"10. La realidad de lo social 
es desplazada por la virtualidad de una 
discursividad siempre abierta: como en el 
viejo poema, "todo es según el color del 
cristal con que se mira11. Por 
consiguiente, una de las características de 
la sociedad civil postmoderna es su 
"autolimitación, el voluntario abandono 
de los "sueños revolucionarios de reforma 
radical"12, pues la hipótesis de un cambio 
radical sólo puede plantearse a partir de 
un enfoque globalmente comprensivo de 
la realidad presente. 
 
Reducir de esta manera el concepto de la 
sociedad civil a un conjunto de estrategias 
de acomodamiento al orden social y a sus 
relaciones de poder me parece 
doblemente equivocado desde el punto de 
vista teórico, y tramposo desde el punto 
de vista político. Equivocado, porqué la 
historia de la sociedad civil en América 
Latina combina períodos en los que pre-
valecen los intentos de adaptación a un 
orden que se vive como ajeno (como es 
sin dudas el presente), con períodos de 
intensa agitación antisistemática y 
tentativas de cambios pro fundos. Quienes 
hoy hablan de un "fin de la historian 
porque la gente despertó de sus fantasías 

                                                 
10 `Identity is just a set of stories that we tell ourselves obout 
who we are": vid Michael Rosenthal, "What was Post -Moder-
nism?". Socialist Review 92/3 (July/September 1992) 83-105. 
11 A veces el rechazo a la mera idea de clase llega a extremos 
grotescos: vid por ejemplo Howard Winant, "Rethinking Race 
in Brazil", Journal of latin American Studies  24 (1) 1992:173-
192, quien en su intento de emancipar el concepto de raza de 
connotaciones clasistas, no advierte que todos los ejemplos que 
ofrece se refieren exclusivamente al ámbito de las clases 
trabajadoras. 
12 Cohen & Arato, op. cit. pág 493. 



de cambio, no tienen más poder de con-
vicción ni fundamentos más sensatos que 
quienes hace veinte años anunciaban la 
parusía de la revolución permanente. Y es 
además tramposo, porque la gente no 
"despertó" de sus sueños revolucionarios: 
fue derrotada. Confirmando las 
investigaciones de Jameson respecto de la 
vinculación íntima entre postmodernismo 
y la fase actual del capitalismo, la revi-
sión "posmodernista" del concepto de la 
sociedad civil presenta una reescritura de 
la historia política que viene como guante 
a la mano a los regímenes neoliberales13. 
 
Ahora bien: me parece evidente que es 
posible reivindicar legítimamente el 
concepto de sociedad civil sin regresar al 
determinismo economicista del pasado 
reciente y sin alienarnos al subjetivismo 
oportunista del postmodernismo político. 
No es ocioso recordar que quien más 
desarrolló el concepto contemporáneo de 
sociedad civil fue Antonio Gramsci, un 
hombre que, aunque resulte trivial 
recordarlo, conocía bien y compartía los 
fundamentos me todológicos y 
epistemológicos del marxismo. 
Ciertamente, el énfasis determinista en la 
clase es insatisfactorio en cuanto deja de 
lado otras dimensiones que han probado 
ser tanto o más relevantes en situaciones 
particulares: género, etnicidad, 
regionalismo, entre otras. Pero sustituir el 
reduccionismo de clase por el relativismo 
y la ambigüedad no mejora las cosas ni 
enriquece el análisis; al contrario, lo em-
pobrece. Pues es evidente que, en otras 
situaciones, es la identidad de clase la que 
aparece jugando un papel central. Por 
ejemplo, en los movimientos de mujeres 
de todo el continente, donde brillan por su 
ausencia las mujeres de las clases 
dominantes. 

                                                 
13 Frederic Jameson, 'Marxism an Post -Modernism', New Left 
Review 176 (July/August 1979) 31-45 

 
Igualmente mal encaminado es el intento 
de despolitizar la sociedad civil. Esta es, 
ya se dijo, distinta de la sociedad política, 
pero no es ajena a la política. La propia 
denominación "sociedad civil" tiene una 
clara denotación po lítica. En el lenguaje 
de la filosofía política clásica, "civil" 
significa político: las civitas es la versión 
romana de polis, la Ciudad-Estado griega, 
y ambos casos lo político/civil se refiere a 
lo que en lenguaje moderno llamaríamos 
ciudadanía, la habilitación para participar 
en los asuntos públicos acordando a lo 
público un significado mucho más amplio 
que el que pasó a tener en las ideologías 
políticas posteriores del siglo XVIII. En 
el mundo antiguo y en la sociedad feudal 
lo civil era una categoría que vinculaba a 
los varones, en cuanto miembros de 
determinados cuerpos o categorías, al Es-
tado. Las diferencias fundamentales con 
nuestro concepto de ciudadanía radican 
en que era la polis o civitas (el Estado) 
quien asignaba unilateralmente el derecho 
a la participación, y en la marginación de 
las mujeres de la participación política y 
los derechos de ciudadanía. 
 
Con el advenimiento del capitalismo, la 
sociedad se apropia del concepto de 
ciudadanía. Lo civil deja de ser un 
atributo del poder estatal y deviene una 
dimensión de las relaciones de clase: 
Adam Smith reconoce sin rubor que "el 
gobierno civil ha sido establecido para la 
defensa del rico contra el pobre o de los 
que tienen alguna propiedad contra los 
que carecen de ella"14. Y Thomas Cooper, 
consejero de Thomas Jefferson y uno de 
los humanistas más cultos de su época, 
fue aún más explícito: "La sociedad fue 

                                                 
14 'Civil government is instituted for the defense of the rich 
against the poor, or of those who have some property against 
those who have none at all'. Adam Smith , An Inquiry into the 
Nature and Causes of the Wealth of Nations.  Chicago: Chicago 
University Press, 1976:11, 236. 



establecida para la protección de la 
propiedad; los conflictos en torno a la 
propiedad hicieron que ella surgiera. 
¿Qué derecho razonable pueden tener los 
que carecen de propiedad para legislar 
sobre la propiedad de otros? ¿Qué motivo 
o interés común existe entre estas dos 
categorías de habitantes?"15. En alemán 
las cosas son aún más claras: la 
expresión: burgerlische gesellschaft 
significa al mismo tiempo "sociedad 
civil" y "sociedad burguesa"16. 
Reconocer la existencia de un principio 
articulador, o de un "referente de última 
instancia" en la dinamización de la 
sociedad civil, no implica necesariamente 
tener que aceptar a la clase como tal 
principio o referente. El género o la 
etnicidad son presentados como alternati-
vas posibles por algunas corrientes de los 
estudios feministas y étnicos. Ambos 
iluminan dimensiones de la acción social 
que un enfoque grosero de clase deja de 
lado, pero carecen de los alcances y del 
potencial y de las proyecciones de un 
enfoque de clase no reduccionista. El 
concepto de clase actúa como principio 
articulador de la pluralidad de identidades 
sociales cuando él es construido ligando 
etnicidad, género, parentesco, comunidad, 
etc. a la dimensión estructural de la 
sociedad. 
 
En la experiencia latinoamericana 
reciente de la activación de la sociedad 
civil se destaca, precisamente, su clara 
articulación con la política y la estructura 
de clases, aunque de ma nera compleja y 
pluridireccional. Clases y ciudadanía, 

                                                 
15 'Society was instituted for the protection of property would 
naturally give rise to it. What the reasonable claim can they 
vahe, who have no property of their own, to legislate is there 
between These two presciptions of habitants?' Thomas Cooper, 
Lectures on the elements of Political Economy. Columbia, 
S.C.: Morris & Wilson, 1892, pág 363.  
16 Lawrence Krader, Dialectic of Civil Society. Amsterdam: 
Van Gorcum, 1976; Norberto Bobbio, 'Sociedad Civil', in N. 
Bobbio & N. Matteucci (eds,), Diccionario de politics. 
México: Siglo XXI, 1982, :1570-1576. 

estruc tura y política, siguen siendo los 
principios articuladores de la sociedad 
civil. Es claro que la "activación de la 
sociedad" se refiere, ante todo, a 
múltiples formas de organización y 
movilización del mundo de la pobreza, 
del trabajo y de la falta de trabajo. 
Ciertamente las demandas que la sociedad 
civil plantea no se reducen al terreno de la 
economía: la demostración es claramente 
uno de los ejes centrales de la activación 
reciente de la sociedad civil en América 
Latina. Pero los actores que se movilizan 
por la democratización, y por impulsar 
ésta por encima de sus fronteras 
convencionales de lo público y lo eco-
nómico -aunque sin dejar de lado lo 
público y lo económico-, son ante todo 
los actores del mundo de los pobres y de 
los oprimidos. 
 
Las cosas varían notablemente de país a 
país, pero en general se advierte que las 
mujeres que se movilizan son sobre todo 
mujeres de los barrios populares, 
trabajadoras, madres sin compañero, y 
también en cierta medida mujeres de las 
clases medias urbanas. El empobre-
cimiento sigue siendo un elemento 
recurrente en la autoidentificación de las 
poblaciones indígenas. El protagonismo 
de las iglesias está ligado a su articulación 
a la problemática y a las demandas 
populares. Por definición, los reclamos 
contra la carestía y las políticas de precios 
son formuladas casi exclusivamente por 
las clases populares17. Las movilizaciones 
contra las violaciones de los derechos 
humanos y en defensa de la ciudadanía 
han sido protagonizadas por las clases 
populares18 y por segmentos de las clases 

                                                 
17 La famosa 'marcha de las cacerolas" de las señoras de la 
burguesía chilena contra el gobierno del Presidente Salvador 
Allende se refería mucho más al poder político que al poder de 
compra... 
18 Casi la mitad de los 'desaparecidos' durante el régimen militar 
de 1976-83 en Argentina eran trabajadores (obreros y 
empleados) CONÁDEP, Nunca más. Buenos Aires, EUDEBA, 



medias, con muy poco -si alguno-  
involucramiento de elementos de las 
clases acomodadas. Del mismo modo que 
las víctimas de la represión provienen, 
ante todo, de las clases populares`. Sólo 
en casos límites las organizaciones de la 
clase dominante se suman a la activación 
de los sectores populares: por ejemplo, 
los meses finales de la insurrección 
sandinista en Nicaragua, o la coyuntura 
política actual (junio 1993) en Guatemala. 
En cambio ha sido mínimo su involucra-
miento en las movilizaciones sociales 
contra la corrupción política en 
Venezuela y Brasil. La ausencia de los 
ricos y poderosos se explica: ellos están 
representados en las instituciones y son 
beneficiados por las políticas contra las 
cuales la gente se moviliza. El 
involucramiento de las élites en la 
activación de la sociedad civil está 
vinculado a su percepción de que, 
protagonizada por los pobres y los 
desposeídos, la sociedad civil puede 
llevar las cosas demasiado lejos. Hasta 
ese momento, los ricos no tienen de qué 
quejarse... 
 
Este predominio de un específico perfil 
socio lógico puede ser interpretado, por lo 
tanto, como una consecuencia de la 
articulación de la activación social con el 
carácter político de las instituciones a las 
que directa o indirectamente apuntan. Son 
movilizaciones de demanda, rechazo, 
oposición a un Estado, a un sistema 
institucional, a políticas y cursos de 
acción que son considerados ajenos, 
opresores, o en el mejor de los casos 

                                                                     
1984. En el Salvador 70% de las víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales por motivos políticos entre 1980 y 1991 fueron 
campesinos y trabajadores rurales, y 97% de esos hechos fueron 
cometidos por fuerzas gubernamentales: vid De la locura a la 
esperanza. La guerra de 12 años en El Salvador. Informe de la 
Comisión de la Verdad para El Salvador. Nueva York, ONU, 15 
de marzo de 1993. Sobre las víctimas del terror contrainsurgente 
en Guatemala, vid Carlos Figueroa Ibarra, El recurso del miedo: 
San José: EDUCA, 1991. 
 

desententidos de los problemas de la 
mayoría de la gente. Denotan por los me-
nos implícitamente, una noción 
alternativa de justicia. 
Los blancos de estas movilizaciones son 
el poder, el Estado, la riqueza, los 
patrones, los opresores, el racismo 
institucional, el sesgo masculino en las 
políticas y en las institucio nes, para 
mencionar sólo algunos. La construcción 
de la identidad involucra la conciencia de 
intereses, de problemas, de derechos. Las 
relaciones tradicionales estrechas del 
poder y sus agencias con las élites, rela-
ciones exacerbadas en el marco de las 
recientes políticas neoliberales y el 
"adelgazamiento" unilateral del Estado, 
tienen como contrapunto el 
cuestionamiento de ese poder y de esa 
alianza por un amplio espectro de grupos 
e "identidades" en el marco de una clara 
delimitación popular. 
 
Es posible que, por ejemplo, las mujeres 
de las élites experimenten algunos de los 
problemas de sus congéneres del pueblo, 
pero en todo caso no se las ve 
movilizarse. La cues tión de género, como 
la étnica, tiene un claro marco social. Y lo 
mismo puede afirmarse de los derechos 
humanos, las políticas económicas, las 
garantías constitucionales, etc. So ciedad 
civil somos todos, pero no todos se 
movilizan por igual, y lo que se advierte 
es una clara confluencia de clases 
populares y (en menor medida) medias, 
enarbolando la bandera de la soberanía 
del pueblo, frente a la tradicional 
articulación de los ricos y los poderosos 
al Estado y sus aparatos, en nombre de la 
soberanía del mercado. 
 
Sociedad civil y pueblo 
 
Debe admitirse que el cuestionamiento 
del va lor heurístico del concepto de clase 
no es resultado simplemente de una moda 



intelectual. Es innegable que la 
reestructuración económica reciente, el 
énfasis en la apertura externa, y la 
reforma del Estado, están alterando el 
perfil sociológico y por lo tanto los 
referentes objetivos de la identidad de las 
clases populares latinoamericanas. 
Factores como la desalarización de la 
fuerza de trabajo, la fragmentación 
creciente de los mercados laborales, el au-
ge del sector informal, la crisis de los 
(precarios) sistemas de seguridad social, 
el debilitamiento de la capacidad de 
convocatoria y de la eficacia 
reinvindicativa de los sindicatos, el re-
troceso de los partidos políticos de 
izquierda, reducen los tradicionales 
atributos de la identidad de la clase de los 
trabajadores latinoamericanos. Pero nadie 
ha afirmado hasta ahora que algo 
equivalente esté ocurriendo en el terreno 
de las clases dominantes. Al contra rio, los 
factores antes aludidos contribuyen a un 
fortalecimiento de la identidad y el poder 
de la burguesía latinoamericana. Hoy la 
burguesía latinoamericana tiene 
capacidad de gestión estatal, de 
apropiación del excedente, de diseño de 
las relaciones e instituciones sociales y 
políticas, sin paralelo en los últimos 
cincuenta años. El retroceso de la 
gravitación política, social y cultural de 
las clases trabajadores va de la mano, y es 
resultado, de la consolidación de las 
clases dominantes. Lo que cambia, en 
todo caso, es la clase que sirve de 
referente, no el referente de la clase en sí 
mismo. En la retórica de los organismos 
internacionales y de las agencias 
estatales, los que sobreviven en el sector 
informal y los autoempleados son, ahora, 
microempresarios. 
 
Sin embargo la activación reciente de la 
sociedad civil hace explícita la dimensión 
popular de la dinámica social. Lo popular 
tiene un referente de clase (trabajadora) 

pero no se reduce a la clase, sino que 
expresa el entrecruzamiento de una 
pluralidad de referentes estruc turales y 
culturales que se conjugan para po tenciar 
la diferenciación y eventualmente el 
enfrentamiento al poder del Estado y a los 
actores sociales que se benefician de él. 
Pobreza, inseguridad, informalidad, 
subordinación política, discriminación 
étnica y de género, identifican de manera 
creciente las condiciones de vida de las 
clases populares latinoamericanos. 
 
Tengo la impresión por lo tanto de que lo 
que hoy llamamos sociedad civil se 
parece enormemente a lo que antes 
llamábamos pueblo. Lo que ha cambiado 
es, ante todo, nuestro enfoque del pueblo, 
y hoy somos más conscientes de que los 
detonantes y los caminos de la mo-
vilización social son mucho más 
complejos que los que contemplaba el 
análisis sociológico, marxista y no 
marxista, de décadas atrás. La mayor 
diversidad y pluralidad que se denota en 
el concepto sociedad civil tiene que ver 
en lo fundamental con las características 
institucionales del escenario de 
autoritarismo y despolitización forzada en 
que se inició la reactivación reciente de la 
sociedad civil en buen número de países. 
Lo popular perdió articulación con los 
sindicatos y los partidos porque estos eran 
reprimidos o quedaban desfasados, y las 
agencias gubernamentales dejaron de 
estar interesadas en promover la movi-
lización popular: ahora se trata de 
acotarla, o reprimirla. Las dimensiones de 
la insatisfacción que eran canalizadas por 
los partidos, sindicatos y agencias 
estatales perdieron capacidad de 
expresió n institucional: ciudadanía, 
condiciones de trabajo, seguridad social, 
entre otras. Pero al mismo tiempo las 
otras dimensiones que habían enfrentado 
dificultades para expresarse libremente en 
el marco de las agencias tradicionales - la 



diferenciación étnic a, el género, la vida 
cotidiana, y otras muchas- pudieron 
empezar a ensayar formas propias de 
expresión. El resultado es que hoy el 
campo popular es explícitamente mucho 
más rico, más plural, más complejo, que 
hace tres o cuatro décadas. ¿O es que, 
simplemente, ahora, nuestra óptica es más 
aguda, y sensata, que entones? 
 
La representación de los nuevos 
actores 
 
Esta mayor complejidad plantea 
problemas de expresión y de 
representació n. En el pasado, sindicatos y 
partidos actuaron como referente del 
campo popular y articularon sus 
demandas en el sistema político. ¿Quién 
desempeñará hoy esa función?  
 
La extensa literatura sobre los 
movimientos sociales tendió a ver en 
éstos los sustitutos de los partidos y los 
sindicatos; los movimientos sociales 
fueron considerados incluso, el paradigma 
de la expresión orgánica de la sociedad 
civil. Los movimientos sociales fueron 
capaces de ampliar la agenda popular, de 
movilizar recursos y de fortalecer 
identidades subordinadas o marginadas 
por el énfasis en lo sindical y en lo 
partidario, o reprimendas por el auto-
ritarismo del Estado y del mercado. 
Pasada la euforia intelectual inicial, hoy 
es evidente que al mismo tiempo 
contribuyeron a reproducir la 
fragmentación de las clases populares, fo-
mentada por el Estado y el mercado. Es 
innegable así mismo que, en lo referente a 
las condiciones de vida de la gente, los 
movimientos sociales fueron más eficaces 
para encarar cuestiones sectoriales que los 
problemas glo bales. Los vecinos del 
barrio pueden reunirse para trabajar 
juntos y construir una escuela, pero hace 
falta mucho más que trabajo físico gratis 

y donación de materiales de construc ción 
para que la escuela funcione. Se necesita, 
por ejemplo, que las familias tengan 
condicio nes para no verse obligadas a 
salir a la calle a vender chicles en las 
esquinas, o pedir limosna. Esto es algo 
que depende de las políticas globales de 
empleo, ingresos y bienestar, cuya 
definición queda usualmente fuera de los 
alcances de los movimientos sociales. Al 
no percibir esta dimensión estructural del 
problema, la literatura que enfatiza el 
aspecto de las identidades de los 
movimientos sociales, reduce a estos a 
una especie de socionarcisismo: la 
identidad que se refleja en sí misma, sin 
proyección alguna sobre el entorno social 
ni sobre condiciones de vida de la propia 
gente. Por otro lado, el éxito 
reinvidicativo es de fundamental 
importancia para la generación de 
identidades activas. Si al contrario la 
identidad de los ac tores se construye a 
partir de fracasos y derrotas, lo que 
tendremos será una justificación de la 
pasividad, una mayor desactivación 
social, y la reproducción de un orden 
inicuo. 
 
La expresión de lo popular a través de 
movimientos sociales relativamente 
autónomos de partidos y sindicatos, tuvo 
lugar en la coyuntura de autoritarismo 
que vivieron varios países de América 
Latina entre mediados de 1960 hasta el 
inicio de los 80s. Fue el resultado de la 
necesidad, mucho más que una decisión 
metodológica o teórica: las 
organizaciones - partidos y sindicatos 
sobre todo- que habían movilizado y 
organizado las demandas populares 
fueron ilegalizadas y reprimidas, o su es-
pacio de acción fue severamente acotado. 
En otros casos, el anquilosamiento de 
esas organizaciones, su burocratización o 
estrecha dependencia del Estado, 
limitaron su capacidad para actuar como 



instancias de represión so cial. Después de 
un momento de inicial desorientación, la 
insatisfacción popular buscó nuevos 
canales de expresión. Surgieron nuevas 
demandas, se amplió la ayuda popular, se 
cuestionó la delimitación convencional 
entre lo público y lo privado. El 
involucramiento de algunas agencias 
religiosas fue importante para proteger a 
estas incipientes organizaciones de la 
represión estatal. El cambio de escenario 
político producto del retroceso del 
autoritarismo y el retorno de procesos 
electorales, combinado con las crisis de 
los 80s y posteriormente con la 
reestructuración económica y la reforma 
del Estado, definen nuevas condiciones 
de acción para los movimientos sociales, 
y nuevos desafíos. 
Hoy, la cuestión central para la 
reactivación de los movimientos sociales 
-fuertemente golpeados por la crisis 
económica y por la desmovilización de 
sus bases- es la articulación de sus 
demandas en el sistema político. Se abre 
aquí una doble alternativa: 1) los 
movimientos se aíslan de los partidos 
políticos y del movimiento sindical, y 
ensayan a) estrategias de tipo 
neocorporativista que fortalecen el papel 
mediador directo de los agentes estatales, 
y/o b) la negociación puntual con el 
sistema partidario y los sindicatos en 
torno a cuestiones específicas; 2) los 
movimientos enfatizan la necesidad de 
coordinación y avanzan hacia la creación 
de nuevas agencias de media ción con el 
Estado: partidos y sindicatos de nuevo 
tipo. 
 
Simplificando mucho, la primera es la 
alternativa escogida por los movimientos 
sociales de Perú, y fomentada por los 
programas estatales solidaristas de 
México y Costa Rica. La segunda se 
ajusta a la oposición del movimiento so-
cial en Brasil, donde una nueva 

generación de trabajadores industriales se 
convirtió en eje articulador de un arco 
amplio de movimientos sociales -
comunidades de base, pobladores y otros-  
en un proceso que habría de culminar 
simultáneamente en la construcción de 
nuevas organizaciones sindicales y del 
Partido de los Trabajadores19. Estas 
alternativas no se presentan en abstracto: 
el escenario macroeconómico y 
macropolítico crea condiciones que 
favorecen unas u otras en diferentes 
coyunturas. Tampoco se trata de opciones 
absolutamente excluyentes. 
 
Conclusión 
 
La reactivación de la sociedad civil 
expresa el impacto de las nuevas 
condiciones de inserción de América 
Latina en la economía mundial y la 
reconfiguración de las relaciones de 
poder. Sobre todo, las aspiraciones a la 
autonomía de un arco amplio de actores 
sociales del campo popular 
tradicionalmente subordinados a los 
actores convencionales del sistema 
político. Mezcla de virtud y necesidad, el 
abandono de las funciones distributivas 
del Estado, o mejor dicho, su 
reorientación hacia los grupos dominantes 
-es decir, el "adelgazamiento" 
socialmente sesgado del Estado- deja sin 
protección institucional a las clases 
populares y las obliga a buscar nuevas 
modalidades de expresión colectiva y de 
búsqueda de soluciones a sus problemas. 
 
La activación de la sociedad civil 
impulsada por los movimientos sociales 
implica una ampliación del concepto de 
ciudadanía, dotándolo de una dimensión 
social. Esto sin embargo es más novedoso 
en Estados Unidos que en América Latina 

                                                 
19 Vid Eder Sader, Quando novos personagens entraram em 
cena . Rió de Janeiro: Paz e Terra, 1988 



e incluso Europa occidental20. Por lo 
menos desde fines del siglo pasado todas 
las manifestaciones del pensamiento 
democrático latinoamericano, y sus 
principales expresio nes organizativas, 
involucraron siempre algún 
cuestionamiento del orden 
socioeconómico vigente. Las demandas 
de participación política se articularon a 
las demandas de participación social. Los 
movimientos sociales forman parte de esa 
trayectoria y representa la expresión con-
temporánea de una larga tradición 
popular. 
El futuro de esta dinamización de la 
sociedad civil motorizada por los 
movimientos sociales se presenta 
matizado y abierto a múltiples in-
terrogantes. En general el retorno a 
regímenes electorales, en la medida en 
que involucró el regreso de los viejos 
partidos al centro del sis tema político, 
aumentó el peso de otros facto res -una 
concepción restringida o incluso elistista 
de la democratización, la crisis econó-
mica, el mantenimiento de la impunidad 
militar- para producir una marcada 
desmovilización de la población que 
había participado activamente en el 
enfrentamiento del autoritarismo. Al 
mismo tiempo, la extraordinaria -e 
inesperada- movilización de la sociedad 
civil guatemalteca (junio 1993) para 
enfrentar el "autogolpe" de Jorge Elías 
Serrano y posteriormente neutralizar la 
amenaza de un golpe militar, o la 
participación de la agitación popular en 
los acontecimientos que condujeron a la 
destitución de los presidentes Fernando 
Collor de Melo y Carlos Andrés Pérez 
por cargos de corrupción, señalan la 
existencia de una capacidad movilizadora 
latente que puede activarse en 
condiciones específicas. 
                                                 
20 Vid  por ejemplo Charles S. Maier (ed.) Changing Boundaries of 
the Political. Cambridge University press, 1987. 
 

 
En todo caso parece innegable que el 
panorama político de este fin de siglo 
latinoamericano es enormemente más 
complejo y dinámico que el de hace un 
par de décadas y testimonia la ex-
traordinaria vitalidad y creatividad de los 
sectores populares no sólo para "salir 
adelante" de sus problemas cotidianos, 
sino también su empecinamiento en 
modificar de manera mes estable el 
presente orden de cosas. 



EL CAMBIO DE MODELO DE 
DESARROLLO 
DE LA ECONOMÍA COLOMBIANA 
 
Andrés López Restrepo* 
 
A partir de 1990, Colombia renunció al 
modelo de desarrollo que habia seguido 
desde 1950. En las siguientes páginas se 
caracteriza el modelo de desarrollo que el 
país recientemente abandonó, y se 
muestran las etapas que ha seguido el 
nuevo modelo aperturista. 
 
El modelo de desarrollo 
industrial-cafetero, 1950-1990 
 
Descripción del modelo 
 
Colombia, como la generalidad de los 
países medianos y grandes de América 
Latina, transitó por un período de 
industrialización espontáneo a partir de la 
Gran Crisis de 1929-1931, tras la cual se 
crearon mecanismos proteccionistas para 
promover deliberadamente el desarrollo 
manufacturero. Muchos autores han 
encontrado el origen del fomento a la 
industria en el régimen liberal del período 
1930-1946, debido sobre todo a la 
mitificación del primer gobierno de 
                                                 
* Economista y politólogo, investigador del 
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Alfonso López Pumarejo (1934-1938), al 
que muchos atribuyen el origen de toda la 
modernidad colombiana. Sin embargo, a 
partir de los estudios de Díaz-Alejandro21, 
se ha extendido la idea de que el rápido 
crecimiento de la industria tras la Gran 
Depresión y durante la Segunda Guerra 
Mundial fue una respuesta natural del 
enclave industrial, nacido en las tres 
primeras décadas del siglo, frente a las 
restricciones impuestas por esos mismos 
choques externos. Es cierto que los 
gobiernos liberales tomaron algunas 
medidas destinadas a estimular el 
dinamismo manufacturero, tales como la 
creación del Instituto de Fomento 
Industrial, IFI, en 1940, pero entonces 
todavía imperaba la ideología 
librecambista, apoyada sobre la 
exportación de productos de la 
agricultura, en especial el café. 
 
La preocupación por establecer aranceles 
a cuyo amparo pudiera fortalecerse la 
industria nativa sólo surgió a fines de la 
Segunda Guerra Mundial, cuando algunos 
políticos y empresarios empezaron a 
temer la eventualidad de que las 
manufacturas procedentes de los Estados 
Unidos invadieran el país. Estos temores 
se fundaban en la vigencia del tratado 
comercial bilateral firmado en 1935, que 
estableció impuestos muy bajos a las 
importaciones procedentes de esa nación. 
 
En 1946, dividido el partido Liberal, fue 
escogido como Presidente de la República 
el conservador Mariano Ospina Pérez 

                                                 
21 Ver, por ejemplo, Carlos F. Díaz-Alejandro, 

“América Latina en los años treinta”, en 

Rosemary Throp (comp.), América Latina en 

los años treinta. El papel de la periferia en la 

crisis mundial , México, Fondo de Cultura 

Económica 1984. 



(1946-1950). No obstante su vinculación 
de toda la vida con los intereses cafeteros, 
durante la campaña electoral Ospina se 
manifestó de acuerdo con proteger a la 
industria, siempre y cuando ésta usase 
materias primas producidas por el sector 
agrícola nacional. A partir de 1945-47 la 
pugna interpartidista se intensificó al 
punto que los años siguientes han sido 
denominados en la historia política del 
país como el período de “la Violencia”. 
Dentro de este ambiente tuvo lugar el 
estallido urbano del 9 de abril de 1948. Al 
año siguiente, el presidente Ospina 
cerraba el Congreso, dando inicio a la 
dictadura civil del partido Conservador 
(1949-1953). 
 
Pese a que por aquellos años el país se 
adentraba en la Violencia, los 
empresarios pertenecientes a los dos 
partidos tradicionales se negaron a dejarse 
arrastrar por la lucha interpartidista. De 
hecho, gremios como la Sociedad de 
Agricultores de Colombia, SAC, y la 
Federación Nacional de Comerc iantes, 
Fenalco, constituyeron sus juntas 
directivas de manera paritaria, dando 
participación a los dos partidos políticos. 
El gremio que representaba los intereses 
manufactureros, la Asociación Nacional 
de Industriales, ANDI, había sido creado 
por empresarios del departamento de 
Antioquia, donde décadas atrás naciera la 
industria colombiana, que en su mayor 
parte eran conservadores y estaban 
también vinculados a intereses cafeteros y 
comerciales. Pero a medida que el 
dinamismo manufacturero se trasladó a 
otras zonas del país, especialmente 
Bogotá y Cali, la ANDI acogió a hombres 
de negocios provenientes de esas 
ciudades. Esa apertura regional significó 

también una mayor participación de los 
liberales dentro del gremio 22. 
 
En el marco de la dictadura civil 
conservadora, el 9 de julio de 1950, 
Ospina firmó una reforma arancelaria 
(decreto 2218), por la cual se aumentaron 
las tarifas de los productos industriales 
importados, con una intención que por 
primera vez en la historia del país era 
claramente proteccionista. Es posible, 
aunque de hecho no se haya probado, que 
el carácter mayoritariamente conservador 
de la ANDI haya facilitado la adopción, 
por parte de un gobierno de esa filiación, 
del nuevo arancel. Aunque el arancel 
derogaba el tratado de 1935 con los 
Estados Unidos, este país no ma nifestó 
oposición alguna, ya que su interés en 
aquel momento no era tanto exportar sus 
productos como garantizar la posibilidad 
de invertir en el país. Y tanto Ospina 
como su sucesor, Laureano Gómez 
(1950-1951), dejaron muy claro que los 
capitales norteamericanos no tendrían  
limitación alguna23. 
 
El nuevo arancel y otras medidas de 
protección a la industria crearon alguna 
inconformidad entre sectores 
agroexportadores, comerciantes y 
                                                 
22 Ver al respecto, Álvaro Echeverri Uruburu, 

Elites y proceso político en Colombia 

(1950 -1978). Una democracia 

principesca y endogámica, Bogotá, Fondo de 
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Colombia-FUAC, 1987, caps. I y II. 
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Colombia, Bogotá, Tercer Mundo 

Editores-Ediciones Uniandes, 1992. 



cafeteros24, la cual rápidamente se acalló, 
principalmente porque los niveles de 
protección nunca fueron demasiado 
elevados. En el contexto latinoamericano, 
la protección colombiana puede 
calificarse de moderada, pues fue muy 
inferior a la establecida en países como 
Argentina o Brasil, aunque sí fue superior 
a la de Perú, Cuba o Centroamérica 25. Esa 
es una de las razones por las que un autor 
norteamericano define a la colombiana 
como una “economía intermedia de 
mercado”26. La protecció n ha sido incluso 
menos importante para el desarrollo 
industrial nacional que la ampliación del 
mercado interno, inducida por la 
expansión cafetera de la primera mitad 
del siglo XX27. 
 

                                                 
24 Ibid, págs. 38 y 39.  
25 En el período 1957-59, las tarifas medias 

para bienes de consumo 

semimanufacturados y duraderos fueron de 

143% en Brasil, 

139%  en Argentina, 96% en Chile, 48% en 

Colombia y 25% en Perú. Estos datos fueron 

tomados de Santiago Macario, 

“Protectionism and industrialization in Latin 

America”, en Economic Bulletin for Latin 

America, marzo de 1964, cuadro 

5, pág. 75, citado en John Sheahan, Modelos 

de desarrollo en América Latina, México D.F., 

Consejo Nacional para la 

Cultura y las Artes-Alianza Editorial 

Mexicana, 1990, cuadro IV.2., pág. 123. 
26 Sheahan, op. cit., cap. IX. 
27 José Antonio Ocampo, “Reforma del 

Estado y desarrollo económico y social en 

Colombia”, en Análisis Político, No. 17, 

septiembre-diciembre de 1992, pág. 19. 

Precisamente, el peso del café en la 
estructura productiva nacional fue la 
razón objetiva para que los intereses 
asociados a la manufactura no pudieran 
imponer su hegemonía. Para estimar la 
importancia de este producto basta 
considerar que entre 1945 y 1979 generó 
más de la mitad de las divisas por 
concepto de exportaciones, e incluso en el 
período 1945-1959 produjo más del 70% 
de esas divisas. Además del peso 
económico, muchos industriales, 
especialmente del departamento de 
Antioquia, estaban vinculados al café. 
Los cafeteros fueron el sector económico 
predominante en la primera mitad del 
siglo, pero a partir de 1950 debieron 
convivir con los industriales. Este 
equilibrio supuso algunos costos para 
ambos sectores: los industriales nunca 
obtuvieron un apoyo decidido por parte 
del Estado, al tiempo que los cafeteros 
recibieron sus ingresos totales por 
exportaciones solo en momentos de bajos 
precios, pues cuando el valor del grano 
aumentaba se le imponía gravámenes 
discriminatorios, a través de mecanismos 
como una tasa de cambio desfavorable -el 
llamado diferencial cafetero- o un 
impuesto ad valorem. 
 
Este equilibrio entre intereses industriales 
y cafeteros fue la característic a básica del 
modelo de desarrollo colombiano entre 
1950 y los años 80. Puede afirmarse, por 
tanto, que ese modelo de desarrollo fue 
producto de un consenso por lo alto entre 
empresarios, que no fue afectado por los 
conflictos interpartidistas de las décadas 
de los años 40 y 50. El Estado, por su 
parte, se limitó a refrendar esa decisión 
corporativa, por lo que algunos autores 
han definido como “liberal” al modelo de 



desarrollo de Colombia entre 1950 y los 
años 90, así como a los anteriores28. 
 
No solo los partidos y el Estado no 
tuvieron papel alguno en la determinación 
del modelo de desarrollo, sino que, por el 
contrario, los empresarios llevaron su 
consenso del terreno económico al 
político. Fueron los hombres de negocios 
quienes impulsaron la subida al poder del 
general Gustavo Rojas Pinilla 
(19531957), como única salida al 
conflicto bipartidista. Y cuando el 
gobierno de Rojas dejó de ser funcional a 
los intereses de los sectores dirigentes, los 
gremios, encabezados por líderes de 
algunas fracciones de los dos partidos, 
propiciaron su caída y construyeron el 
régimen político denominado Frente 
Nacional, que entre 1958 y 1974 
distribuyó paritariamente el poder entre 
los dos partidos. Justo como ocurría en la 
SAC y Fenalco. Por esta razón, un autor 
ha calificado al Frente Nacional como 
“un experimento gremial”29. 
 
Por otra parte, ese modelo de desarrollo 
recibió un fuerte espaldarazo de Lauchlin 
Currie, economista de origen canadiense 
que tuvo una gran influencia sobre la 
política económica nacional entre 1949, 
cuando llegó por primera vez al país, y su 
muerte en 1993. Currie arribó a Colombia 
encabezando una misión que el Banco 
Mundial envió como parte del proceso de 
evaluación de la ayuda financiera que 
había solicitado el Gobierno nacional. 
Esta misión presentó un plan de 
desarrollo que proponía como objetivos el 
logro de altas tasas de crecimiento y la 
disminución de las desigualdades. La 

                                                 
28 Es el caso, por ejemplo, de Marco Palacios, El café en 
Colombia, 1850-1970: Una historia económica, social y 
política, El Colegio de México-El Ancora Editores, 1983, 2a. 
edición, en el capítulo denominado “Un modelo liberal para el 
príncipe”. 
29 Echeverri, op. cit. págs. 61-83. 

diligencia nacional no tomó en cuenta las 
reformas sociales pero si las económicas, 
y así Colombia se convirtió en uno de los 
países favoritos del Banco. Currie fue 
invitado a volver a título personal en 
1950, como asesor de la Presidencia de la 
República, y desde entonces permaneció 
vinculado al país. Desde sus distintos 
cargos, recomendó  la aplicación de 
incentivos tributarios y de otros órdenes 
para favorecer la industria, en lugar de 
fuertes controles y altísimos aranceles, 
propios de la sustitución de importaciones 
que entonces adelantaban Argentina y 
Brasil. No en vano Currie se proclama 
discípulo de Jacob Viner, paladín del libre 
comercio. 
 
Además de una política racional de 
sustitución, Currie impulsó de manera 
decidida la creación de una tecnocracia 
constituida por economistas exentos de 
intereses electorales y partidistas. La 
creac ión del Frente Nacional fue la 
coyuntura que posibilitó la llegada de este 
grupo a las más altas instancias del poder. 
Así pues, esta tecnocracia se dedicó a 
solucionar los problemas coyunturales 
que debió enfrentar el modelo de 
desarrollo industrial-cafetero, con 
independencia de quien estuviera en el 
poder. Esto, que le cerró el camino a los 
populismos, confiriéndole al país una 
estabilidad económica que otros países 
latinoamericanos han envidiado, tuvo el 
perverso efecto de quitarle a la ciudadanía 
la posibilidad de decidir sobre el rumbo 
económico y social del país 30. Desde los 
años 60, estos temas han sido monopolio 

                                                 
30 Al respecto, ver Hernando Gómez 

Buendía, “La agenda del Liberalismo”, en 

Hernando Gómez Buendía (editor), El 

liberalismo al banquillo, Bogotá, Instituto de 

Estudios Liberales 1989, págs. 192-194. 



de altas instancias gubernamentales, tales 
como el Departamento Nacional de 
Planeación, la Junta Monetaria y el 
Consejo Nacional de Política Económica 
y Social, Conpes. 
 
Etapas del modelo 
 
Dentro de l contexto general de este 
modelo de desarrollo intermedio pueden 
distinguirse cinco períodos, que 
corresponden a las distintas políticas de 
comercio exterior seguidas hasta 1990. 
Estos períodos son, a saber: entre finales 
de los años 40 y 1967, que fueron de 
profunda inestabilidad; los años de 1967 a 
1974, cuando diversas medidas de 
política, en especial el decreto 444 de 
1967 le permitieron al país alcanzar el 
equilibrio en su sector externo; en el 
bienio 1974-1976, en el cual se hizo el 
primer intento por abandonar el modelo 
de desarrollo industrial-cafetero; entre 
1976 y 1985, cuando se volvió a cerrar la 
economía; y, finalmente, entre 1985 y 
1990, período en el cual el país volvió 
lentamente a abrir su economía. 
 
Durante el primer período, que tuvo lugar 
entre fines de los años 40 y 1967, el 
sector externo determinó un 
comportamiento de la economía 
fuertemente cíclico. Como en otros países 
en similares condiciones, los moderados 
déficit fiscales y la baja elasticidad de la 
producción agrícola ocasionaban una 
inflación interna superior a la 
internacional, la cual determinaba una 
continua tendencia a la revaluación del 
peso. La revaluación causaba una baja en 
las exportaciones lo que, sumado al 
dinamismo de la demanda por 
importaciones, producido por el 
crecimiento mismo de la economía, 
generaban grandes desequilibrios 
externos. Esto, más la presión de los 
organismos económicos multilaterales 

que sucesivamente se vincularon a la 
economía nacional -el Fondo Monetario 
Internacional, el Banco Mundial y el 
Banco Interamericano de Desarrollo -, 
conducían a fuertes devaluaciones que, 
tras un período de ajuste, permitían volver 
a reasumir el crecimiento. Pero las 
devaluaciones, aunque favorecían a la 
industria, también generaban inflación y 
reducían, al menos momentáneamente, 
los salarios reales. Los trabajadores 
procuraban restablecer el poder de 
compra de sus ingresos, induciendo así 
alzas adicionales en los precios31. 
Entonces volvía a comenzar el cielo 
descrito. 
 
Así, la expansión de 1945 a 1947 fue 
seguida por la devaluación de 1948. Una 
nueva expansión en 1949 culminó en la 
devaluación de marzo de 1951. La 
bonanza cafetera de 1952-1954 permitió 
el establecimiento de un mercado 
cambiario  libre en 1955. Reapareció 
entonces el déficit externo pero el 
gobierno del general Rojas se negó a 
depreciar el peso, por lo que la Junta 
Militar transitoria (1957-1958) que lo 
sucedió debió realizar, en 1957, la 
devaluación más fuerte en la historia del 
país. Desde sus inicios, el Frente 
Nacional recibió préstamos enmarcados 
en la política norteamericana de la 
Alianza para el Progreso, pese a lo cual 
no pudo contene r el deterioro del sector 
externo. Así, en noviembre de 1962 se 
realizó una nueva devaluación. La 
situación se complicó. Los precios 
subieron y los trabajadores obtuvieron 
alzas salariales, lo que estimuló todavía 
más la inflación. Desesperado, el 
                                                 
31 Hernando José Gómez, “Colombia - 

Transición hacia una economía abierta”, en 

Plane ación y Desarrollo, vol. XXIII, No.2, 

septiembre de 1992, pág. 375. 



gobierno liberó las importaciones, 
siguiendo el remedio recomendado por 
los organismos internacionales. La receta 
casi mata al enfermo: el déficit comercial 
aumentó y en 1966 la situación externa 
era dramática32. 
 
Esta era la situación que debió enfrentar 
Carlos Lleras Restrepo (1966-1970), al 
llegar  en agosto de 1966 a la Presidencia 
de la República. Para cubrir las 
necesidades más apremiantes, Lleras 
solicitó un crédito del Fondo Monetario, 
pero esta entidad condicionó su apoyo a 
la adopción de las típicas medidas 
ortodoxas de ajuste, tales como la 
liberación de importaciones, la 
eliminación de los controles cambiarios y 
la devaluación del peso. Justo las 
políticas que habían demostrado ser 
nefastas para su predecesor, Guillermo 
León Valencia (1962-1966). Además de 
las dudas teóricas que pudiera tene r sobre 
la efectividad de tales medidas, Lleras 
enfrentaba una fuerte oposición de 
sectores populistas opuestos a las 
intervenciones de los organismos 
multilaterales. Finalmente, en noviembre 
de 1966, el presidente Lleras aumentó las 
restricciones a las importaciones e 
introdujo mayores controles cambiarios, 
disposiciones éstas opuestas a las 
prescritas por el Fondo. No obstante, 
estas medidas heterodoxas sirvieron para 
contener las dificultades cambiarias. 
 
La conformación de una política propia 
para enfrentar la crisis económica, llevó a 

                                                 
32 José Antonio Ocampo y otros autores, “La 

consolidación del capitalismo moderno 

(1945 -1986)”, en José Antonio Ocampo, 

(ed.), Historia económica de Colombia, 

Bogotá, Fedesarrollo-Siglo XXI Editores, 

1987, págs. 260-265. 

un duro enfrentamiento con el FMI y 
culminó con la expedición, en marzo de 
1967, del Decreto 444, que dio carta de 
ciudadanía a las minidevaluaciones 
diarias no programadas (crawling-peg)33 
y creó una instituc ionalidad para el sector 
externo que habría de perdurar hasta las 
reformas de 1990. En adelante, las 
devaluaciones no serían intempestivas, 
sino que los agentes económicos tendrían 
la oportunidad de ajustar sus expectativas. 
Durante el segundo período del modelo 
de desarrollo industrial-cafetero, entre 
1967 y 1974, el auge económico mundial, 
la devaluación del peso y la estabilidad de 
los incentivos, favorecieron la expansión 
de las exportaciones manufactureras, que 
antes de este período habían estado 
virtualmente ausentes de la balanza 
cambiaria. Las minidevaluaciones 
hicieron que se descuidara la inflación, 
que alcanzó niveles cada vez más altos, 
pero en aquel entonces esto era un precio 
que podía considerarse razonable a 
cambio de evitar las continuas crisis 
cambiarias. 
 
En el tercer período, que transcurrió entre 
1974 y 1976, se planteó por primera vez 
la necesidad de cambiar el modelo de 
desarrollo, de tal forma que las políticas 
de regulación dieran paso a una mayor 
participación de las fuerzas del mercado 
en la economía. La reorientación del 
modelo de desarrollo fue discutida por los 
dos principales candidatos que 
disputaron, en 1974, la Presidencia de la 
República, el conservador Álvaro Gómez 
Hurtado y el liberal Alfonso López 
Michelsen. López, quien resultó 
vencedor, consideraba que las 
exportaciones debían ser el factor 
                                                 
33 Gabriel Silva Luján, “Carlos Lleras y Misael Pastrana: 
Reforma del Estado y crisis del Frente Nacional”, en Álvaro 
Tirado 
Mejía (director), Historia política 1946-1986, tomo II de 
Nueva Historia de Colombia, Bogotá, Planeta Colombiana 
Editorial, 1989, págs. 239-242.  



dinamizador de la economía. De esta 
manera, afirmaba, el país dejaría de ser el 
“Tíbet de Suramérica” -haciendo 
referencia de esta manera a su supuesto 
enclaustramiento-, para convertirse en “el 
Japón” de la región.  
 
De acuerdo con el equipo económico, la 
libera lización del mercado exigía la 
eliminación de los subsidios, entre ellos 
los otorgados a las exportaciones, que, 
además de tener un alto costo, convertían 
en exportadores a empresarios que no 
contaban con la eficiencia suficiente. A 
cambio, para estimular las exportaciones 
diferentes a las cafeteras, se aceleró la 
devaluación. Por otra parte, el IFI 
abandonó su activo papel en la creación 
de nuevas industrias, para convertirse en 
un intermediario financiero más34. Sin 
embargo, al igual que está ocurriendo en 
el presente por causa de las crecientes 
exportaciones petroleras, la liberalización 
económica de la primera mitad del 
gobierno de López coincidió con un 
aumento muy importante de la 
participación del Estado en la economía, 
la que en ese entonces se debió a las 
inversiones en proyectos de explotación 
minera y petrolera y a la construcción de 
grandes hid roeléctricas. 
 
Este experimento liberal tuvo lugar en un 
momento en el cual todavía no habían 
aparecido los rasgos de estancamiento en 
la industria que serían tan importantes en 
la formación del posterior consenso sobre 
la necesidad de la reciente reforma 
económica, tales como los bajos índices 
de crecimiento del sector y el 

                                                 
34 Cabe agregar que a fines de 1973 y comienzos de 1974, o 
sea en las postrimerías del gobierno de Misael Pastrana 
(1970-1974) había sido eliminada todo lo que podía 
considerarse como protecció n redundante. Por lo tanto, el 
sector productivo tenía razones para temer nuevas 
disminuciones de aranceles. 
 
 

estancamiento de la productividad. Por lo 
tanto, el debate se ideologizó en extremo, 
alinderando en lados diferentes a los 
defensores del mercado libre, conocidos 
como neoliberales, y a los amigos de la 
intervención estatal, o cepalinos. Pero 
esta confrontación no culminó con la 
victoria de ninguno de los bandos, pues 
factores de orden externo dieron al traste 
con la política gubernamental. 
 
A mediados de 1975, debido a las heladas 
que azotaron las plantaciones brasileñas, 
los precios del café comenzaron a subir 
hasta llegar, en 1977, a niveles superiores 
a los US$3 por libra, que no se han visto 
en ningún otro momento de la historia., ni 
en términos nominales ni en reales. 
Además, esta bonanza cafetera coincidió 
con el auge de la marihuana, que también 
supuso una importante entrada de dólares 
al país. Ante el flujo de divisas, el 
gobierno detuvo la devaluación, que era 
el único instrumento de fomento a las 
exportaciones menores, e impuso 
mecanismos de ahorro forzoso a los 
cafeteros, que no eran otra cosa que 
impuestos disfrazados. Así, 
paradójicamente, una inesperada bonanza 
externa acabó con las posibilidades de un 
modelo de desarrollo basado en el 
crecimiento de las exportaciones, ya que 
la conjunción de la bonanza legal del café 
con la ilegal de la marihuana trajo todos 
los efectos indeseables de la situación que 
se conoce en la literatura económica 
como “enfermedad holandesa”. Aunque 
por razones muy distintas, resulta curioso 
que la actual apertura fue seguida también 
por un aluvión de divisas, que no 
provenían, como esperaban sus 
defensores, del aumento de las 
exportaciones no tradicionales. 
 
El cuarto de los períodos transcurrió entre 
1976 y 1984. En estos años el país 
abandonó, por diversas razones, la 



política de liberalización y apertura hacia 
el exterior. En sus primer bienio de 
gobierno, el presidente Julio César 
Turbay (1978-1982) aprovechó el último 
coletazo del auge exportador para 
trasladar un número importante de 
productos al régimen de libre 
importación. Sin embargo, el arancel 
promedio se redujo muy poco. En 1980, 
los precios del café colapsaron. Esto 
ocurrió en un contexto internacional 
recesivo, en el cual el dólar se revaluaba 
frente al resto de las monedas de los 
países desarrollados, por lo que los 
esfuerzos por mantener la paridad 
cambiaria en relación con el dólar no 
permitieron mantener la paridad frente a 
las monedas de los otros mercados 
colombianos. La respuesta del gobierno 
fue la liberación de importaciones, con lo 
cual solo contribuyó a agravar la 
situación. En 1981 y 1982, la economía 
se estancó, la industria entró en franco 
receso y el déficit en cuenta corriente 
aumentó rápidamente. 
 
Además de la carga heredada del anterior 
gobierno, la administración de Belisario 
Betancur (1982-1986) debió padecer las 
consecuencias de la crisis de la deuda 
externa regional, iniciada con la cesación 
de pagos de México en agosto de 1982. 
Esta crisis le significó al país crecientes 
dificultades en la obtención de 
financiamiento, pese a que siguió 
pagando puntualmente su deuda, y la 
virtual pérdida de su segundo mercado 
exportador, tras la abrupta devaluación 
venezolana de febrero de 1983. Para 
contener la crisis cambiaria, el gobierno 
prohibió la importación de diversos 
productos y negó las solicitudes para 
otros, adentrándose así en la última etapa 
proteccionista que hasta el presente ha 
tenido el país. Además, para impulsar las 
exportaciones, la devaluación se aceleró y 
fueron aumentados los incentivos. El país 

acudió a la banca privada para obtener 
préstamos adicionales, pero ésta 
condicionó su apoyo a la firma de un 
acuerdo con el Fondo Monetario 
Internacional. Por su parte, el Banco 
Mundial exigió la reversión de las 
medidas proteccionistas que fueran 
adoptadas en 1982. El gobierno, que se 
preciaba de la autonomía de su política 
exterior, se negó a acatar estas 
condiciones, en especial la firma del 
acuerdo con el Fondo. 
 
Finalmente, el deterioro de la situación 
cambiaria obligó a reor ientar la política 
económica, por lo que a mediados de 
1984 entró en funciones un nuevo 
ministro de Hacienda. Rápidamente, el 
flamante equipo económico acordó 
algunos compromisos con el Fondo, pero 
la noticia se filtró a la prensa. Ante las 
reacciones, el gobierno le planteó a ese 
organismo la necesidad de establecer unas 
obligaciones más laxas que las contenidas 
en los programas de contingencia. Tras 
arduas negociaciones, la parte colombiana 
aceptó una monitoría por parte del Fondo, 
que supuestamente era una modalidad 
menos restrictiva, pero cuyas 
consecuencias sobre la política 
económica fueron casi las mismas. 
Además, “el proceso de ajuste no solo 
involucró un programa macroeconómico 
ortodoxo vigilado por el Fondo 
Monetario Internacional, sino la 
injerencia del Banco Mundial, 
particularmente en el diseño de las 
políticas sectoriales”35. 
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En este contexto de negociaciones con la 
banca multilateral, el país se adentró a 
partir de 1985 en la última etapa del 
modelo de desarrollo 
industrial-exportador, que se caracterizó 
por cierta liberalización, que desde el 
presente puede ser vista como de 
transición hacia un nuevo modelo. Las 
principales medidas adoptadas estuvieron 
dirigidas a disminuir la intervención 
sobre el comercio exterior. Esto es, 
disminuyeron tanto las restricciones 
cuantitativas y las solicitudes de 
importación negadas, como los subsidios 
e incentivos en la producción de bienes 
para la exportación. Sin embargo, las 
menores transferencias para el sector 
exportador fueron ampliamente 
compensadas por los procesos 
devaluatorios efectuados entre 1985-1986 
y a partir de mediados de 1989. La nueva 
política económica aumentó la confianza 
de la comunidad financiera internacional. 
Los nuevos préstamos y un nuevo 
aumento de los precios del café 
permitieron que en 1986 el país obtuviera 
un superávit en su cuenta corriente. En 
los años siguientes, la devaluación y la 
recuperación del comercio 
intralatinoamericano determinaron un 
fuerte incremento de las exportaciones 
menores. Adicionalmente, la inversiones 
en minería (carbón y níquel) realizadas 
desde mediados de la década del 70, 
empezaron a generar divisas. 
 
En este punto es necesario hacer hincapié 
en que, si bien los organismos 
multilaterales tuvieron una injerencia 
importante en la adopción de las políticas 
de liberalización del comercio exterior en 
1985, cuando el país se sometió al 
denominado ajuste, la mejoría en la 
balanza de pagos a partir de 1986 acabó 
con la intervención del FMI y redujo el 
papel del Banco Mundial al de 

observador bien informado. En realidad, 
el equipo económico guberna mental fue 
el encargado de crear el ambiente 
apropiado para la adopción de la reforma. 
Este grupo consideraba que el país 
requería no solo un ajuste coyuntural, 
sino que era necesario ir más allá, para 
disminuir el papel del Estado en la 
economía, y estimular el “desarrollo hacia 
fuera”, reduciendo la dependencia que en 
relación con el mercado interno tenía el 
aparato productivo. 
 
Entre los argumentos que lentamente 
inclinaron la balanza en favor de la 
apertura, cabe mencionar los siguientes. 
Ante todo, era cada vez más extendida la 
creencia de que el modelo orientado hacia 
el mercado interno, acompañado de 
ocasionales períodos de promoción 
exportadora, estaba agotado, y para 
demostrarlo se citaba como evidencia la 
menor expansión del producto total y del 
manufacturero36. Por tanto, se concluía 
que era necesario que los empresarios 
buscaran demanda por sus productos en el 
exterior. En segundo lugar, el dinamismo 
exportador de los bienes manufacturados 
y de los productos de la minería fortaleció 
las reservas internacionales, haciendo 
innecesario el control de importaciones 
por razones cambiarias37. Y, aunque por 

                                                 
36 La economía colombiana pasó de crecer a 

tasas superiores al 5% en 1986 y 1987, a 

solo 4,1% en 1988 y 3,2% en 1989. Por su 

parte, la industria, que en 1987 alcanzó el 

6,2%,  descendió a 1,9% en 1988. 
37 Las exportaciones de bienes pasaron de 

US$3471 millones en 1987 a US$4620 

millones en 1990. En ese mismo período, las 

reservas internacionales netas se 

incrementaron de US$3450 millones a 

US$4501 millones. 



pudor los funcionarios gubernamentales 
no lo mencionasen, es evidente que el 
narcotráfico generaba una porción muy 
importante de las divisas que llegaban al 
país en momentos en que las demás 
naciones latinoamericanas estaban 
sufriendo una grave crisis en su sector 
externo. 
 
En tercer lugar, los defensores de la 
liberalización del comercio sostenían que 
las licencias de importación, que eran 
concedidas discrecionalmente por una 
entidad no sometida a escrutinio público 
-el Instituto de Comercio Exterior, 
Incomex-, favorecía la creación de rentas 
extraordinarias para los importadores, así 
como la corrupción de los burócratas. 
Finalmente, las éxitos exportadores de los 
países del sudeste Asiático y, más 
recientemente, los procesos 
liberalizadores e integracionistas de 
América Latina, ejercieron un importante 
efecto de demostración sobre la política 
económica colombiana 38. 
 
En el período transcurrido entre 1985 y 
1989, las anteriores tesis fueron 
reuniendo un consenso que 
progresivamente incorporó a la mayor 
parte del gremio de los economistas, a los 
principales funcionarios gubernamentales 
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“Trayectoria y vicisitudes de la apertura 
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reto de los noventa, Bogotá, Tercer 

Mundo-Fedesarrollo, 1991, pág. 106. 

y a muy destacados políticos. El principal 
elemento que tuvo este proceso a su favor 
fue la continuidad de la política 
económica. A partir de 1984, los cambios 
en el Ministerio de Hacienda no alteraron 
los lineamientos generales de la política 
económica. Ni siquiera la derrota del 
partido Conservador en 1986 y el ascenso 
al poder del liberal Virgilio Barco 
(1986-1990) significó modificación 
alguna a este respecto. Incluso, pese al 
cambio de gobierno, permanecieron las 
mismas personas en cargos tan 
importantes como la gerencia del Banco 
de la República o el de negociador de la 
deuda externa. 
 
Hacia un nuevo modelo de desarrollo, 
1990-1993 
 
El “Programa de modernización de la 
economía colombiana” 
 
El Conpes tomó la decisión de embarcar 
al país en el proceso de apertura 
económica en un momento político 
bastante complicado. Esto sucedió a fines 
del gobierno de Virgilio Barco, quien, 
con su actitud distante y la declaratoria de 
la “guerra al narcotráfico”, se había 
enajenado casi todo el apoyo de la clase 
política, los grupos de interés y la 
población en general. Entre agosto de 
1989 y abril de 1990, fueron asesinados 
tres candidatos presidenciales, entre ellos 
Luis Carlos Galán, quien era el más 
opcionado para ganar las elecciones. La 
violencia había alcanzado un punto tal 
que diversos analistas consideraron que 
Colombia estaba “al filo del caos”39. El 
momento no parecía ser el propicio para 
tomar decisiones económicas de largo 

                                                 
39 Este fue el título escogido por los compiladores de un libro 
escrito en esa coyuntura: Francisco Leal Buitrago y León 
Zamosc,  
de los años 80, Bogotá, Tercer Mundo Editores-Instituto de 
Estudios Políticos y Relaciones Internacionales, 1990. 



alcance. Sin embargo, la intervención 
-otra vez- del Banco Mundial alteró la 
situación. El Gobierno nacional había 
acudido ante esa institución para solicitar 
nuevos créditos, pero esta condicionó su 
discusión a la aprobación de un programa 
de liberalización de importaciones y de 
reestructuración industrial40. 
 
Sin embargo, como el Presidente había 
perdido casi toda capacidad de liderazgo, 
el equipo económico, al igual que otros 
sectores burocráticos, actuaban con una 
gran autonomía. Además, en aquel 
entonces era indudable que César Gaviria, 
quien había tomado el lugar del asesinado 
Galán, sería elegido Presidente de la 
República. Gaviria había sido ministro de 
Hacienda en la primera parte del gobierno 
Barco, y en esa calidad intervino en las 
discusiones sobre la apertura, 
mostrándose como uno de sus más 
decididos partidarios. Era claro que en 
pocos meses la economía sería 
liberalizada. Por lo tanto, el efecto de la 
presión del Banco Mundial fue solo el de 
adelantar la decisión unos cuantos meses. 
 
Así, en febrero de 1990 el Conpes aprobó 
el “Programa de modernización de la 
economía colombiana”, que supuso una 
de las liberalizaciones comerciales más 
significativas en la historia del país. De 
acuerdo con sus propios enunciados, el 
programa debería responder a cuatro 
criterios. El primero era el de 
“gradualidad”, según el cual la estructura 
productiva requería tiempo para adaptarse 
a las nuevas condiciones. Así, en una 
primera fase, que duraría dos años, se 
eliminarían los controles administrativos 
a las importaciones, para luego disminuir 
los aranceles. El segundo criterio, 
complementario del anterior, era el de 
“sostenibilidad”. Esta suponía una 

                                                 
40 Lora y Crane, op. cit., pág. 106. 

política macroeconómica que evitase los 
efectos negativos que la apertura pudiera 
tener sobre la estructura productiva y las 
reservas internacionales. El tercero era el 
“automatismo” de la protección, para 
evitar discriminaciones en favor de 
algunos sectores. El cuarto criterio, 
similar al tercero, era el de 
“universalidad”, cuyo propósito era evitar 
que se establecieran preferencias en favor 
de cualquier actividad económica41. Estos 
dos últimos criterios revelaban la 
aceptación, por parte del gobierno, de la 
principal exigencia que había hecho la 
industria como condición para aceptar el 
cambio de la política económica: que la 
apertura también cubriese a la agricultura. 
 
 
 
Los procesos electorales y la 
profundización de la apertura 
 
En 1990 coincidieron la apertura y un 
intenso calendario electoral, que se inició 
con los comicios de marzo, en los que se 
eligieron cuerpos legislativos, alcaldes y 
candidato liberal a la presidencia, siguió 
en mayo con las elecciones 
presidenciales, y culminó con la elección, 
en diciembre, de la Asamblea Nacional 
Constituyente. Dentro de esta dinámica, 
la apertura, y en general la reforma 
económica, fueron un tema secundario 
para los distintos aspirantes, con 
excepción del precandidato liberal 
Ernesto Samper, quien a lo largo de la 
campaña hizo fuertes reparos al 
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“Programa de modernización” adoptado 
en febrero. En todo caso, y como 
generalmente ocurre en los procesos 
electorales en Colombia, se vota por 
personas, no por propuestas ni por 
programas políticos. 
 
Tras el asesinato de Galán, el papel de 
líder de la fracción mayoritaria del 
liberalismo le fue encomendado a César 
Gaviria, no obstante que entre ambos 
existía muy poca afinidad ideológica. 
Esto era más que evidente en el tema de 
la apertura económica. Galán aceptaba la 
necesidad de insertarse en la economía 
internacional, pero “gradual y 
eficazmente con una perspectiva de 
mediano y largo plazo”. Más aún, esta no 
era una de sus prioridades: “En materia 
económica y social la primera 
preocupación de mi gobierno será la 
lucha para controlar la inflación y 
fomentar el empleo”42. Gaviria, en 
cambio, era un convencido de las 
bondades de la apertura paulatina, tal 
como fuera aprobada en febrero de 1990: 
“Vamos a adelantar un proceso gradual, 
cuidadoso, con un horizonte de seis u 
ocho años, de tal manera que realmente 
nos podamos ir acomodando, que 
podamos aprender de las experiencias (...) 
Se trata de evitar políticas de choque”43. 
 
Por la misma época de las anteriores 
declaraciones de Gaviria, se discutía el 
programa que habría de guiar un futuro 
gobierno liberal. Respecto a la baja de 
aranceles, el documento propuesto por el 
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43 Entrevista concedida a Síntesis 

Económica, No. 702, febrero 12 de 1990, 

págs. 13-15. 

organismo encargado de su redacción, el 
Consejo Ideológico del Partido Liberal, 
afirmaba que era importante “establecer 
un esquema de apertura propio, que opere 
gradual y selectivamente y se ajuste en un 
todo a las posibilidades del proceso 
económico y social”. Sin embargo, 
aclaraba que esto no implicaba abandonar 
el modelo “de economía de mercado con 
dirección del Estado” que hasta entonces 
había guiado a la economía colombiana, 
sino que simplemente se trataba de 
reformarlo. Y agregaba que “las 
tendencias académicamente llamadas 
“neoliberales” o “desarrollistas” en 
nuestro medio, en cuanto propugnan 
reducir la intervención del Estado, dar al 
mercado su máxima capacidad de acción, 
repudiar la planeación y “privatizar” los 
servicios públicos esenciales, representan 
una posición antagonista a sus doctrinas 
(las del Partido Liberal), el cual 
supuestamente “tiene un perfil similar al 
de los partidos social demócratas”44. 
 
El Programa Liberal fue acogido por los 
diversos precandidatos liberales, con la 
excepción de Gaviria, quien afirmó que 
ese texto era un simple “directorio 
telefónico”, que daba más “direcciones 
que soluciones”, y que contenía “un 
diagnóstico acartonado y vago de la 
situación, con percepciones pesimistas y 
equivocadas de la realidad 
internacional”45. Evidentemente, esta 
última frase se refería a las críticas del 
Programa a la apertura. No obstante, en 
las elecciones de marzo, Gaviria fue 
escogido candidato del liberalismo a la 
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Presidencia de la República, y pocos días 
después el programa era declarado como 
el oficial del Partido Liberal. Este último 
trámite no tenía ninguna importancia, 
pues en Colombia no existen mecanismos 
coercitivos que obliguen a los elegidos 
por voto popular a, someterse a 
determinado programa político. 
Finalmente, en mayo, Gaviria fue elegido 
Presidente de la República, culminando 
así el proceso electoral más traumático de 
la historia contemporánea colombiana. 
 
En agosto de 1990, en su discurso de 
posesión como Presidente, Gaviria 
ratificó lo que afirmara durante la 
campana con respecto a la apertura: “Es 
un proceso que vamos a realizar de 
manera gradual. No aplicaremos el 
tratamiento de choque de otros países 
latinoamericanos porque no tenemos la 
crisis que allí ha impuesto situaciones de 
tal naturaleza. En segundo lugar, porque 
tal política, que trae efectos benéficos en 
el mediano plazo, puede tener, a corto 
plazo, consecuencias sobre el crecimiento 
y el empleo que ni queremos, ni se 
justifica asumir”46. 
 
Al tiempo que el país se enfrascaba en los 
múltiples debates electorales, la apertura 
continuó. Así, según lo previsto por el 
“Programa de modernización”, los 
aranceles diminuyeron en marzo de 1990. 
El proceso siguió bajo el nuevo gobierno, 
y en noviembre de 1990 fue abolido el 
régimen de licencia previa, exceptuando 
solo bienes como armas de fuego y 
algunos productos del sector 
agropecuario, estos últimos mientras 
entraban en vigencia, en junio de 1991, 
los aranceles flexibles. Finalmente, el 
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César, Discursos: Economía, Bogotá, 
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decreto 3095 de diciembre de 1990 fijó 
los gravámenes de 1991 y 1992 e indicó 
los criterios que regirían para los niveles 
de 1993 y 1994. De acuerdo con el 
decreto, el arancel promedio ponderado 
pasaría de un nivel de 16,5% en 1991 al 
7,0% en 199447. De esta manera, 
estableciendo con anticipación un 
programa de apertura gradual, el gobierno 
creyó poder adelantarse a la 
incertidumbre de los sectores productivos. 
 
La actitud de los gremios empresariales 
frente a las medidas de apertura 
adoptadas a fines del gobierno Barco 
había sido cautelosa, de expectativa frente 
a los efectos que pudieran tener las 
nuevas políticas. Aunque con diferente 
énfasis, los sectores empresariales del 
país aceptaban la necesidad de someterse 
a la competencia internacional, aunque 
insistían en la necesidad de que fuese un 
proceso gradual, durante el cual el Estado 
debería apoyar la reestructuración de los 
sectores más vulnerables. Pese a que uno 
de los cuatro criterios del “Programa de 
modernización de la economía 
colombiana” era la universalidad, lo 
cierto es que el sector agrícola había sido 
objeto de una atención preferencial. Por 
ejemplo, los Planes de Oferta Selectiva, 
creados durante la administración Barco, 
protegían a 8 productos esenciales en la 
dieta alimenticia, mediante mecanismos 
como precios de sustentación, créditos de 
fomento y control de importaciones. 
Como no se veía que el gobierno 
estuviese dispuesto a abandonar el apoyo 
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al campo, se pensaba entonces que el 
sector más afectado por la apertura iba a 
ser el industrial. 
 
Dentro de la industria, es de suponerse 
que los subsectores más maltratados por 
la competencia internacional deben ser 
aquellos que se encuentran más rezagados 
en cuanto a su grado de modernización 
tecnológica. A fines de la década del 80, 
los subsectores que estaban bajo esas 
condiciones eran el de productos 
metálicos -sin incluir maquinaria - y la 
maquinaria no eléctrica, y otros más 
pequeños que en conjunto sumaban poco 
más del 7% del producto bruto industrial. 
En cambio, los sectores que se 
consideraban líderes en tecnología, eran 
alimentos -sin bebidas-, textiles, química 
básica, papel, minerales no metálicos y 
algunos otros menos significativos, que 
comprendían el 44% del producto bruto 
manufacturero48. 
 
Esto significaba que el grueso de la 
industria, representada por la Asociación 
Nacional de Industriales, ANDI, no tenía 
razones para temer la competencia 
internacional. Por su parte, los 
subsectores rezagados estaban afiliados al 
principal gremio especializado del sector 
industrial, la Federación Colombiana de 
Industrias Metalúrgicas, Fedemetal. En 
consecuencia, Fedemetal fue la 
corporación más crítica de la apertura, en 
especial con todo lo que supusiese 
facilitar el acceso de los productos 
venezolanos, que en este campo tenían 
una tecnología más avanzada y costos de 
insumos muy inferiores. Pero Fedemetal 
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era la única voz patronal que se oponía de 
manera decidida a la apertura. Además, 
durante los últimos meses de la 
administración Barco la atención del país 
estaba concentrada en la convocatoria a 
una asamblea que reformase la 
Constitución vigente desde 188649. Las 
expectativas creadas en torno a la 
reforma, más la entrada en funciones de 
una nueva administración, en agosto de 
1990, a cargo del presidente Gaviria -una 
de cuyas primeras funciones fue 
reglamentar la elección, en diciembre del 
mismo año, de la Asamblea Nacional 
Constituyente-, hizo que los gremios y, en 
general todo el país, manifestasen una 
actitud más optimista frente al futuro. 
 
Antes se afirmó que la reforma 
económica colombiana ha consistido, en 
gran parte, en la liberalización del 
comercio exterior. Sin embargo, también 
ha incluido otros temas. Precisamente, el 
gobierno de César Gaviria aprovechó la 
legislatura del segundo semestre de 1990, 
para impulsar estos aspectos 
complementarios. Una de las razones 
fundamentales, sino la principal, que 
había llevado a la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente era el 
desprestigio de la rama legislativa del 
poder público. Y para demostrar que su 
labor no era tan negativa como todos 
afirmaban, el Congreso aprobó todo lo 
que el gobierno sometió a su 
consideración, con excepción de la 
reforma al sistema de seguridad social, 
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que debió esperar dos años, hasta fines de 
1993. 
 
El paquete de leyes aprobado por el 
Congreso incluyó la Ley Marco de 
Comercio Exterior (Ley 07 de 1991), las 
reformas cambiaria (Ley 09 de 1991), 
laboral (Ley 50 de 1990), tributaria (Ley 
44 de 1990) y financiera (Ley 45 de 
1990), y un nuevo estatuto de puertos 
(Ley 01 de 1991) que liquidó a 
Colpuertos, el ente gubernamental 
encargado de administrar la 
infraestructura portuaria 50. Los efectos 
principales de estas leyes tuvieron lugar 
en los campos del comercio exterior, 
cambiario y laboral. Respecto al primer 
tema, la Ley Marco creó una nueva 
estructura institucional, que incluyó el 
Consejo Superior de Comercio Exterior, 
el Ministerio de Comercio Exterior, el 
Banco de Comercio Exterior, y un Fondo 
de Modernización Económica. Estos 
establecimientos tenían un perfil mucho 
más elevado que sus predecesores, lo que 
demostraba el interés del gobierno por 
hacer de las exportaciones el nuevo motor 
del desarrollo. Adicionalmente, la Ley 
Marco estableció que en adelante la 
inversión extranjera tendría el mismo 
tratamiento que la nacional, excepto en 
algunos sectores como el financiero, 
minero y petrolero. Por su parte, la 
reforma cambiaria legalizó en la práctica 
-aunque no lo afirme textualmente- el 
mercado paralelo de divisas y la posesión 
de activos en el exterior. 
 
Finalmente, la reforma laboral buscó, de 
acuerdo con las tendencias predominantes 
a nivel internacional, la flexibilización del 
régimen laboral, mediante la eliminación 
de mecanismos como la retroactividad de 
las cesantías, la acción de reintegro tras 
diez años de trabajo y la 
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“pensión-sanción”51. Estos instrumentos, 
concebidos en el momento de su creación 
para favorecer a los trabajadores, se 
habían vuelto en contra suya, pues, para 
escapar a los costos adicionales que 
suponían, muchos empresarios despedían 
a sus empleados poco antes de que éstos 
cumplieran diez años de servicios. 
 
Sin embargo, los sindicatos se opusieron 
radicalmente a esta reforma. Por lo tanto, 
la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, 
la mayor de las centrales obreras del país, 
convocó para el 14 de noviembre de 1990 
a una protesta nacional contra la apertura 
económica y las reformas que entonces 
cursaban en el Congreso, en especial 
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contra la reforma laboral. En respuesta, el 
gobierno declaró ilegal el paro, pero no 
tomó las medidas extraordinarias que han 
sido comunes en el pasado para conjurar 
este tipo de situaciones. El gobierno 
previó que con la coyuntura 
preconstituyente, no estaban dadas las 
condiciones para una gran movilización 
social. La misma CUT era conciente de 
que este no era el momento más propicio 
para un paro nacional, y hasta el último 
instante esperó que el gobierno 
manifestara su voluntad de concertar. 
Finalmente, el paro se hizo, pero la 
opinión pública no se solidarizó con las 
demandas sindicales 52. 
 
El gobierno triunfó en esta prueba de 
fuerza, pero no por ello usó sus 
acrecentados recursos de poder para sacar 
adelante las reformas que entonces 
estudiaba el Congreso. Por el contrario, 
aprovechó este momento para hacer 
partícipes del debate a las organizaciones 
obreras. Así, al otro día del paro, convocó 
a los dirigentes de la CUT para discutir 
los problemas más complejos de la 
situación laboral. Tras diversas 
negociaciones, las diferentes centrales 
sindicales, incluida la CUT, aceptaron la 
reforma laboral pero a cambio obtuvieron 
el reforzamiento de los derechos 
colectivos, con medidas como el 
reconocimiento automático de la 
personería jurídica de los sindicatos y la 
ampliación del período legal de huelga. 
 
Finalmente, fue aprobada una reforma en 
la que convivían dos aspectos 
aparentemente contradictorios, pues al 
mismo tiempo que flexibilizaba las 
                                                 
52 Camilo Borrero, “Balance del paro 

nacional. Empatar perdiendo”, en Cien Días 

vistos por Cinep, vol. 3, No. 12, octubre 
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relaciones laborales, consagraba mayores 
derechos para los sindicatos. Solo el 
tiempo podrá realizar un balance efectivo 
sobre el impacto de cada uno de estos dos 
elementos, pero no es muy aventurado 
suponer que el momento presente no verá 
un reforzamiento del movimiento 
sindical53. Y ante la persistencia de tasas 
de desempleo superiores al 10%, en un 
contexto en el que además el sector 
informal continúa expandiéndose, es de 
suponer que la flexibilización dará carta 
blanca a las elevadas tasas de rotación 
que caracterizan al sector formal 
colombiano. 
 
La oposición entre la nueva 
Constitución y el Plan de Desarrollo 54 
 
En febrero de 1991 fue instalada la 
Asamblea Nacional Constituyente, la cual 
no se limitó a reformar la carta 
fundamental que estaba vigente desde 
1886, sino que se declaró autónoma para 
expedir una nueva Constitución, como en 
efecto hizo en julio del año 1991. 
Paralelamente, el gobierno nacional, por 
medio del Conpes, trabajaba en la 
redacción del Plan de Desarrollo que 
debería guiar sus tareas hasta 1994, y que, 
con el nombre de “La Revolución 
Pacífica”, fue dado a conocer en el mes 
de octubre. El estilo de trabajo de ambas 
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instituciones no pudo ser más opuesto, 
pues mientras que en la Constituyente 
estaban representados amplios sectores 
sociales, incluso algunos que hasta el 
momento habían estado al margen del 
proceso político, el Conpes es una 
corporación donde se reúnen 
exclusivamente algunos altos 
funcionarios estatales “los ministros del 
área económica, el jefe del Departamento 
Nacional de Planeación y el gerente del 
Banco de la República” y el gerente de la 
Federación Nacional de Cafeteros, a los 
cuales les es muy fácil producir un 
documento tan homogéneo como el Plan 
de Desarrollo. 
 
Sin embargo, “La Revolución Pacífica” 
será el último de los planes de desarrollo 
elaborados a solas por el gobierno. Esto 
se debe a que la nueva Constitución ha 
establecido que, en el futuro, participarán 
en su redacción otras personalidades -el 
Consejo Superior de la Judicatura, órgano 
administrativo del poder judicial, y 
autoridades de las entidades territoriales-  
y, sobre todo, dispuso que debe 
escucharse el concepto del Consejo 
Nacional de Planeación, novedosa 
institución que estará integrada “por 
representantes de las entidades 
territoriales y de los sectores económicos, 
sociales, ecológicos, comunitarios y 
culturales” (art. 340). Aunque el concepto 
dado por el Consejo no es obligante, sí 
hará que el proceso de elaboración del 
plan sea más transparente y participativo. 
 
Algunos comentaristas han criticado el 
que la planificación sea elevada a rango 
constitucional en un momento en el cual 
la tarea esencial en el campo económico 
es la desregulación. Sin embargo, en 
Colombia estos planes de desarrollo han 
sido documentos de carácter más que 
todo ideológico, pues el país no cuenta 
con las condiciones técnicas para una 

efectiva planificación de mediano y largo 
plazo. En realidad, las prioridades de la 
acción estatal se establecen cada año, en 
los proyectos de presupuesto. 
 
Los diversos intereses representados en la 
Constituyente redactaron un documento 
que en sus aspectos políticos es mucho 
más democrático que la antigua 
Constitución, pero que en lo relacionado 
con la economía refleja ambigüedades 
derivadas de su afán de ampliar las 
responsabilidades y atribuciones del 
Estado, al tiempo que pretende promover 
la participación del sector privado en 
actividades que antes le estaban vedadas, 
tales como la provisión de servicios 
públicos. Así, en relación con la 
tendencia a un mayor intervencionismo 
estatal, la Constitución definió al 
colombiano como un “Estado social de 
derecho”, que debe promover el acceso de 
todos los ciudadanos a la propiedad, y 
estableció una serie de derechos 
económicos y sociales -a la salud, a la 
educación, a la vivienda, a la seguridad 
social, al trabajo- que nunca antes habían 
tenido rango constitucional. De otra parte, 
además de la participación del sector 
privado en la provisión de los servicios 
públicos, la Constitución también incluyó 
algunas de las ideas defendidas por los 
sectores neoliberales, tales como la 
independencia del Banco Central en 
relación con el gobierno nacional y el 
rechazo a los monopolios de cualquier 
tipo. 
 
“La Revolución Pacífica”, en cambio, es 
un producto integral de la ideología de la 
tecnocracia que ha impulsado la reforma 
económica. En relación con la 
intervenció n estatal, el Plan establece que, 
además de fomentar la competencia, ella 
debe limitarse a dos campos, en los cuales 
considera que son posibles externalidades 
positivas: la infraestructura física, en 



especial los bienes públicos -entre ellos el 
medio ambiente y la ciencia y la 
tecnología-, y la infraestructura social. 
Como corresponde a las nuevas teorías 
del desarrollo económico, la inversión en 
infraestructura social debe aumentar el 
acervo de capital humano, por lo cual 
debe concentrarse, en primer término, en 
la educación, y luego en otros aspectos 
como salud, nutrición, vivienda, agua 
potable y alcantarillado. 
 
La Constitución de 1991, al igual que los 
planes de desarrollo del pasado, también 
menciona la importancia de la acción 
estatal en el terreno social, pero afirma 
que la política social es un fin en sí 
mismo. En cambio, para “La Revolución 
Pacífica” -y, en general, para la nueva 
teoría del desarrollo -, la inversión social 
es un medio que permitirá incrementar la 
acumulación de capital humano, lo que, 
en un futuro, debe estimular el 
crecimiento de la economía. Pero, ¿qué 
implica esta diferencia en términos 
concretos? Ello dependerá del proceso 
político mismo. Siempre que le sea 
posible, la tecnocracia limitará la política 
social a la formación de capital humano, 
lo cual significa que aquellos sectores que 
no pueden ser productivos, tales como los 
ancianos, recibirán una atención del 
Estado que en el mejor de los casos será 
marginal. En cambio, cuando los sectores 
sociales tradicionalmente discriminados 
por el Estado logren adquirir recursos de 
poder suficientes para poner sus 
necesidades en el centro del debate 
público, tendrán en la Constitución una 
herramienta para hacer de la política 
social un fin en sí misma. 
 
Esto último ocurrió, por ejemplo, durante 
el debate sobre el sistema pensional, en el 
cual se enfrentaron dos posiciones. De un 
lado, el gobierno y el sistema financiero, 
que pretendían imponer el modelo chileno 

de capitalización individual, sin 
manifestar mayor preocupación por el 
aumento de la cobertura, pese a que en el 
país apenas un 20% de la población está 
asegurada. Del otro lado, se situaron los 
sectores que, como el sindicato del 
Instituto de Seguros Sociales y algunos 
políticos vinculados al mismo partido 
liberal en el gobierno, reivindicaban la 
necesidad de que el Estado continuara 
interviniendo en el manejo de pensiones, 
con el fin de que fuera garantizada la 
solidaridad entre los trabajadores de 
mayores y menores ingresos. 
 
Estos últimos sectores encontraron apoyo 
en la nueva Constitución, que dice: “La 
seguridad social es un servicio público de 
carácter obligatorio que se prestará bajo 
la dirección, coordinación y control del 
Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en 
los términos que establezca la Ley. Se 
garantiza a todos los habitantes el derecho 
irrenunciable a la seguridad social. El 
Estado, con la participación de los 
particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la seguridad social” (art. 48). 
Como se veía muy mal que el mismo 
gobierno que había impulsado la nueva 
Constitución, fuese en contra de su 
espíritu en un problema tan importante 
como el de la seguridad social, finalmente 
debió abandonar su afán de privatización 
a ultranza del sistema pensional, 
aceptando en cambio la coexistencia de 
los sistemas privado y público para el 
manejo de las pensiones. 
 
La aceleración de la apertura y el 
conflicto intragubernamental 
 
En sus primeros meses de gestión, el 
gobierno Gaviria prosiguió en su empeño 
de reducir gradualmente los gravámenes 
arancelarios, según el programa 
establecido por el Ministerio de Hacienda 



y el Departamento Nacional de 
Planeación. Como ministro de Hacienda 
había sido nombrado Rudolf Hommes, el 
único miembro del gabinete original que 
al presente permanece en su cargo. Pero 
en el Ministerio de Desarrollo, que se 
encarga de definir la política sectorial 
para la industria, Gaviria nombró a 
Ernesto Samper, quien durante la 
campaña electoral se había mostrado 
como el principal contradictor de la 
apertura. Así, cuando el anterior gobierno 
inició la reforma económica, Samper dijo: 
“En ningún momento el Presidente Barco 
ofreció una apertura económica, como la 
que estamos iniciando a la carrera, para 
dejarla montada al próximo gobierno (...) 
Es una apertura hacia adentro, que 
consiste en bajar las barreras, liberar las 
importaciones (...) Todo el mundo sabe 
que eso va a terminar en una 
subfacturación de importaciones y crear 
unas condiciones de competencia 
internacional para que acaben en unos 
pocos minutos con la poca base industrial 
que hemos logrado construir”55. 
 
Samper había sido derrotado por Gaviria 
en la lucha por la nominación del Partido 
Liberal como candidato a la Presidencia, 
pero, no obstante su derrota, el segundo 
lugar obtenido lo situaba desde entonces 
como el candidato favorito para las 
elecciones de 1994. Sin embargo, Samper 
tenía en su contra la imagen de político 
populista que se había creado en el 
pasado defendiendo a pequeños 
arrendatarios y vendedores ambulantes, lo 
cual le había granjeado la antipatía de los 
grandes empresarios. El nombramiento en 
el Ministerio constituía una oportunidad 
inmejorable para ganarse la confianza de 
los hombres de negocios y, al mismo 
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tiempo, adquirir experiencia en la 
administración pública. A la luz de los 
acontecimientos posteriores, que serán 
examinados a continuación, no parece 
muy lógica la decisión de Gaviria de 
nombrar a Samper, pues significaba la 
introducción de un elemento disociador 
en el seno de su gobierno, más aún 
cuando era claro que el propósito de 
Samper era desplegar una gran actividad, 
que sirviera para afirmar su carrera a la 
Presidencia. Sin embargo, las cosas se 
aclaran si se piensa que Gaviria 
consideraba entonces que, si bien la 
apertura era irreversible, podía ser 
adelantada gradualmente, en lo cual 
contaría con el apoyo de Samper. 
 
Entre tanto, la apertura comenzaba a 
producir dificultades de orden 
macroeconómico. El gobierno había 
previsto que, tras la reducción de 
aranceles de marzo de 1990, las 
importaciones empezarían a aumentar, sin 
que esto produjera problemas en la 
balanza de pagos, porque 
simultáneamente la devaluación 
estimulaba la expansión de las 
exportaciones. Sin embargo, las 
expectativas generadas por la posibilidad 
de reducciones arancelarias adicionales 
hicieron que las importaciones, en lugar 
de crecer, disminuyeran. Estas 
expectativas fueron confirmadas en 
diciembre, cuando se fijó el programa de 
desgravación para el período 1991-1994. 
Sin embargo, esto no fue suficiente, pues 
la confirmación de que los aranceles 
serían menores en el futuro mediato, 
postergó todas las importaciones no 
indispensables. Y gracias a la libertad 
cambiaria, las divisas empezaron a fluir al 



país, amenazando con desatar fortísimas 
presiones inflacionarias56. 
 
La respuesta del gobierno frente a esta 
situación, que no tenía precedentes en la 
historia del país, agravó las cosas. 
Temeroso de la gran liquidez con que 
contaba la economía, subordinó todos los 
objetivos de la política económica a la 
lucha contra la inflación. Así, el peso 
empezó a ser revaluado y se aumentó el 
período de redención de los certificados 
de cambio -papeles representativos en 
pesos que reciben los exportadores a 
cambio de sus divisas-, abandonando de 
esta manera el apoyo a los exportadores. 
Además, se elevó el encaje marginal de 
los bancos y se empezaron a captar 
grandes cantidades de dinero a través de 
las denominadas operaciones de mercado 
abierto, OMAs. El efecto de estas 
medidas fue la elevación de las tasas de 
interés domésticas, en un momento en el 
que las internacionales descendían, como 
consecuencia de los esfuerzos hechos por 
los países centrales para detener la 
depresión. El incremento en el diferencial 
de ambos tipos de interés, produjo un 
segundo aluvión de divisas, justo lo 
contrario de lo que se buscaba57.  
 
Si el primer flujo de dólares podía 
atribuirse a una predicción errada de las 
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expectativas de los actores económicos, 
en cambio el segundo flujo se debió a un 
gravísimo error del equipo económico, 
que continuó aplicando políticas 
monetarias propias de una economía 
cerrada en un momento en que la 
economía se había abierto. En 1991, el 
gobierno reconoció por concepto de 
interés de los OMAs, US$1 mil millones, 
lo que significa que premió a los 
especuladores con una suma equivalente a 
un 1% del PIB nacional de ese año. 
 
El aumento de las tasas de interés afectó a 
toda las empresas del país, mientras que 
la revaluación supuso un golpe adicional 
a los exportadores. Esto generó un 
intenso debate dentro del gobierno, que 
muy pronto trascendió a la opinión 
pública, y cuyas cabezas visibles fueron 
Samper, quien consideraba que lo más 
importante era la defensa de la estructura 
productiva nacional, y Hommes, que veía 
en la inflación la principal amenaza. El 
conflicto fue subiendo de tono en la 
medida en que el gobierno era incapaz de 
contener el flujo de divisas hacia la 
economía. Finalmente, el 17 de agosto de 
1991, el gobierno nacional, pese a la 
oposición de Samper, decidió imponer 
inmediatamente los niveles arancelarios 
que estaban previstos para 1994. Así, la 
protección efectiva para bienes con 
producción nacional pasó en menos de un 
año, de diciembre de 1990 a septiembre 
de 1991, de un 74,7% a un 34,1%58. De 
esta accidentada manera, culminaba el 
proceso de reducción arancelaria, que era 
el más importante de los dos ejes de la 
reforma económica colombiana. 
 
Poco tiempo antes, en julio de 1991, las 
trece principales organizaciones 
patronales se federaron, por primera vez 
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en su historia, en una cúpula llamada 
Consejo Gremial Nacional. Pese a su 
declarada intención de negociar con el 
gobierno nacional las políticas 
relacionadas con la apertura, cada 
corporación respondió por su cuenta 
frente a la aceleración de la apertura, 
dando temprana sepultura al propósito de 
actuación conjunta que inspirara la 
creación del Consejo. 
 
La reacción de los grandes productores 
agrícolas, representados en la Sociedad de 
Agricultores de Colombia, SAC, fue 
positiva. Después de todo, habían 
acordado con el Ministerio de Agricultura 
que los productos más sensibles se 
someterían al sistema de franja de 
precios. En cambio, la Asociación 
Nacional de Industriales, ANDI, expresó 
su malestar por esta situación: “Por 
tercera vez se ha adelantado 
sorpresivamente el proceso de 
desgravación arancelaria, sin una política 
de concertación. Queda la sensación de 
una programación frágil, frente a un 
programa económico que en nuestra 
opinión es el más ambicioso e importante 
que ha iniciado el país”59. Derrotado en 
su propósito de mantener la gradualidad 
de la apertura, de tal manera que los 
productores y, en especial los 
exportadores, pudieran acomodarse a las 
nuevas condiciones, Samper renunció a 
su cargo a fines de octubre de ese mismo 
año. El Presidente nombró en su 
reemplazo a Jorge Ospina Sardi, amigo de 
la apertura acelerada. 
 
Finalmente, en el primer semestre de 
1992, se revirtieron las tendencias de 
comercio exterior, pues las exportaciones 
empezaron a caer, mientras que las 
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importaciones se recuperaron. De esta 
manera, el país había cambiado las 
divisas provenientes de las actividades 
productivas exportadoras por otras de 
carácter especulativo. Sin embargo, en 
1992 el comportamiento de la industria 
fue positivo, y solo fue superado en 
dinamismo por la construcción, que tuvo 
un año extraordinario, y la minería, en la 
cual se están realizando grandes 
inversiones para la explotación de los 
grandes yacimientos recientemente 
descubiertos. Estas cifras fueron tanto 
más significativas en la medida en que el 
país padeció un fuerte racionamiento 
eléctrico. 
 
La otra cara de la moneda la constituyó la 
agricultura, cuyas cifras fueron negativas 
luego de que en 1991 había sido el sector 
de mayor crecimiento 60. Los gremios de 
este sector atribuyeron su situación a la 
apertura, pero el gobierno culpó al 
proteccionismo de los países 
industrializados, a la caída de los precios 
internacionales y a la sequía. En realidad, 
ambas partes tenían parte de la razón. De 
un lado, la sequía y la caída de los precios 
internacionales golpearon fuertemente a 
algunos productos, tales como el algodón; 
del otro lado, el desmonte de los Planes 
de Oferta Selectiva y las demás medidas 
destinadas a subsidiar el sector agrícola 
que habían sido adoptadas por la 
administración Barco significaron un 
fuerte golpe para los productores 
nacionales. De haber sido mejores las 
condiciones externas, para el gobierno 
hubiese sido más fácil dar transparencia 
en los precios agrícolas. Pero como este 
no era el caso, y ante las crecientes 
protestas de los empresarios, en 1993 el 
gobierno empezó a adoptar medidas 
destinadas a proteger este sector. 
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Reforma del Estado y conflictos 
laborales 
 
Las organizaciones sindicales no 
simpatizan con las nuevas políticas de 
comercio exterior por el temor a la 
posibilidad de que se abran las puertas a 
importaciones que afecten la industria y 
la agricultura locales, haciendo que se 
pierdan puestos de trabajo. 
 
Sin embargo, esto no ha ocurrido. De 
hecho, los niveles de desempleo han 
disminuido durante todo el período de la 
liberalización económica reciente. Así, 
entre 1988 y 1992, la participación de los 
desempleados en el total de la población 
económicamente activa pasó de 11,3% a 
10,3% (promedios anuales)61. 
 
Algunos analistas explican el 
comportamiento del empleo por la 
afortunada coincidencia del auge de la 
actividad constructora. Esto es en parte 
cierto, pero también lo son los reclamos 
gubernamentales de que no se han 
perdido trabajos en el sector industrial, 
pese a las profecías en ese sentido de los 
enemigos de la apertura. La disminución 
del desempleo es harto más significativa 
considerando que la tasa de participación 
de la población económicamente activa 
en relación con la población en edad de 
trabajar aumentó del 57,9 al 60,8% 
durante el ya señalado período 
1988-199262. 
 
El hecho de que los niveles de ocupación 
hayan aumentado justo cuando se 
disminuyen los niveles arancelarios es un 
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factor que le facilita al gobierno su 
propósito de adelantar la apertura. Si, en 
cambio, la disminución de los aranceles 
hubiese producido la pérdida de un 
número apreciable de empleos puede 
suponerse que el equipo gubernamental se 
hubiera visto obligado a actuar con 
mucho más tacto y, sobre todo, más 
despacio. Sin embargo, incluso en este 
hipotético caso, es muy difícil “por no 
decir imposible” que la clase trabajadora 
esté en condiciones de oponerse a un 
designio gubernamental de esta magnitud. 
La razón de ello es la debilidad y la 
dependencia patronal que caracterizan al 
sindicalismo colombiano, en especial al 
que representa a los trabajadores del 
sector privado. 
 
En las últimas dos décadas, el 
sindicalismo solo encuentra condiciones 
propicias para su desarrollo en las 
instituciones del Estado. Es aquí donde se 
encuentran las organizaciones laborales 
más activas y la mayor parte de las 
vinculadas a los partidos de izquierda. A 
diferencia de los trabajadores del sector 
privado, los servidores públicos no temen 
a la apertura sino a las consecuencias que 
sobre su estabilidad tenga la reforma del 
Estado, entendida como el abandono o 
traspaso al sector privado de ciertas 
funciones, en lo que el gobierno ha 
denominado “modernización del Estado”. 
 
Pueden contarse con las manos las 
actividades que el Estado abandona sin 
que exista en el sector privado interés por 
asumirlas. Es el caso, por ejemplo, de la 
actividad cinematográfica, claro ejemplo 
de derroche. En cuanto a las 
privatizaciones, es necesario distinguir 
entre aquellas que tenían una dinámica 
originada antes del actual proceso de 
reforma estatal y las que corresponden 
claramente a la actual dinámica de 
redefinición de las fronteras del Estado. 



Las privatizaciones que corresponden al 
primer grupo son las del sistema 
financiero -que en su mayor parte fue 
nacionalizado con ocasión de la crisis de 
1982- y la explotación de los puertos y las 
vías férreas -cuya ineficiencia ha sido 
proverbial. 
 
En segundo término, están las 
privatizaciones que han sido impulsadas 
por la reforma del Estado, las que tienen 
un alcance mucho menor al de otros 
países del área latinoamericana donde el 
Estado ha tenido una participación mucho 
mayor en la economía. Dos han sido los 
temas que el gobierno ha impulsado y que 
han suscitado la mayor parte de los 
debates en torno a este tipo de 
privatizaciones. El primero es el traslado 
al sistema financiero del manejo de las 
pensiones y las cesantías, que constituye 
el núcleo de la reforma a la seguridad 
social. El segundo tema es la ampliación 
de las posibilidades de que el sector 
privado participe en el sector de 
telecomunicaciones. En este caso, se 
presenta el absurdo de que el Estado 
renuncia a su monopolio, pero permite la 
conformación de otros monopolios, o en 
el mejor de los casos, oligopolios. Es lo 
que ha ocurrido hasta el momento con la 
televisión por cable y con la telefonía 
celular. Otros campos en que el gobierno 
nacional o las administraciones locales 
están adelantando o adelantarán en el 
futuro inmediato privatizaciones, son la 
construcción y la administración de 
carreteras, la generación de energía y la 
recolección de basuras. 
 
La Constitución de 1991 también se 
refirió a las privatizaciones, así: “cuando 
el Estado enajene su participación en una 
empresa, tomará las medidas conducentes 
a democratizar la titularidad de sus 
acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a 
las organizaciones solidarias y de 

trabajadores, condiciones especiales para 
acceder a dicha propiedad” (art. 60). 
Aunque esta disposición, dirigida a 
democratizar la propiedad de las 
empresas que son privatizadas, no ha sido 
reglamentada todavía, ya se ha erigido en 
un obstáculo a la vehemencia 
privatizadora del gobierno. En la 
privatización del Banco de Colombia, que 
culminó en enero de 1994, el gobierno 
solo ofreció un 15% de las acciones a los 
trabajadores y a las organizaciones 
solidarias. Sin embargo, la justicia 
estableció que la Constitución quiere que 
les sean ofrecidos el 100% de las 
acciones. El Gobierno nacional debió 
entonces cambiar los planes para la 
privatización de los bancos y 
corporaciones de ahorro y vivienda que 
ya estaban en marcha. 
 
Sin embargo, aunque el gobierno afirma 
que hay una serie de campos de acción 
que debe abandonar, lo que ocasionará la 
pérdida de sus trabajos de un cierto 
número de funcionarios, señala también 
que hay ciertas actividades, especialmente 
las vinculadas a la seguridad y la justicia, 
que deben ser fortalecidas. Y el número 
de plazas que se crearán será superior a 
las que se supriman. Por otra parte, la 
descentralización de determinadas 
funciones ha producido un incremento de 
funcionarios a nivel municipal y 
departamental, sin que el tamaño del 
Estado central haya disminuido en la 
misma proporción. En consecuencia, los 
sindicatos del sector público no enfrentan 
la disminución del tamaño del Estado 
sino la pérdida de determinadas 
posiciones. Tal vez por esta razón han 
fracasado las convocatorias a paros 
nacionales, hechas por los sindicatos del 
sector público. Prueba de ello fue lo 
ocurrido en noviembre de 1990, cuando la 
movilización de la CUT no pudo impedir 
la aprobación de la reforma laboral. En 



todo caso, el temor a la pérdida de sus 
empleos de los funcionarios de 
determinadas entidades ha producido su 
movilización, en la cual han obtenido 
ciertos triunfos, con el apoyo de los 
tribunales y el Congreso de la República. 
 
El primero de los enfrentamientos entre el 
gobierno y sus trabajadores fue motivado 
por la expedición del decreto 1660 de 
junio de 1991, reglamentario de la Ley 50 
de 1990. El gobierno entendía que 
diversas instituciones debían abandonar 
las labores de ejecución y limitarse a las 
de control (por ejemplo, la Corporación 
Nacional de Turismo), o simplemente 
desaparecer (la Superintendencia de 
Control de Cambios), por lo que era 
necesario salir de un número de 
trabajadores que estimaba en 40 mil. 
Pero, para evitar conflictos laborales, el 
Decreto compensaba con generosas 
indemnizaciones a los trabajadores 
cesantes. Aunque funcionarios de todos 
los órdenes se acogieron al Decreto, los 
sindicatos se manifestaron en contra, pues 
socavaba su poder. Así, en octubre de 
1991, la Federación Nacional de 
Trabajadores del Estado, Fenaltrase, 
convocó a un paro nacional en protesta 
contra el decreto 1660, pero su impacto 
fue muy reducido. Finalmente, en agosto 
de 1992, la Corte Constitucional declaró 
inexequible el mencionado Decreto, 
eliminando, al menos temporalmente, la 
posibilidad de efectuar una rápida 
“modernización del Estado”. 
 
La inconformidad creció a principios de 
1992, ante la demora en los incrementos 
salariales que normalmente son 
anunciados en los primeros días de enero, 
e incluso se extendió a policías y 
militares. El gobierno tuvo que acudir al 
régimen extraordinario de emergencia 
económica, y anunció los aumentos a 
fines de febrero. En este contexto tuvo 

lugar el segundo enfrentamiento entre el 
gobierno nacional y los trabajadores. Fue 
en abril de 1992, cuando los trabajadores 
de la Empresa Nacional de 
Telecomunicaciones, Telecom, se 
lanzaron a la huelga, en defensa del 
control estatal de la telefonía y, en 
general, de todas las telecomunicaciones. 
Durante una semana el país quedó aislado 
del exterior, y los sindicatos estatales 
convocaron a un paro nacional de 
solidaridad. Finalmente, el gobierno  
cedió, y retiró el proyecto privatizador. 
Este paro no solo cobró la cabeza del 
ministro de Comunicaciones, cuya actitud 
desafiante había sido el elemento 
catalizador de la protesta, sino que 
moderó los ritmos de los demás proyectos 
privatizadores63. 
 
El gobierno, inconforme con la caída del 
decreto 1660, encontró en una disposición 
de la nueva Constitución una herramienta 
para “modernizar al Estado”. Esta 
herramienta era el artículo 20 transitorio, 
que facultó al gobierno para suprimir, 
fusionar o reestructurar toda la estructura 
del Estado, durante los 18 meses 
siguientes -o sea hasta fines de 1.992-, 
“teniendo en cuenta la evaluación y 
recomendaciones de una Comisión” cuya 
composición establecía. Pese a que la 
Comisión fue instalada en noviembre de 
1991, apenas inició sus trabajos en 
septiembre de 1992. El 30 de diciembre 
de 1992 el Gobierno nacional expidió 61 
decretos, que afectaban a 87 entidades, en 
los cuales no se consideraron las 
opiniones contrarias de los miembros de 
la Comisión que pertenecían a sectores 
diferentes al Ejecutivo. Estos decretos 
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recortaban a unos 23 mil trabajadores y 
cambiaban la naturaleza jurídica y los 
alcances de varias instituciones. Entre 
otras cosas, los decretos eliminaron entes 
de probada ineficiencia, tales como el 
Fondo de Fomento Cinematográfico, 
Focine, o cuyas funciones habían sido 
descentralizadas, como era el caso de la 
Junta Nacional de Tarifas o el Fondo 
Nacional Hospitalario 64. 
 
El conjunto de decretos no solo fue objeto 
de escaso -por no decir ningún- debate, 
sino que fue expedido en los últimos días 
del año, cuando la mayoría de los 
colombianos se encontraban de 
vacaciones. Por lo tanto, la reacción fue 
lenta, al ritmo en que los afectados se 
reincorporaban a sus labores habituales. 
Finalmente, fue convocado un paro 
nacional estatal para el 17 de febrero de 
1993, que el Ministerio del Trabajo 
declaró ilegal. Este se realizó, pero 
recibió muy poca atención por parte de 
los medios de comunicación. 
 
Lo que los trabajadores no pudieron 
lograr por sí mismos, fue posible con la 
intervención del Congreso de la 
República, que en la legislatura de 1993 
reversó el decreto que le permitía al 
sector privado intervenir en la definición 
de las tareas del Servicio Nacional de 
Aprendizaje, SENA, entidad encargada 
de la formación de técnicos. Por otra 
parte, la Corte Constitucional declaró la 
inexequibilidad de los artículos de 
algunos decretos que le confieren 
autonomía a las instituciones afectadas 
para que sus juntas directivas reformen la 
planta de personal a su cargo. Sin 
embargo, la misma Corte aclaró que 
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existían otros recursos para readecuar la 
planta de personal de esas instituciones. 
 
El otro eje de la reforma: los acuerdos 
de libre comercio 
 
Fuera de la reducción arancelaria, el 
equipo económico ha buscado la firma de 
acuerdos de libre comercio con distintos 
países, sean o no del mismo nivel de 
desarrollo que Colombia. Este proceso 
está bastante avanzado con los países que 
integran el Grupo Andino (Bolivia, 
Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela) y 
algo menos con los que hacen parte del 
Grupo de los Tres, G-3 (Colombia, 
México y Venezuela). En realidad, hasta 
el momento estos progresos han sido 
posibles con Venezuela, país con el que 
Colombia se ha integrado a niveles que 
no tienen precedentes. Colombia y 
Venezuela fueron la fuerza motriz del 
renac imiento del Grupo Andino. Luego, 
ambos países vieron en México 
posibilidades muy interesantes, derivadas 
del Acuerdo de Libre Comercio de 
América del Norte, y acordaron negociar 
conjuntamente con ese país. 
 
Después de más de dos décadas de 
frustraciones, el Grupo Andino revivió a 
fines de la década de los 80 como 
consecuencia de los procesos de apertura 
económica iniciados por varios de sus 
miembros. Así, en mayo de 1989, 
Venezuela disminuyó los aranceles y 
empezó a desmontar las restricciones no 
arancelarias, y en mayo de 1991 los 
redujo aún más, para un promedio 
nominal inferior al 20%. Colombia, por 
su parte, fijó en diciembre de 1990 los 
aranceles para el período 1991-1994, pero 
en agosto de 1991 adelantó los niveles 



previstos para 1994 65. Sobre la base de 
este proceso, los Consejos Presidenciales 
Andinos de noviembre de 1990, en La 
Paz, y mayo de 1991, en Caracas, 
acordaron que el 31 de diciembre de 1991 
entraría en vigencia la Zona de Libre 
Comercio -Ecuador tendría un plazo 
mayor para vincularse, hasta junio de 
1992. Adicionalmente, y a través de 
varias etapas, se adoptaría el Arancel 
Externo Común, AEC, hasta que en 
diciembre de 1993 se conformaría un 
Mercado Común Andino incluyendo a 
Colombia, Venezuela y Perú. Bolivia y 
Ecuador entrarían a hacer parte de ese 
mercado en 1995. 
 
En diciembre de 1991, con ocasión del VI 
Consejo Presidencial Andino, se firmó el 
Acta de Barahona, que reactivó 
definitivamente el Pacto Andino y previó 
que la región tendría un AEC a partir del 
lo de enero de 1992. Adicionalmente, se 
invitó a México a negociar un acuerdo 
con los países de la región y, con miras a 
la constitución de un espacio económico 
latinoamericano, este ofrecimiento se hizo 
extensivo a los otros países de la región, 
bien fuera de manera individual, bien 
fuera en grupo. Incluso se permitió que 
los países andinos pudieran adelantar 
individualmente estas negociaciones. Sin 
embargo, la inestabilidad política que se 
ha apoderado de Venezuela, la oposición 
entre este país y el Perú a raíz del veto de 
Carlos Andrés Pérez al “fujimorazo” y las 
reservas de los empresarios ecuatorianos 
y peruanos, paralizaron la dinámica 
andina. Solo en marzo de 1993 se adoptó 
el Arancel Externo Común, pero 
subsisten diferencias en una gran cantidad 
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de productos. Sin embargo, en el proceso 
mismo los empresarios de Colombia y 
Venezuela descubrieron que las 
estructuras productivas de los países no 
eran suplementarias, como se había 
pensado hasta el momento, sino 
complementarias, por lo que el comercio 
y las inversiones entre ambos países se 
dispararon, pese a las dificultades mismas 
del proceso de negociación66. 
 
Por su parte, el G-3 era una iniciativa de 
carácter político-diplomático, nacida de 
las cenizas del Grupo de Contadora, el 
cual había llegado a su fin por los 
problemas derivados de los conflictos 
entre Estados Unidos y el general 
Noriega. Su nacimiento tuvo lugar 
durante la reunión efectuada en San Pedro 
Sula, en marzo de 1989, entre los 
cancilleres de Centroamérica, la 
Comunidad Económica Europea, 
Colombia, México y Venezuela. Pero 
tuvo que pasar un año, hasta que en 
marzo de 1990, los cancilleres de los tres 
países formalizaron el nacimiento del 
Grupo, durante la VI Reunión Ordinaria 
del Grupo de Río. 
 
Debido a la iniciativa colombiana, en 
octubre de 1990, los presidentes del G-3 
consintieron en cooperar en diversas 
áreas, entre ellas el comercio. Al mes 
siguiente, una reunión de ministros de 
Relaciones Exteriores del G3 acordó la 
creación de siete Grupos de Alto Nivel 
que trabajarían en siete temas, uno de 
ellos la liberación del comercio. El 
trabajo de estos Grupos de Alto Nivel 
comenzó en enero de 1991. Finalmente, 
durante la Cumbre Iberoamericana de 
Guadalajara, en julio de 1991, se 
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definieron las bases de un acuerdo de 
libre comercio que se suscribiría en el 
marco del Tratado de Montevideo, que en 
1980 había dado origen a la Asociación 
Latinoamericana de Integración, ALADI. 
Se esperaba que el acuerdo entraría en 
vigor el 1 de enero de 1992. A partir de 
entonces, y durante un período de tres 
años, serían eliminados todos los 
gravámenes y restricciones al comercio, 
aunque algunos productos tendrían un 
plazo mayor. Sin embargo, a partir de 
entonces el acuerdo ha sido postergado, 
debido, en primer lugar, a que para 
México era más importante la definición 
del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte y, más recientemente, 
debido a la crisis venezolana. 
 
Conclusiones 
 
El país tomó 20 años, entre 1930 y 1950, 
para hacer efectiva la protección de la 
industria. Pero lo hizo con niveles de 
protección bajos, y sin afectar en demasía 
los intereses agroexportadores. A veces, 
incluso, fomentó las exportaciones 
buscando mercados en el exterior, de la 
misma manera que lo pretende el modelo 
de desarrollo que actualmente está en 
configuración. Con la misma parsimonia, 
a partir de 1974, se planteó la necesidad 
de que el sector exportador liderara el 
crecimiento. La constitución del consenso 
para esta reorientación tomó varios 
lustros. El equipo económico 
gubernamental se puso de acuerdo en 
1989 y los industriales lo aceptaron en 
1992, cuando vieron que, al menos 
aparentemente, la apertura no tendría las 
consecuencias nefastas que se le 
atribuían. En el presente, la principal 
oposición a la apertura económica se 
concentra en los agricultores y en algunos 
sindicatos del sector público. 
 

A diferencia de la mayoría de los países 
de América Latina, Colombia no llegó a 
la apertura y, en general, a la reforma 
económica, tras la fuerte crisis de los años 
80, y mediante la adopción de políticas 
radicales tales como devaluaciones 
masivas, liberalizaciones extremas del 
comercio exterior, grandes descensos de 
los salarios reales, fuertes ajustes fiscales, 
otros expedientes igualmente dolorosos. 
En términos comparativos, la reforma 
económica colombiana fue tardía v sus 
consecuencias económicas y sociales han 
sido inferiores. No obstante, no podía 
evitarla, ya que en la década del 70 ese 
modelo que privilegiaba a algunos 
empresarios industriales y 
agroexportadores, a determinadas 
fracciones organizadas de la clase obrera 
y a la burocracia estatal, había llegado a 
su fin. Esto era tan ineludible como el fin 
del patrón de desarrollo hacia afuera en la 
década de los 20. 
 
Sin embargo, como el modelo 
proteccionista había tenido en Colombia 
alcances muy inferiores, quienes 
impulsaron la apertura consideraron en un 
principio que era posible adelantar una 
apertura gradual, que protegiera a los 
sectores productivos que serían más 
afectados, hasta el momento en que 
estuvieran en mejores condiciones para 
enfrentar la competencia externa. Pero las 
importaciones y las inversiones se 
paralizaron, en espera de que se 
cumpliera la cronología de la apertura. Al 
final, fue necesario adelantar el proceso 
de desgravación. El caso colombiano 
parecería demostrar que no son posibles 
las aperturas graduales, pues las 
expectativas de los agentes económicos 
obligan a la adopción inmediata de los 
niveles mínimos arancelarios. 
Sin embargo, persiste un elemento muy 
grave de incertidumbre. El actual modelo  
plantea que el elemento dinamizador del 



desarrollo deben ser las exportaciones, 
pero lo cierto es que las condiciones 
internas, en especial la revaluación, y las 
dificultades que enfrenta la economía 
mundial en su conjunto, hacen muy 
improbable un auge exportador de 
productos no tradicionales diferentes al 
café y a las exportaciones mineras. De 
hecho, a partir de 1994 el país entrará en 
un nuevo auge petrolero que 
inevitablemente supondrá una elevación 
del precio de los bienes no 
comercializables, y, por lo tanto, 
menoscabará las exportaciones no 
tradicionales. Al mismo tiempo, las 
divisas provenientes del petróleo 
financiarán el aumento de las 
importaciones y del gasto estatal, lo que 
enfrenta al país con el grave riesgo de su 
“venezolanización”. Esta amenaza toma 
cuerpo día con día, a medida que el país 
avanza hacia los procesos electorales que 
tendrán lugar en 1994, pues los 
candidatos a la Presidencia de la 
República no se cansan de hacer 
promesas con los dineros provenientes 
del yacimiento petrolífero de Cusiana. 
 
 
 
 



ANFIBIOS CULTURALES Y 
DIVORCIO ENTRE LEY, MORAL Y 

CULTURA 
 
Antanas Mockus * 
 
Resumen 

 
Antes de ser empleada para 
describir características deseables 
de algunas personas en un país y 
en un mundo donde la diversidad 
cultural puede ser una fuente 
inmensa de potencialidades, la 
noción de "anfibio cultural" fue 
usada para ayudar a entender la 
relación entre los distintos 
eslabones del sistema educativo. 
La circulación de conocimiento 
sólo es po sible si hay selección, 
jerarquización y adaptación del 
conocimiento, tomándolo de un 
cierto contexto para llevarlo a otro, 
reelaborándolo en función del 
contexto de destino. Los 
educadores participan usualmente 
de manera inconsciente en este 
proceso, y logran ser "anfibios 
culturales" en tanto alcanzan la 
movilidad deseable entre distintos 
eslabones del sistema educativo, 
aprendiendo y enseñando en va rio s 
de ellos. En sentido más amplio, 
anfibio cultural es la persona que 
se desenvuelve solventemente en 
varias tradiciones culturales y que 
facilita la comunicación entre 
ellas. Como tal puede contribuir a 
tres procesos cruciales en las 
sociedades contemporáneas 
caracterizables por altos niveles de 
diversidad cultural y segmentación 
social: la reducción del divorcio 
excesivo entre ley, moral y 
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cultura, la cons trucción de 
democracia y la superación de la 
violencia. Con relación al primer 
aspecto, se plantea el papel del 
anfibio cultural en la 
intensificación de la vida social y 
en la transformación de la 
regulación cultural de la acción. 
En el segundo, se acentúa el papel 
pedagógico del anfibio al señalar e 
ilustrar la posibilidad de la 
construcción y acatamiento de re-
glas comunes compatibles con la 
diferencia y con raíces en ella. En 
cuanto al tercero, cabe señalar que 
la violencia, especialmente cuando 
es endémica y multifocal, acentúa 
las adaptaciones miméticas a di-
versos sistemas de reglas 
culturales. Resulta relevante, 
entonces, examinar las similitudes 
y las diferencias entre esas 
adaptaciones y las propias del 
anfibio cultural. Esto permite 
subrayar la función del anfibio 
cultural como intérprete y como 
facilitador del entendimiento 
recíproco entr e distintas tra-
diciones culturales. En síntesis, 
tras una presentación de lo que se 
podría entender como "anfibio 
cultural", se consideran algunos 
aspectos del papel social atribuible 
al mismo en relación con el 
divorcio acentuado entre ley, 
cultura y moral, la construcción de 
democracia y la violencia. Se trata 
de ver la relevancia del anfibio 
cultural frente a aspectos o proce-
sos particularmente importantes en 
el caso de la sociedad colombiana. 

 
Un concepto educativo 
 
La expresión "anfibio cultural" fue 
acuñada en una nota técnica elaborada 
para el Departamento Nacional de 



Planeación entre noviembre de 1990 y 
enero de 1991, en el marco de la 
discusión de la política educativa del país 
para el cuatrenio que comenzaba. Hasta 
donde sabemos, la conceptualización que 
pretende resumir esa expresión -y que es 
particularmente eficaz para mostrar los 
costos de la falta de articulación entre los 
eslabones del sistema educativo- no fue 
tenida en cuenta, probablemente porque 
el modelo económico subyacente al 
llamado Plan de Apertura Educativa era 
poco sensible a consideraciones 
sociológicas, antropológicas o 
pedagógicas. 
 
La metáfora del anfibio se relaciona en su 
origen con una corriente de 
investigaciones (liderada por Basil 
Bernstein en la Universidad de Londres) 
que ve en la educación un proceso social 
de circulación del conocimiento, proceso 
que en buena parte determina tanto la 
fortaleza externa de una sociedad como 
su estruc tura interna. Las sociedades 
alcanzan una alta tecnología solamente 
cuando en ellas se combina un alto grado 
de división del trabajo con el surgimiento 
de un sistema especializado en la 
formación de individuos y en la circula-
ción selectiva de conocimientos. Los 
individuos se diferencian entre ellos, no 
sólo por su lugar o el de sus familias en la 
división del trabajo, sino también porque 
la circulación de conocimiento los 
diferencia. La falta de articulación entre 
los eslabones del sistema educativo 
agrava las diferencias sociales, impide el 
aprovechamiento social del saber y 
debilita la nación. En la "teoría de la 
recontextualización" de Basil Bernstein, 
se entiende la educación como un proceso 
que toma conocimientos de manera 
selectiva y jerarquizada de un contexto 
para llevarlos a otro. Cada educador es un 
"recontextualizador" que sólo alcanza 
óptima calidad cuando, por una parte, es 

capaz de desempeñarse con solvencia en 
el eslabón del cual toma el conocimiento 
que difunde y, por otra, es sensible al 
contexto en el cual trabaja al escoger, 
ordenar y "traducir" el conocimiento que 
enseña. Sin buenos recontextualizadores 
el conocimiento no circula y sin una 
sólida articulación a los procesos 
mundiales de recontextualización, la 
generación de conocimiento científico y 
técnico es imposible o irrelevante67. 
 
En mayo de 1991 quienes en ese 
momento conformaban el equipo de 
Rectoría de la Universidad Nacional de 
Colombia conocieron la propuesta de una 
consigna para la gestión que se iniciaba: 
"Fósiles vivientes, anfibios culturales y 
parteras del futuro". Ese mismo mes, la 
idea fue brevemente desarrollada en un 
texto leído ante el Encuentro Nacional de 
Estudiantes de Ingeniería Civil en 
Manizales. 
 
El presente texto trata apenas sobre una 
parte de la consigna del 91: los anfibios 
culturales. El concepto "anfibio cultural" 
pretende sinte tizar dos metas de los 
cambios en marcha en la Universidad 
Nacional de Colombia: formar personas 
capaces de desenvolverse bien en va rios 
eslabones del sistema educativo y formar 
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también personas capaces de enseñar y 
aprender en contextos ajenos al sistema 
educativo. En síntesis, buenos 
recontextualizadores y personas 
preparadas para actuar en el marco de 
diversidad cultural propio de nuestro país 
y de un mundo cada vez más integrado. 
 
El anfibio cultural 
 
Más allá del ámbito educativo, el anfibio 
cultural es alguien capaz de obedecer a 
sistemas de reglas parcialmente 
divergentes sin perder integridad 
intelectual y moral. Es esta integridad la 
que le ayuda a seleccionar y jerarquizar 
fragmentos de conocimiento y de 
moralidad en un contexto para traducirlos 
y hacer posible su apropiación en otro. 
 
Una de las maneras en que se podría 
conservar consistencia moral obedeciendo 
sucesiva o simultáneamente a diversos 
sistemas de reglas sería el reconocimiento 
de las estructuras comunes subyacentes. 
Un caso extremo -mas no imposible- sería 
el de quien se ve obligado a 
"trabajar simultáneamente para dos 
ejércitos enemigos. Una vez dejada de 
lado la dicotomía básica (la definición 
amigo-enemigo), puede descubrir que el 
comportamiento cotidiano y las 
relaciones personales se estructuran de 
manera muy similar en ambos contextos: 
los ejércitos se parecen. Esto ayuda a 
comprender que en procesos de paz como 
el salvadoreño un ejército termine 
incorporando al otro... ¿No será que 
detrás del mosaico del espejo roto 
(Brunner), las estructuras trabajan de una 
manera similar y, más aún, de una manera 
que teje elementos de profunda unidad 
moral? 
 
Desde Grecia -de una manera que luego 
sería retomada y ampliada por la 
Ilustración- la moralidad no se identifica 

con las costumbres. La pluralidad de 
delimitaciones de las buenas costumbres 
que han existido o que coexisten en 
nuestra misma época, induce una separa-
ción conceptual entre moral y cultura. En 
el marco de la interculturalidad, a esa 
separación conceptual puede añadirse un 
relativo divorcio entre lo moralmente 
válido y lo culturalmente válido en uno u 
otro contexto. En principio, la definición 
de lo moralmente válido puede ser (o 
hacerse) más exigente que ambos códigos 
culturales, llevando a la persona a 
obedecer simultáneamente ambos siste-
mas de reglas. Cierta integridad y 
rigorismo morales pueden por ello llevar 
a que una misma persona despierte una 
confianza intensa en personas 
pertenecientes a culturas muy diversas. 
La exposición a códigos culturales muy 
diversos podría ser, por esta razón, al 
mismo tiempo una amenaza para la 
integridad moral y una oportunidad para 
el crecimiento moral. 
 
El anfibio es al mismo tiempo camaleón y 
traductor. En efecto, sabe adaptarse a los 
códigos culturales correspondientes a 
diversos medios y a diversas tradiciones, 
puede tomar fragmentos de una tradición 
e introducirlos en otra, después de 
haberlos transformado. A diferencia del 
anfibio, el simple camaleón no fa vorece 
la interrelación entre los mundos 
culturales a los cuales se adapta. A 
diferencia del anfibio, el simple traductor 
suele traducir en una sola dirección, 
enriqueciendo fundamentalmente 
únicamente uno de los mundos que 
conoce. Esta caracterización del anfibio 
cultural como hasta cierto punto 
camaleón y al mismo tiempo intérprete-
traductor se encuentra más desarrollada 
en nuestro trabajo "Anfibios culturales, 
moral y productividad (de próxima 
publicación en la Revista Colombiana de 
Psicología, donde se trata también con 



cierta extensión la cuestión de los 
posibles fundamentos de la integridad 
moral del anfibio cultural). La 
combinación de ambos aspectos es 
decisiva para la función de fertilización 
recíproca entre diversas tradiciones 
culturales que es tema central de nuestra 
reflexión. 
 
El anfibio ante el divorcio entre ley, 
moral y cultura 
 
Podemos partir de la oposició n entre dos 
tipos ideales de sociedad: aquellas donde 
lo moralmente válido cabe dentro de lo 
culturalmente válido, lo cual a su vez 
cabe dentro de lo legalmente permitido, y 
aquellas donde, como en la nuestra, 
abundan las incongruencias entre esos 
tres sistemas de regulación de la acción y 
la interacción68. La nuestra, en especial 
por su diversidad cultural y su grado de 
segmentación social, estaría más cerca del 
segundo tipo69. 
 
Lo legalmente permitido se define en 
relación con un conjunto de normas 
jurídicas expresas acompañadas de 
mecanismos específicamente orientados a 
lograr su cumplimiento, mecanismos que 
en última instancia se apoyan en el 
monopolio de la coacción material directa 
y en la posibilidad de aplicar ésta 
conforme a normas que aseguran 
garantías de naturaleza procedimental 
("derecho a la defensa", "debido 
proceso", etc.). Lo culturalmente válido 
corresponde a comportamientos 
                                                 
68 Para nuestra argumentación lo decisivo es la posibilidad de 
la no coincidencia empírica entre lo autorizado o lo prohibido 
por los tres sistemas, la existencia de comportamientos 
legalmente no válidos pero culturalmente aceptados o 
moralmente justificados (el soborno o el uso de droga en 
ciertos contextos) o de comportamientos legalmente 
permitidos pero cultural o moralmente rechazados (como el 
empleo juguetón del arte o de elementos culturales 
tradicionales descontextualizados, por la publicidad o por los 
movimientos contestatarios), etc 
69 Un primer esbozo y empleo de esta tipología se encuentra en 
Carrillo (1991). 

aceptables o deseables, con 
independencia frente a lo que dice la ley o 
el juicio moral individual, y "por lo 
general" de manera relativa a un medio o 
a un contexto cultural. Lo moralmente 
válido se delimita mediante juicios y 
argumentos que la persona formula "ante 
sí o ante otros" en uso de su autonomía 
moral (ante su "conciencia"). 
 
Manifiestamente existen otros "casos" -
intermedios- de coincidencia parcial entre 
esos tres sistemas de regulación del 
comportamiento humano. Son de 
particular importanc ia en la investigación 
sobre desarrollo moral y para la 
reconstrucción de la legitimidad de la ley 
en casos de arraigo cultural de 
comportamientos ilegales. 
 
Cierto grado de divorcio entre ley, moral 
y cultura es inevitable y al menos en la 
Modernidad puede ser interpretado como 
un factor de renovación de la ley de los 
Estados, de la moral de los individuos y 
de la cultura de distintos grupos humanos. 
En algunos casos, ese divorcio puede ser 
visto como excesivo. Para reducir este 
divorcio entre ley, moral y cultura no pa-
rece suficiente una intensificación de la 
comunicación personal (la "acción 
comunicativa" de J. Habermas, el 
"diálogo" que una y otra vez invocamos 
los colombianos). Hace falta también una 
intensificación de la interacción expresiva 
y estratégica, aún si esta intensificación 
no resulta plenamente controlable. Lo 
sentido por cada cual debe aflorar y la 
pugna de intereses debe asumirse, aunque 
ello conduzca a resultados en parte 
impredecibles70. Ampliar interfases y 
flujos de comunicación y de interacción 
para reconstruir tejido social implica 
riesgos; pero resulta necesario si se quiere 

                                                 
70 Este es el resultado central de Carrillo (1991). 
 



lograr un mínimo de armonía social, el 
mínimo necesario para asegurar la 
fertilidad y civilidad de los conflictos. 
 
Discusiones del planteamiento hecho 
llevan a entrever la posibilidad -incluso 
futura- de sociedades sin ley (basadas en 
una congruencia grande entre cultura y 
moral) o de sociedades sin moral (basadas 
en una congruencia grande entre Estado y 
cultura) al lado de sociedades que 
armonizan ley, moral y cultura. En las so-
ciedades contemporáneas altamente 
diferenciadas, la triple regulación parece 
necesaria y el anfibio cultural puede 
contribuir a reducir, a evitar o a mantener 
dentro de ciertos límites el divorcio entre 
moral, cultura y ley71. En las sociedades 
existentes se puede ver al anfibio cultural 
como un intensificador de la vida social 
que ayuda a explicitar las tensiones que 
introduce la diversidad cultural en esa 
triple regulación. De cualquier modo, en 
la medida en que el orden social depende 
notablemente de la regulación cultural de 
la acción, y creemos que es así pues la 
aprobación o el rec hazo cultural son en 
general más eficaces para regular la 
acción que la ley o la moral, el papel del 
anfibio es crucial. 
 
La ampliación de la democracia y el 
anfibio cultural 
 
La idea moderna de democracia es 
inseparable de la posibilidad de que 
existan razones distin tas para apoyar las 
mismas reglas. Democracia es pluralismo 
acompañado de algunas reglas de juego 
universales. Cuando, por el contrario, 
existen más bien razones similares para 
acogerse a reglas distintas, el Estado 
                                                 
71 En un ámbito de excesiva convergencia entre ley, moral y 
cultura, el anfibio cultural puede adquirir más bien la función 
de disidente o, inclusive, de disociador. La sensibilidad a 
diversas tradiciones culturales que posee y promueve puede 
llevarlo, en efecto, a introducir elementos de desviación o de 
cambio en lo cultural, lo moral y lo legal. 

tiende a perder el monopo lio del uso de la 
fuerza y de la administración de justicia72. 
 
En el marco de la búsqueda de una 
concepción política de la justicia que la 
haga compatible con el pluralismo de las 
sociedades democráticas contemporáneas, 
John Rawls (1988) desarrolla la 
posibilidad de que se pueda apoyar la 
misma concepción política de la justicia 
por razones muy distintas73. Para Rawls 
en particular, las tradiciones religiosas 
abrigadas por las sociedades democráticas 
concurren, sin tener ninguna de ellas el 
monopolio de esa fundamentación, a 
consolidar un consenso en torno al 
derecho procedimental. No importa que el 
consenso sea una colcha de retazos, un 
consenso por "traslapes". Importa que 
exista consenso en torno a la ley y que la 
ley sea reconocida en su legitimidad y 
acatada de manera prácticamente 
universal. 
 
Esas tradiciones, junto con opciones de 
ética laica inscritas en diversos legados 
culturales (Grecia, Roma, Renacimiento, 
Revolución Francesa, etc.) permiten una 
convergencia entre la coacción estatal, el 
control social y la acción de sentimientos 
morales como la vergüenza o la culpa. 
Así, en asuntos básicos corno los 
Derechos Humanos- ley, moral y cultura 
convergen y se refuerzan mutuamente.  

                                                 
72 También existe la posibilidad -que se expresaría en el 
absolutismo político- de buscar que se apoyen reglas iguales 
por razones homogéneas. 
73 Para Rawls es muy importante la posibilidad de que esa 
concepción reciba el soporte de un consenso por 
superposición, es decir de un consenso que la valide a través 
de las distintas doctrinas religiosas, filosóficas y morales cuya 
perennidad parece asegurada en una democracia constitucional 
cuyo criterio de justicia corresponde precisamente a esa 
concepción (Rawls, 1988, p. 3). Rawls es consciente de una 
cierta circularidad en la delimitación de ese pluralismo y, por 
lo tanto, de los problemas que plantea la existencia de 
tradiciones que se rehusan a participar en la construcción de un 
derecho que consagre reglas y procedimientos aceptados para 
generar o cambiar reglas de juego dentro de límites 
formalmente estipulados. 
 



 
En cambio, en una democracia 
imperfecta, desgarrada o en construcción, 
como ya se señaló, suele suceder lo 
contrario: hay razones similares para 
acogerse a reglas distintas y, 
paradójicamente, una homogeneidad 
moral relativa sirve de base a la 
coexistencia de reglas muy diferentes. Lo 
que le suele dar piso a esa diversidad de 
reglas y puede fortalecerla es cierta 
fractura de la cultura o cierta diversidad 
en materia de culturas o subculturas. Las 
instituciones educativas y los medios que 
crean opinión pública tienen un 
importante papel en el afianzamiento de 
un ideal de universalidad y generalidad en 
las reglas de juego y en la búsqueda de 
una compatibilidad de las diferencias 
culturales e individuales con un sistema 
jurídico único. Hoy en día, formar per-
sonas o crear opinión pública es siempre 
poner en relación lo que se dice y piensa 
en contextos distintos. En lo fundamental, 
la opción "anfibio" significa un cierto 
respeto "desde dentro" a todas las 
opciones74. 
 
Ante una democracia en construcción en 
un contexto de alta diversidad cultural, 
procesos educativos formales e 
informales impulsados por anfibios 
culturales pueden ayudar a percibir 
razones y estructuras similares detrás de 
diversas expresiones sociales y culturales. 
Pueden llevar a reconocer y construir 
diversidad cultural y diversidad moral 
mostrando que la condición para que ello 
sea viable es un acuerdo mínimo pero 
sólido sobre las reglas más funda-
mentales. Pueden también llevarnos a 
comprender que tener una ley en común 

                                                 
74 la oposición entre el respeto externo, la mera tolerancia y el 
respeto `desde dentro' puede hallarse algo más desarrollada en 
la primera parte de nuestro trabajo 'Anfibios culturales, moral 
y productividad'. 
 

es compatible con la existencia de 
muchas culturas y subculturas y con la 
proliferación de muchos caminos en 
materia de desarrollo moral. 
 
Anfibios, violencia y paz 
 
Una de las expresiones más radicales del 
divorcio entre ley, moral y cultura, y al 
mismo tiempo de deficiencias graves en 
el proceso de construcción de una 
democracia, es la violencia endémica. 
 
Es indudable que tanto la presencia del 
narco tráfico como de diversos grupos 
guerrilleros en nuestro país puede ayudan 
a contrastar y a problematizar -tal vez por 
la vía de la caricatura extrema- nuestro 
concepto de anfibio cultural. En efecto, la 
clandestinidad por un lado y la economía 
ilegal por el otro ponen en juego -bajo 
una forma límite- la adopción de com-
portamientos según contextos. Para 
quienes participan activamente en uno u 
otro fenómeno, esa adopción de 
comportamientos según contextos es 
voluntaria y deliberada. Sólo así logran 
ellos los niveles necesarios de con-
gruencia, continuidad, previsibilidad, etc. 
Hay un desdoblamiento muy acentuado 
de la identidad, pero la actividad 
clandestina privilegia una de las 
identidades y la convierte en sopor te 
interesado de las otras, a diferencia de lo 
que sucede tal vez con el anfibio cultural 
antes descrito. En general, puede 
suponerse que el conocimiento y la 
información tienden a hacer se circular 
unilateralmente en favor de quien 
desarrolla la actividad clandestina 75. 
 

                                                 
75 De hecho esta circulación interesada coincide con una 
tendencia más amplia de las sociedades contemporáneas, 
donde los flujos de conocimiento adquieren en parte un 
carácter económico. En muchos casos la recontextualización 
selectiva es un negocio o una pieza importante en el negocio. 



Ante esos fenómenos, parte importante de 
la población se ve obligada a asumir un 
comportamiento de subordinación 
alternante frente a la hegemonía de 
turno76. En muchas zonas, para sobrevivir 
se hace necesario adoptar el color del 
ejército que se hace presente. La su-
pervivencia depende entonces de la 
adaptación sucesiva a cada uno de los dos 
o tres mundos experimentados y de la 
reducción al máximo de cualquier 
comunicación entre ellos. 
 
En un trabajo realizado en el Instituto de 
Estudios Políticos y Relaciones 
Internacionales de la Universidad 
Nacional de Colombia, Iván Orozco Abad 
(1992) analiza los procesos de ne-
gociación y paz con la guerrilla y el 
narcotráfico en Colombia. Ve a estos 
últimos como "jugadores tramposos"77 
que se distinguen claramente de aquéllos, 
en quienes ve -al menos originalmente-  
actores políticos que son "delincuentes 
por convicción"78 y que se caracterizan 
porque "se rehusan a jugar". 
 
Los delincuentes por convicción se han 
visto amparados por una larguísima 
tradición de respeto por la divergencia 
política (extens ión del derecho de gentes, 
etc.). Han gozado usualmente con la 
simpatía de la filosofía liberal. Sin 
embargo, su capacidad para sustraerse de 

                                                 
76 En cierto sentido, algún grado de adaptación de este tipo 
hace parte siempre de la vida social. Aquí pretendemos 
acentuar las tensiones derivadas de la alternancia de las fuerzas 
que provocan las adaptaciones. 
77 Nos parece más clara -y tal vez más adecuada al sentido del 
trabajo de Iván Orozco Abad- esta expresión que la que él 
emplea, posiblemente por razones de ecuanimidad: 'falsos 
jugadores' 
78 Delincuente por convicción es aquel que transgrede las 
normas porque posee un conjunto de ideales y de 
interpretaciones de la realidad que le impulsan a hacerlo. Se 
define por oposición al delincuente por necesidad o 
conveniencia, que es aquél en cuya acción ilegítima 
predominan los motivos de utilidad particular. En algunos 
casos, la frontera no es tan nítida como haría suponer lo aquí 
planteado. 
 

los procesos de confrontación y 
negociación propios de las sociedades 
actuales, y su acceso a medios y métodos 
cada vez más peligrosos y rechazados ha 
llevado a que la legislación con-
temporánea los trate en general con más 
dureza que a los delincuentes comunes. 
 
En cambio, los jugadores tramposos no se 
enfrentan al Estado de Derecho 
radicalmente pero viven de la 
transgresión de las reglas propias de ese 
Estado (de hecho, en muy pocas 
ocasiones tratan de presentar su causa 
como una causa política). En este sentido 
no pretenden "ubicarse fuera del juego ni 
hacerlo invocando la superioridad de 
algún punto de vista moral. Pueden 
terminar -por razones de conveniencia-  
permitiendo o incluso buscando una 
redefinición explícita o implícita de las 
reglas de juego. Pero para tal fin no 
pretenden detener ni cambiar 
radicalmente el juego. 
 
Lo ilegal es marginal salvo cuando 
encuentra aceptación cultural o 
justificación moral (o ambas). La 
viabilidad y estabilidad de las actividades 
ilegales dependen en parte de esas dos 
justificaciones. Por otra parte, esto signi-
fica que salvo casos límites, el actuar 
ilegal se inscribe de todas maneras bajo 
alguna regulación, cultural o moral. La 
oposición entre "de lincuente por 
convicción" y "jugador tramposo" puede 
entonces vincularse al divorcio entre ley, 
moral y cultura de la siguiente manera: en 
el caso del "delito por convicción", el 
actuar delictivo se regula básicamente por 
consideraciones morales y, en el caso del 
"juego tramposo", se regula básicamente 
por códigos culturales compartidos79. 

                                                 
79 Sin embargo, es claro que los delincuentes por convicción 
buscan agruparse (y aislarse) para crear códigos culturales 
propios, consistentes con su opción moral. También suele 
suceder que el 'jugador tramposo' no se contente con la 



 
En nuestra opinión, el delincuente por 
convicción puede ser tan intolerante como 
el ciudadano común frente a la diferencia 
cultural y resultar poco permeable a la 
posibilidad de que otros sistemas 
culturales de referencia puedan ser tan 
válidos como el que él defiende por 
compatible con su visión moral. De por 
sí, el simulacro estratégicamente 
necesario no es suficiente para 
comprometer a quien lo realiza con el 
mundo fingido, ni conduce a la inte-
riorización de las correspondientes reglas 
y criterios. Por ello el delincuente por 
convicción no es necesariamente un 
vehículo de ampliación del entendimiento 
entre los sistemas culturales que hasta 
cierto punto habita. Y probablemente por 
ello necesita muchas veces replegarse 
("enconcharse") culturalmente y 
establecer formas de comunicación poco 
flexibles y asimétricas80. 
 
Hasta cierto punto, para serlo, el jugador 
tramposo o el delincuente por necesidad o 
conveniencia respeta desde dentro -
aunque sea parcialmente- el juego dentro 
del cual hace trampa. Aunque encuentre 
justificaciones morales para su acción, es 
consciente de que los otros pueden tener 
iguales o mejores argumentos morales. 
Pero el jugador tramposo tampoco busca 
promover el entendimiento entre mundos 
distintos, aunque tolere algo de 
conocimiento impreciso sobre su 
actividad y necesite para poder mantener 

                                                                     
aceptación cultural -al menos en algunos medios- de su 
comportamiento y busque también argumentos morales para 
defenderlo (ante sí mismo o ante interlocutores que susciten 
una argumentación que es moral o tiene un trasfondo moral). 
80 Sin embargo, en la medida en que su acción no se gobierna 
exclusivamente por razones morales ('ética de la convicción' en 
el sentido de Max Weber) y es capaz de tener en cuenta 
consecuencias y costos ('ética de la responsabilidad), los 
criterios de acción y de interpretación culturalmente ajenos 
tienden a ser tenidos en cuenta y, de algún modo, respetados. 
 

su actividad de la coexistencia de esos 
mundos distintos. 
 
En síntesis, en el contexto colombiano, 
donde la violencia y clandestinidades 
diversas configuran parte de la realidad 
más cotidiana, la noción de "anfibio 
cultural" puede ayudar a comprender 
algunos aspectos de su realidad social. A 
diferencia del que se adapta simplemente 
porque le interesa o porque se ve obligado 
a hacerlo, el anfibio cultural pone en co-
municación diversas tradiciones 
culturales, transportando elementos de 
verdad y de moralidad entre ellas. E 
idealmente lo hace sin imponer la 
prevalencia de una de ellas sobre las 
otras. Es posible entender entonces por 
qué la situación colombiana requiere de 
anfibios culturales y por qué, en algún 
grado, los genera. 
 
De hecho, se ha mostrado que la 
transforma ción de la guerra en paz es la 
transformación de la guerra en derecho 
(Valencia Villa, 1993) y que esta 
transformación es hasta cierto punto el 
paso de la "pureza -y de la incapacidad de 
ponerse en el lugar del otro-- a la hibrida-
ción, al conocimiento y al respeto desde 
dentro-- de otros mundos culturales, a la 
combinación procedente de diversos 
puntos de vista. Ello es lo que puede 
llevar a la aceptación de reglas comunes 
en contextos comunes, aunque sea -
preferiblemente- por razones distintas. El 
anfibio cultural es un intérprete y un 
facilitador del entendimiento recíproco 
entre dis tintas tradiciones culturales. Por 
ello, en un contexto de alta diversidad 
social y cultural, puede ser un factor de 
paz. 
 
Notas sobre la diferenciación entre ley, 
cultura y moral 
 



Con estas diez anotaciones, 
pretendemos sensibilizar hacia 
algunas de las expresiones y 
consecuencias de esa 
diferenciación y subrayar su 
carácter de producto histórico y de 
pieza clave en la dinámica 
contemporánea. Una elaboración 
más amplia de las bases de la 
distinción empleada desbordaría 
de le jos el propósito y las 
posibilidades del presente trabajo. 
Sería materia de una filosofía y 
una historia del derecho (para `lo 
jurídica o legalmente permitido"), 
de una antropología, de una 
sociología, y tal vez de una 
historia de la cultura (para "lo 
culturalmente válido") y de una 
ética filosófica y una psicología 
del desarrollo moral (para "lo 
moralmente válido"). Pero aquí 
nos interesa ante todo la 
diferenciación y la relación. 

1. Nuestro análisis descansa en el 
reconocimiento de la especificidad y 
posible complementariedad de tres 
sistemas reguladores del comportamiento 
relativamente autónomos. Esta autonomía 
se expresa en la posibilidad de distinguir, 
en el plano mismo de la argumentación, 
lo moralmente válido, lo legalmente 
permitido y lo culturalmente aceptable, 
aún en los casos en que empíricamente 
coinciden.  
 
2. Para los fines del presente trabajo es 
importante reconocer que la 
diferenciación propuesta no es 
simplemente conceptual, no se expresa 
únicamente en la independencia relativa 
de unos campos de argumentación. Opera 
en la práctica y es independiente de la 
diversidad de conceptualizaciones 
existentes sobre ley, moral y cultura. En 
otras palabras, la distinción entre los tres 
sistemas reguladores tiende a hacer parte 

de la vida corriente de las sociedades 
contemporáneas y de algún mo do su 
comprensión está al alcance de todos los 
actores. 
 
3. Los tres sistemas de regulación, ley, 
moral y cultura, varían por supuesto en el 
espacio y en el tiempo, aunque lo hagan 
con ritmos y alcances distintos. El cambio 
legal es documentable y fechable 
(ubicable temporalmente) con precisión. 
El cambio cultural y moral es más difuso 
y difícil de apresar y determinar 
empíricamente. Una breve consideración 
de la variación de ley, cultura y moral en 
función del espacio ayuda a comprender 
su especificidad. Al transitar, por 
ejemplo, de un territorio nacional a otro, 
cambia la ley a la que debemos 
someternos. De un modo similar, al ir de 
contexto sociocultural a otro (incluso 
dentro de una misma nación) sabemos 
usualmente que pueden variar los límites 
de lo culturalmente aceptable. Sin 
embargo, la moral "que se expresa como 
reflexión y como juicio sobre la rectitud 
no jurídica de ciertas acciones acompaña 
al individuo vaya a donde vaya: en 
principio en el plano moral se le exige a 
éste que tenga integridad, es decir que 
procure coherencia entre sus 
comportamientos, que sea consistente por 
encima de la diversidad de circunstancias 
temporales y espaciales. Actualmente se 
reconoce el derecho a la doble 
nacionalidad y el biculturalismo puede 
convertirse en una opción defendible. 
Pero ello no implica acoger una doble 
moral: hasta donde llega nuestra 
reflexión, el anfibio cultural no es un 
anfibio moral81. 

                                                 
81 Más bien es nuestro parecer que el anfibio cultural sólo 
puede serlo si tiene una fuerte integridad moral (Mockus, 
1993). 
la vergüenza es también un sentimiento moral en la medida en 
que vincula entre sí identidad personal e identidad social Pero 
en la medida en que ese vínculo se encuentre muy debilitado 
(por un divorcio agudo entre moral y cultura), la reprobación 



4. Los tres sistemas reguladores de la 
conducta considerados, ley, cultura y 
moral, se distinguen por el tipo de 
argumentació n que desencadenan en caso 
de cuestionamiento o fundamentación (o 
de simple evaluación de la rectitud de un 
juicio o de un comportamiento). También 
se diferencian por los mecanismos que 
ponen en juego para responder a la 
transgresión. De manera muy 
esquemática, se puede afirmar que en los 
tres casos la transgresión trae consigo 
distintas consecuencias objetivas -
"externas"- (y subjetivas - "internas"): en 
el caso de la ley, sanciones punitivas o 
compensatorias (y temor); en el caso de la 
moral, indignación (y culpa); y, en el caso 
de la cultura, incomprensión o 
reprobación (y vergüenza 82. La exclusión 
de la comunidad (física muerte o exilio -, 
moral - indignidad- o cultural -
segregación-) es la consecuencia última 
más grave en los tres planos. En el caso 
de lo moral probablemente juega un papel 
más importante el autocastigo interno. 
Una relación estrecha entre moral, cultura 
y ley contribuye a asociar al 
comportamiento ilegal sentimientos de 
vergüenza y de culpa. Pero en principio 
estos sentimientos pueden no estar 
asociados al comportamiento ilegal y de 

                                                                     
cultural tiende a convertirse en un dato más “objetivo” que 
puede suscitar más bien, en algunos casos, temor y en otros, 
incomodidad o incluso indiferencia.)  
82 Para el caso de algunos de los protagonistas de la violencia 
colombiana, puede verse, entre muchos otros, Salazar, 1990. 
Por otra parte pueden concebirse situaciones 
experimentalmente inducidas donde se estudiarían por 
separado los efectos desreguladores de la deaculpabilización, 
la reducción de la vergüenza y la supresión de temores a 
consecuencias jurídicas (y materiales). En un conocido 
experimento, Stanley Milgram (1975) maneja estos aspectos 
pero no por separado; más bien la autoridad, en este caso 
asociada a la ciencia, emplea medias previamente 
estructurados para inducir vergüenza, temor a consecuencias 
prácticas y culpabilidad en el sujeto del experimento en raso de 
que éste abandone la actidud cooperativa con el experimento, 
que consiste en enviar choques eléctricos de voltaje creciente a 
una persona en el marco de un aparente experimento de 
aprendizaje. 

hecho en algunos casos parecen no estar 
presentes83. 
 
5. El juicio y la argumentación moral son 
posibles porque no se trata de meras 
apreciaciones subjetivas que simplemente 
expresarían gustos o sentimientos. Para 
darse y reconocerse como tales, el juicio 
y el argumento moral -aunque reconozcan 
la carga de formularse desde una 
perspectiva- deben pretender validez 
general. No podemos más que esbozar 
aquí una relación entre las etapas de 
desarrollo moral (según Lawrence 
Kohlberg84) y la diferenciación-relación 
entre ley, moral y cultura: en la etapa 1 no 
existe o no juega un papel importante la 
diferencia entre lo ordenado 0 lo 
requerido por las autoridades y lo juzgado 
subjetivamente como válido o no; en la 
etapa 2 aparece un juicio más autónomo 
pero limitado a una regla de reciprocidad 

                                                 
83 Lawrence Kohlberg divide el desarrollo moral en seis etapas, 
agrupadas por pares en tres niveles: preconvencional, conven-
cional y postconvencional. Simplificando de manera extremase 
puede dar una idea de las seis etapas de la siguiente manera: en 
la primera etapa hay una obediencia ciega a la autoridad y a 
algunas reglas por temor al castigo y lo bueno o justo es lo 
recompensado; en una segunda etapa las motivaciones 
privilegian los propios intereses pero se generan acciones de 
intercambio instrumental simple ('yo te rasco la espalda, tu me 
rascas la espalda -hedonismo instrumental-). El nivel 
convencional se inicia con el paso a la tercera etapa que 
cerresponde al reconocimiento de intereses y normas de loe 
grupos concretos a los cuales el individuo pertenece y, aunque 
se acepta la disparidad de intereses entre esos grupos, se busca 
realizar acciones acordes con lo que el gr upo de referencia 
considera adecuado; justo es lo adecuado a esa norma de 
grupo. La etapa 4 implica et cumplimiento de deberes y el 
acatamiento (libremente aceptado) a las normas generales del 
sistema social al cual se pertenece; el sujeto además de juzgar 
que es moralmente necesario cumplir con las normas generales 
está en capacidad de argumentar en favor de ese cumplimiento 
en términos de pervivencia de la sociedad ('Pasaría si todos...' 
en la etapa 5 se inicia el nivel postconvencional de desarrollo 
moral, en ella se pone de relieve el valor de derechas y valores 
compartidos por la sociedad 
84 y su relación con las normas generales que se defienden por 
encima de las normas, valores y derechos de las grupos 
particulares; además esta puesta en relación permite cuestionar 
normas y proponer su transformación desde esos derechos y 
valores generales. En la sexta etapa se considera que is acción 
debe ser guiada por principios éticos universales -cuyo 
contenido último es muy afín al de los derechos humanos- con 
marcada independencia frente a las normas y los valores 
generales (son muy escasos los individuos que según las 
investigaciones empíricas adelantadas alcanzan esta etapa). 



aplicada a acciones aisladas entre dos su-
jetos (el juicio moral se diferencia del 
juicio de aceptabilidad a la luz de las 
órdenes de la autoridad y los preceptos 
generales reinantes en el medio y empieza 
la diferenciación entre lo válido 
socioculturalmente y lo válido 
moralmente); en la etapa 3 lo moralmente 
válido se desarrolla muy cerca de lo 
culturalmente válido; en la etapa 4 lo mo-
ralmente válido se hace más afín a lo 
legalmente válido (afirmación de normas 
más universales y comprensión de la 
relatividad de las normas propias de 
grupos socia les particulares). La etapa 5 
facilita una separación conceptual entre 
moral y ley y permite pensar en una 
fundamentación moral de la ley (y de la 
tranformación de la ley); crea la 
posibilidad de que una argumentación 
moral permita tomar distancia de la ley y 
abordar y resolver dilemas mo rales en los 
cuáles lo moralmente válido no coincide 
con lo legalmente válido o lo cul-
turalmente aceptado85. 
 
6. La diferenciación considerada hunde 
sus raíces en el mundo griego (donde en 
un comienzo nomos fue costumbre y 
también ley), pero puede considerarse 
como uno de los logros históricos de la 
Modernidad. En particular, retoma e 
incorpora la diferencia -cara a los 
griegos- entre ley escrita y ley no 
                                                 
85 Loa trabajos empíricos del propio Kohlberg han mostrado la 
presencia de una etapa intermedia entre la 4 y la 5 en la cual el 
respeto a normas universales acepta excepciones basadas en 
consideraciones utilitaristas (que recuerdan el hedonismo 
instrumental propio de la etapa 2). Además, la evaluación y 
discusión de las investigaciones de Kohlberg ha puesto de 
presente una discordancia entre juicio moral y acción. A1 
otorgarle independencia e importancia a la regulación cultural 
de la acrión y a un cálculo pragmático de las eventuales 
consecuencias jurídicas, nuestro esquema puede ayudar a 
comprender tanto esa aparente `regresión" -ligada a la 
relativización de la conexión entre moral y ley en la transición 
hacia la etapa 5- como el fenómeno más general de 
inconsistencia entre juicio moral y acción. En la sexta etapa, 
que es más hipotética que real, unos pocos principios éticos 
universales y el imperativo de universalidad son la columna 
inamovible que permite afrontar la relatividad y mutabilidad 
de todas las creencias morales. 

escrita86, entre normas con base jurídica y 
normas de carácter sociocultural que 
operan sin necesidad de tener expresión 
jurídica. Lo que llamamos regulación del 
comportamiento por parte de la cultura 
incluye estas últimas. Sabemos que para 
muchos autores "cultura" es un concepto 
muy amplio que abarca ley y moral. Aquí 
nos interesa el hecho, de ninguna manera 
negado por esos autores, de que existe 
una regulación cultural del 
comportamiento no reductible ni a la ley 
ni a la moral. Nos apoyamos para esto en 
estudios que muestran cómo la 
reproducción cultural se apoya en una 
identificación casi automática de 
contextos culturales y en una definición 
implícita tanto de lo que en cada contexto 
cultural es legítimo decir (y hacer) como 
de las maneras legítimas de hacerlo 87. 
 
7. De conformidad con Max Weber y 
otros científicos sociales, Habermas 
(1987,1) señala que la positividad, el 
legalismo y el formalismo son las tres 
características del sistema jurídico 
moderno. En efecto, el derecho moderno 
se estatuye explícitamente, fija y aplica 
reglas de juego de conformidad con 
procedimientos expresos, "no se forma 
por interpretación de tradiciones sagradas 
y reconocidas", no supone en las" 
personas ninguna clase de motivación 
ética, fuera de una obediencia general al 
derecho" y "define ámbitos en que las 
personas privadas pueden ejercer 
libremente su arbitrio" y jurídicamente 
está permitido todo aquello que no esté 
                                                 
86 Esta diferencia, típicamente griega, se tornó en constitutiva 
del derecho en la tradición clásica cuando en el año 403 A.C., 
mediante un decreto especial se abolieron en Atenas las leyes 
no escritas (Capizzi, 1982, p. 147). Sobre el impacto de la 
escritura en la universalidad de las normas y en la construcción 
de un proceso especializado para su formulación y aplicación 
puede verse Goody, 1979. 
 
87 Somos conscientes de que estamos ampliando el concepto de 
código de Basil Bernstein para cubrir no sólo la delimitación 
en cada contexto evocador del qué y del cómo se habla al 
ámbito de la acción: qué y cómo se hace. 



prohibido (p. 336)88. Estas características, 
que según Habermas se manifiestan con 
radicalidad en el derecho privado 
burgués, le dan al derecho moderno una 
funcionalidad sistémica que permite la 
generalización de la acción racional con 
arreglo afines, generalización que po-
sibilita la aparente plena emancipación 
del derecho frente a toda argumentación 
moral. 
 
8. Aunque reconoce el hecho de que el 
derecho moderno opera "una separación 
entre moralidad y legalidad" y que esa 
separación posibilita el despliegue de la 
innovación y la creatividad en muchos 
ámbitos, Habermas considera que esa 
separación lleva a la necesidad de una 
justificación moral genérica del ámbito de 
la legalidad en su conjunto 89. Habermas 
cuestiona expresamente a Max Weber 
porque además de aceptar como un hecho 
contemporáneo esa separación entre ley y 
moral, le ofrece un piso conceptual. Así, 
siguiendo el análisis weberiano, el 
sistema jurídico moderno termina 
irremediablemente gobernado por "la 
racionalidad con arreglo a fines" y aislado 
de la conciencia moral regida por prin-
cipios, expresión suprema -según ambos 
autores- de "la racionalidad con arreglo a 
valores. La búsqueda de una fundamen-
tación moral "global" del derecho (no dis-
posición por disposición) está estrecha-
mente relacionada con los problemas de 
legitimidad de las sociedades 
contemporáneas y Habermas la aborda en 
la siguiente dirección: la teoría de la 
acción comunicativa y el parentesco 
profundo entre la base ética de la 
                                                 
88 Uno de los múltiples casos extremos en los cuales la pauta 
`todo lo no prohibido está permitido ha revelado radicalmente 
sus limitaciones ha sido el de la industrialización salvaje, cuyo 
impacto ambiental sólo recientemente empieza a generar 
restricciones jurídicas que aún siguen teniendo una eficacia 
limitada, en parte porque en este campo lo ilegal sigue siendo 
culturalmente aceptado.  
89 Habermas (1987, 1, p. 330 y sa). 
 

racionalidad comunicativa y la 
legitimidad procedimental de los procesos 
de legislación y de aplicación del 
derecho, le permiten a Habermas 
defender la posibilidad de una 
fundamentación moral postradicional del 
derecho. Al mostrarse el contenido ético 
de la racionalidad procedimental, el 
Estado de Derecho puede ser defendido 
con argumentos morales (Habermas, 
1991). Aún si aceptamos esta conexión 
abstracta y general entre derecho y moral 
debemos reconocer su marcada au-
tonomía categorial y empírica. 
 
9. El hecho de que categorialmente lo 
jurídicamente aceptable se haya separado 
de lo culturalmente aceptado es un 
patrimonio importante de la Modernidad 
porque permite la apertura de un amplio 
ámbito de acciones y de técnicas posibles 
que no son parte (aún) del repertorio 
cultural o individualmente decantado. La 
extensión del ámbito de las "libertades" 
individuales jurídicamente garantizadas 
es una premisa del dinamismo de las 
sociedades modernas. Existen muchas 
acciones posibles que aunque no tengan 
arraigo cultural, o incluso caigan fuera de 
lo culturalmente acep table en un 
momento histórico, o choquen con la 
moral de muchos, son aceptables desde el 
punto de vista jurídico y son relevantes 
desde el punto de vista de la socie dad, la 
técnica, la economía, el arte y otros 
campos de actividad. La amplitud de las 
libertades jurídicamente garantizadas po-
sibilita el cambio moral y cultural. A su 
vez, puede suceder que el cambio moral y 
cultural conduzca a una ampliación o 
reducción de esas libertades. 
 
10. Para que la vida social sea posible, 
cultura y moral tienen que seguir llenando 
funciones reguladoras que no podría 



cumplir sola la ley90. La ley ofrece reglas 
comunes que posibilitan la coexistencia 
de diversas tradiciones culturales. La 
autonomía moral del individuo es la cara 
complementaria de la amplitud de las 
libertades jurídicamente garantizadas y 
del respeto  a la diversidad cultural. Parece 
imposible alcanzar esa autonomía moral 
sin comprender la diferencia entre los tres 
sistemas de regulación y sin lograr una 
adecuada coordinación (que incluye una 
jerarquización flexible) entre las 
obligaciones que se derivan de ellos. Al 
mismo tiempo, la amplitud del campo de 
los comportamientos no excluidos 
legalmente que (todavía) no son acep-
tados culturalmente (del todo o parcial-
mente) es decisiva para el crecimiento y 
la competencia económica mundial. Las 
ventajas competitivas de las naciones se 
consolidan y transforman en buena parte 
ampliando el comportamiento cultural-
mente aceptado, propio y ajeno, dando lu-
gar a la ampliación o aparición de nuevos 
campos de actividad y a la renovación de 
los patrones de producción, distribución y 
consumo. Acciones posibles y por lo 
común legalmente permitidas pero aún no 
realizables o no realizadas constituyen 
una gran cantera en que la humanidad 
contemporánea explora sus posibles 
"avances futuros y descubre o construye 
sus limitaciones. 
 
 
 
 

                                                 
90 Sin embargo, se ha reconocido la progresiva invasión de 
esferas de la vida cotidiana por disposiciones jurídicas 
(Habermas, 1987, vol. 2). Aspectos como la educación o la 
vida familiar anteriormente regulados en buena parte por la 
moral o la cultura pasan cada vez más a ser objeto de 
regulación legal, produciendo un vacío de sentido que puede 
ponerse en relación con patologías y manifestaciones de la 
sociedad contemporánea tan importantes como la anomia y la 
contracultura. La ampliación de los aspectos sometidos a una 
regulación explícita parece ser el precio que se paga por la 
ampliación del ámbito de acción individual asociado al 
debilitamiento de las tradiciones culturales. 
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EL INTERVENCIONISMO EN LA 
POSGUERRA FRÍA 
 
Socorro Ramírez Vargas* 
 
Durante la época moderna la soberanía de 
las naciones ha sido, al menos en 
principio, el pilar fundamental del sistema 
mundial y el primer atributo de los 
Estados. El respeto al territorio, la 
población y la capacidad de autodeter-
minación de cada pueblo ha sido, a su 
vez, la base sobre la cual el derecho 
internacional ha procurado garantizar la 
paz y la cooperación entre las naciones. 
De esta noción de soberanía se desprende 
el principio de no intervención por el cual 
teóricamente a ningún Estado le es 
permitido ocupar el espacio soberano de 
otras naciones, subyugar a su población o 
interferir en sus decisiones internas. 
 
Los principios de soberanía y no 
intervenció n han sido al sistema 
internacional moderno lo que el 
reconocimiento de la persona jurídica, la 
libertad y la propiedad representan para el 
ordenamiento jurídico y social de 
Occidente. Sin el reconocimiento de los 
derechos inalienables de la persona a la 
libertad y la propiedad, la vida en 
sociedad no sería otra cosa que una 'lucha 
de todos contra todos" o, en su reempla-
zo, la imposición del más fuerte sobre 
todos los demás, como lo preconiza 
Hobbes. Si se desconoce la soberanía de 
las naciones, las relaciones entre ellas se 
ven abocadas con facilidad a esa 
disyuntiva violenta y antidemocrática. A 
pesar del reconocimiento formal de la 
soberanía entre las naciones como 
fundamento jurídico del sistema 
internacional, la historia de las relaciones 
internacionales ha estado marcada por la 
                                                 
* Politó loga, investigadora del Instituto de Estudios Políticos y 
Relaciones Internacionales. 
 

tensión entre la tendencia intervencionista 
de los más fuertes y la lucha de los 
débiles por la preservación de su 
soberanía y autodeterminación. 
 
El reconocimiento de la soberanía de las 
nacio nes es relativamente reciente en la 
historia occidental. En 1648, las partes 
involucradas en la Guerra de los Treinta 
Años firmaron la Paz de Westfalia. El 
Tratado partía del reconocimiento que 
Europa Occidental estaba compuesta por 
Estados "soberanos e iguales", ninguno 
de los cua les podría inmiscuirse en los 
asuntos internos de los otros o juzgar sus 
actos. El reconocimiento incondicional de 
la soberanía quedaba constituido así en 
fundamento de la paz. En este sentido, 
llegó a convertirse en el supremo 
principio de la estabili dad y el orden 
jurídico intraeuropeos. 
 
Vale la pena señalar, sin embargo, que la 
soberanía de otros Estados ajenos a 
Europa era considerada por el mismo 
Tratado como una soberanía "por 
extensión", meramente derivada y de 
segundo orden. A la luz de esta concep-
ción, las prácticas colonialistas de Europa 
no fueron consideradas intervencionistas 
hasta la mitad del siglo XX. El Tratado 
sólo imponía el reconocimiento pleno de 
la soberanía entre Estados "iguales", esto 
es, europeos. La igualdad significaba aquí 
la posesión de un poder militar 
comparable, hasta el punto que ninguno 
de los antiguos combatientes había 
podido obtener la victoria en treinta años 
de guerra. Y es que, en la práctica, para la 
vigencia real de la soberanía se ha 
requerido siempre un cierto equilibrio de 
poder entre las partes. Por esto mismo, la 
soberanía de los Estados más débiles se 
ha visto siempre amenazada por la 
prepotencia de los fuertes. 
 



Por motivaciones económicas y de 
prestigio político, Europa invadió tierras 
y subyugó pueblos a nombre de la fe, la 
razón y la "civilización", hasta bien 
entrado el siglo XX. Fueron necesarias las 
luchas de independencia y el proceso de 
descolonización --concluido primero en 
América en el siglo XIX, y luego en 
África y Asia en el XX-- para que el 
Viejo Continente le reconociera a otros 
Estados no europeos un trato de 
"soberanos e iguales", ya no meramente 
por extensión, como lo pretendía 
Westfalia, sino de manera propia, como 
lo generalizó y consagro la Carta de 
Nacio nes Unidas en 1945 y luego sus 
organizaciones regionales. Pero no por 
ello desapareció el intervencionismo de 
las grandes potencias. 
 
Durante la guerra fría (1945-1989), la 
práctica intervencionista continuó, 
aunque legitimada con nuevos 
argumentos ideológicos de lucha contra el 
comunismo o el capitalismo. Así, los 
Estados Unidos y la Unión Soviética se 
distribuyeron el mundo constituyendo 
cada uno su bloque de influencia. Por 
ironías de la historia, la misma Europa 
quedó entonces convertida en rehén de las 
superpotencias, mientras el Tercer Mundo 
era transformado por éstas en el escenario 
de innumerables guerras y conflictos por 
delegación. 
 
Con el fin de la guerra fría, han 
desaparecido las antiguas motivaciones 
ideológicas, pero el hecho de la 
intervención de las grandes potencias en 
los países más débiles continúa, y parece 
incluso incrementarse bajo otras motiva-
ciones y modalidades91. Y mientras el 
intervencionismo poscolonial procuró 
revestirse casi siempre de apariencias de 

                                                 
91 A este cambio se refiere Carlo Nasi, `El principio del 
desacuerdo', en El Espectador, 20 de junio de 1993.  

solidaridad con Estados amigos que 
solicitaban su cooperación, no acontece lo 
mismo con el actual, que se ejerce con la 
cooperación de los Estados afectados, al 
margen suyo o incluso a su despecho. 
 
El actual intervencionismo de las grandes 
potencias y el cuestionamiento de la 
soberanía nacional se desarrolla a la par 
con el proceso de reestructuración de las 
sociedades y de redefinición de los 
Estados, impulsado por la progresiva 
transnacionalización, interdependencia y 
globalización mundial, procesos que ya 
venían avanzando por lo menos en las tres 
últimas décadas pero que se han 
acelerado con el fin de la guerra fría. 
Nadie desconoce de qué manera los 
imperativos económicos y tecnológicos 
presionan a la integración de los Estados, 
y cómo los obligan a redefinir su papel y 
a ceder retazos cada vez mayores de 
soberanía en favor de distintas formas de 
asociación interestatales92. Pero la 
dinámica globalizadora es todavía más 
fundamental. Al margen o incluso en 
contra de los Estados, son las mismas 
sociedades las que hoy tejen y multiplican 
sus nexos recíprocos. Entes privados de 
muy diverso orden como empresas, 
iglesias, organizaciones no 
gubernamentales (ONGs), individuos 
aislados e incluso redes delictivas se con-
vierten en actores de primer orden en las 
relaciones internacionales. 
 
Por lo demás, la penetración de lo foráneo 
no siempre es producto de una 
imposición. Una cierta "colonización" 
recíproca entre individuos y naciones 
hace parte natural de la convivencia 
social e internacional. La comunicación y 
el intercambio tienden a generali zar los 

                                                 
92 Ver al respecto, Luis Alberto Restrepo, `Hacia un nuevo 
orden mundial', en Análisis Político , No. 14, IEPRI-UN, 
septiembre-diciembre de 1993, pág. 74-88. 
 



usos y costumbres de los pueblos. Está en 
marcha una acelerada globalización de los 
patrones de consumo, de las formas de 
organización social y política y de los 
modos de pensar que tienden a borrar 
muchas fronteras entre las naciones93. En 
consecuencia, hoy resulta más difícil que 
nunca hacer una división tajante entre los 
asuntos de dentro y los de fuera y la 
autodeterminación sobre ellos. 
 
Es también comprensible y necesario que, 
una vez concluida la guerra fría, las 
naciones busquen hacer frente común 
ante nuevos retos que atentan contra su 
seguridad individual y colectiva, y que 
antes, o eran menos visibles u ocupaban 
un lugar secundario frente a los riesgos 
más inmediatos de una devastadora 
confrontación entre las superpotencias. 
De hecho, existen factores de inseguridad 
que, como el deterioro ambiental, el 
terrorismo, el contrabando de armas, la 
delincuencia electrónica en el campo 
financiero, el tráfico de drogas, etc., 
desbordan la capacidad de control de los 
Estados individuales y requieren de la 
cooperación e intervención internacional. 
En este sentido, un nacionalismo que se 
rasgara las vestiduras ante toda forma de 
cooperación internacional destinada a 
hacer frente a peligros comunes sería 
iluso y anacrónico. 
 
El conjunto de procesos a los que nos 
hemos referido muestran pues que hoy es 
imposible una defensa a ultranza de la 
soberanía o una absolutización de la no 
intervención; plantean además retos 
urgentes y reales al orden jurídico y 
político internacional, y ponen en entre-
dicho el entendimiento tradicional de 

                                                 
93 A estos factores consensuales del actual reordenamiento 
internacional se refiere Hugo Fazio V., `Fortalezas y 
debilidades del nuevo sistema mundial', en Análisis Político , 
No. 18, IEPRI -UN, en ero-abril de 1993, pág. 66-81. 
 

aquellos principios. Con todo, mientras 
no se encuentren soluciones democráticas 
a los nuevos retos, la soberanía y la no 
intervención deben seguir siendo 
considerados como el referente central de 
las organizaciones internacionales y de 
las relaciones entre los Estados, al menos 
si se quiere evitar la anarquía 
internacional o el simple predominio de 
los más fuertes. El impacto de los 
procesos de transnacionalización y 
globalizac ión, y la existencia de proble-
mas de carácter supranacional, no 
justifican el neointervencionismo de las 
grandes potencias que se viene perfilando 
como una tendencia del período actual de 
grandes cambios del sistema mundial. En 
efecto, las grandes potencias han venido 
definiendo unilateralmente los retos 
comunes, imponiendo sus propios in-
tereses y perspectivas como prioridades 
de la agenda internacional y sirviéndose 
de ellos como legitimación para 
intervenir, incluso militarmente, en los 
asuntos internos de otras naciones más 
débiles por encima de su soberanía y 
derecho de autodeterminación.  
 
El artículo se centra en este último 
problema. Para ello presento, en primer 
lugar, algunos elementos de la doble 
evolución del actual intervencionismo de 
las grandes potencias: por un lado, su 
cambio de motivación y la formación de 
su nueva doctrina y, por otro, la 
transformación de su modalidad. En 
segundo término, muestro el proceso de 
readecuación de organismos de las 
Naciones Unidas como su Consejo de 
Seguridad y la Organización de Estados 
Americanos (OEA) a las exigencias de 
este neointervencionismo. En la tercera y 
última parte, me aproximo a las críticas 
que se le vienen formulando a la nueva 
doctrina y a las contradicciones generadas 
por su aplicación en dos casos 
ejemplares: Somalia y Haití. 



 
EL NUEVO INTERVENCIONISMO 
 
El intervencionismo de las grandes 
potencias recurre hoy a nuevos pretextos 
y modalidades por encima de los 
principios de soberanía y 
autodeterminación de las naciones. La 
tendencia actual es a imponer incluso con 
la fuerza y a nombre del humanismo, las 
percepciones e intereses de las grandes 
potencias a los países más débiles en la 
solución de problemas de interés interno 
o planetario. 
 
Las nuevas legitimaciones del 
intervencionismo 
 
Desaparecida la Unión Soviética, los 
países desarrollados de Occidente han 
venido definiendo, a partir de problemas 
comunes a todas las naciones, una nueva 
gama de "enemigos" con los que, al 
parecer, aspiran a reemplazar la amenaza 
comunista y a continuar legitimando su 
ya tradicional intervencionismo. Como 
temas prioritarios de la agenda interna-
cional figuran hoy la expansión y 
consolidación de la democracia y el 
respeto a los derechos humanos, la 
preocupación por la ecología y el medio 
ambiente, la lucha contra el narcotráfico y 
la contención de los flujos migratorios. 
 
Nadie desconoce el carácter planetario de 
estos asuntos antes considerados como 
meramente nacionales. El deterioro 
ambiental, las migraciones incontroladas, 
los múltiples problemas relacionados con 
las drogas constituyen graves retos que 
rebasan hoy las fronteras de las naciones, 
afectan sin duda la seguridad de la 
comunidad internacional y deben ser en-
frentados por ella. Por su parte, la 
necesaria promoción de la democracia y 
del respeto de los derechos humanos 
resulta problemática cuando se impone 

desde fuera, puesto que tiene que ver más 
directamente con el orden interno de cada 
país y con las tradiciones y valores de su 
población.  
 
Pero las grandes potencias pretenden 
imponer su percepción unilateral acerca 
de estos problemas y justificar así su 
intervención por supuestas "causas 
humanitarias". En efecto, desde hace 
pocos años, con el auspicio de las 
Naciones Unidas, las grandes potencias 
han comenzado a reivindicar la existencia 
de un supuesto "derecho de injerencia", 
derivado en su concepto de un 
correspondiente "deber de asistencia" por 
razones humanitarias. La argumentación 
se ha ido abriendo paso en la posguerra 
fría como una posible legitimación 
jurídica y política de la intervención de 
las grandes potencias en todo el mundo. 
Detengámonos brevemente en este punto 
de particular importancia, que parece 
nutrir todo el espíritu neointervencionista. 
 
El "deber de asistencia" quedó 
consignado por primera vez en la  
resolución 43/131 de 1988 del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, a 
propósito de la asistencia humanitaria a 
las víctimas de catástrofes naturales. Por 
entonces, esta asistencia debía ser 
realizada exclusivamente por las ONGs, 
aunque debía ser solicitada y facilitada 
por los Estados. Luego, la resolución 
45/100 de 1990 estableció la creación de 
couloirs d'urgence destinados a facilitar 
la llegada de ayuda médica y alimenticia 
a las poblaciones afectadas. Más tarde, la 
resolución 688 saltó a otro terreno más 
delicado pues con ella se dio el paso del 
deber de asistencia de las ONG al derecho 
de injerencia de los Estados. Expedida a 
propósito de la persecución a los kurdos 
en plena euforia occidental de la campaña 
contra Hussein, la nueva resolución le 
exigió a Irak que permitiera la acción 



humanitaria y habló de un cierto derecho 
de intervención en los asuntos internos de 
los Estados ante la existencia de represión 
contra la población civil94. Después de 
esa fecha, el mismo Secretario de 
Naciones Unidas, originario de un país 
del Tercer Mundo, ha invitado 
reiteradamente a todos los países del 
mundo a permitir la intervención en sus 
asuntos internos por parte de la 
organización mundial en defensa de los 
derechos humanos, la democracia y las 
minorías por encima incluso de los 
principios de soberanía y no 
intervención95. 
 
Curiosamente, aunque el "derecho de 
injerencia" se adapta muy bien a las 
pretensiones norteamericanas de 
liderazgo mundial, Francia fue 
inicialmente su principal promotora. Ante 
la situación de los kurdos, el entonces 
ministro socialista de Relaciones 
Exteriores, R. Dumas, enfatizó cómo, con 
la caída de los regímenes del Este, los 
derechos humanos y la democracia 
habrían recuperado toda su importancia; 
en consecuencia, la comunidad 
internacional no podría seguir tomando el 
respeto a la soberanía de las naciones 
como pretexto para su pasividad ante la 
violación de los derechos humanos, ya 
que el derecho humanitario debería 
primar sobre el derecho de los Estados. 
Dumas propuso además inscribir el nuevo 
derecho en la legislación internacional 
bajo la forma de "derecho de injerencia 
humanitaria". En conformidad con él, se 
podría hacer excepción de la soberanía 
estatal en situaciones de urgencia en las 
que el concepto mismo de humanidad se 

                                                 
94 Chantal Carpentier, `La résolution 688 (1991) du Conseil de 
Sécurité: quel devoir d'ingérence?', en Etudes internationales, 
Vol. XXIII, Québec, Centre Québécois de Rélationes 
Intemationales, 2 de junio de 1992, págs. 279-317. 
95 Boutros Boutros-Ghali, 'Nouveau champ d'action pour les 
Nations unies: démocratie et dmits de liionune', en Le Monde 
Diplomatique, octubre de 1993, pág. 32.  

encontrara directamente amenazado96. 
Bernard Kouchner, ministro francés de 
cuestiones humanitarias bajo el último 
gobierno socialista, fue aún más lejos: 
insistió en que Occidente debía ser más 
agresivo en el actual conflicto de 
civilizaciones y darse el "derecho a 
intervenir" para evitar violaciones a los 
derechos huma nos y la reversión de un 
país democrático al autoritarismo97. 
 
Así pues, los temas de la agenda global 
definidos unilateralmente por las grandes 
potencias y la injerencia humanitaria por 
encima de la soberanía de las naciones 
parecen empezar a constituir la nueva 
doctrina y legitimación del 
intervencionismo. 
 
 
 
 
El carácter multilateral del nuevo 
intervencionismo 
 
Además de la tendencia al cambio de 
justificaciones, paulatinamente 
convertidas en temas prioritarios de la 
agenda internacional, el intervencionismo 
de las grandes potencias ha venido 
cambiando de modalidad. En el pasado, 
las intervenciones fueron puestas en 
práctica casi siempre de manera 
individual por uno u otro Estado. Durante 
la guerra fría se convirtieron en privilegio 
de las dos superpotencias o de las 
naciones delegadas por ellas en casos 
específicos. En cambio, la intervención de 
hoy tiende a hacerse multilateral, es decir, 
busca contar con el apoyo de diversas 
potencias, con un cierto consenso 

                                                 
96 Rolan Dumas, "Du Devoir d'assistance su droit d'ingérence', 
en Droit et Devoir d'ingérence, Révue internationale et 
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97 Citado por Nathan Gardels en entrevista a Samuel 
Huntington, `El conflicto es cultural', en El Tiempo, 4 de julio 
de 1993, pág. 11. 
 



internacional y con la distribución de los 
costos políticos, humanos y militares de 
la presunta regulación mundial de los 
conflictos, bajo la conducción de los 
Estados Unidos. 
 
En realidad, tras el derrumbe soviético, 
los Estados Unidos son el único país en el 
mundo que conserva las características de 
superpotencia y que, al menos en teoría, 
tendría la capacidad para adelantar una 
política intervencionista de manera 
solitaria. Sin embargo, sus dos últimas 
administraciones han optado por inter-
venir de manera concertada con otras 
potencias y naciones en la arena 
internacional. A pesar de su aspiración a 
establecer un " orden mundial" la 
hegemonía norteamericana, el mismo 
presidente Bush98 desarrolló una diplo-
macia infatigable en la búsqueda del 
consenso y la cooperación de las 
potencias para la acción internacional de 
los Estados Unidos. El primero y más 
claro ejemplo de esta actitud fue la guerra 
contra Irak, para la cual Washington 
buscó y recabó el apoyo político y militar 
de la comunidad europea, así como el 
respaldo financiero de Japón, Alemania y 
Arabia Saudita. 
 
Clinton ha sido aún más enfático en este 
punto. En su discurso ante las Naciones 
Unidas de septiembre de 1993 prefirió 
hablar de responsabilidades compartidas, 
aunque aclaró: "juntos cuando podamos, 
solos cuando debamos". En esa ocasión el 
presidente norteamericano aleccionado 
sin duda por el fracaso en Somalia se 
mostró cauto ante el tema de la 
intervención así sea fruto de un acuerdo 
multilateral entre las grandes potencias. 
Exhortó entonces a la Organización de 
Naciones Unidas (ONU) a ser selectiva 
en las misiones para el mantenimiento de 

                                                 
98 Discurso del 6 de marzo de 1991. 

la paz diciendo: "las Naciones Unidas no 
pueden verse mezcladas en cada uno de 
los conflictos del mundo, deben aprender 
a decir "no" a los pedidos de intervención 
militar"99. Para completar la exhortación 
la embajadora norteamericana ante la 
ONU explicó que en adelante, antes de 
enviar tropas, su gobierno preguntará si 
existe una verdadera amenaza para la paz, 
si corren riesgo las vidas o los in tereses 
económicos estadounidenses, si la misión 
y su fecha límite pueden definirse con 
claridad, si el carácter de la intervención 
es unilateral o multilateral, si los 
comandantes son competentes y si existen 
condiciones para realizarla 100. Con todo y 
esas precauciones, pa rece que la 
administración Clinton no estaría 
interesada en provocar intervenciones 
unilaterales en el continente o fuera de él, 
sino más bien en construir un sistema de 
gestión colectiva de la seguridad 
internacional manteniendo, claro está, el 
liderazgo norteamericano. 
 
Diversas razones explican la búsqueda de 
respaldo internacional por parte de 
Washington. El motivo fundamental se 
deriva quizás, de sus propias dificultades 
financieras. Los Estados Unidos no están 
hoy en condiciones de fi nanciar de 
manera unilateral los costos de cada 
intervención ocasional en distintas partes 
del mundo. Los graves déficits 
producidos por el armamentismo de los 
años ochenta han obligado a la Casa 
Blanca a reducir los gastos militares. Este 
desmonte parcial de su maquinaria militar 
se ha visto además facilitado por la 
desaparición de la amenaza soviética. Por 
ello, los Estados Unidos buscan hoy la 
cooperación financiera y militar de otras 
potencias, aun si deben ceder parte de su 
poder como condición indispensable para 
                                                 
99 El Tiempo, 28 de septiembre de 1993, pág. 12A.  
 
100 El Tiempo, 24 de septiembre de 1993, pág. 12A.  



mantenerlo. Además, para que las 
intervenciones sean eficaces, se requiere 
que los aliados tengan fuerzas en 
disposición de ser movilizadas en 
cualquier momento. A las razones de 
orden financiero se suman motivos de 
naturaleza política. En los Estados Unidos 
es difícil alcanzar un consenso interno 
sobre intervenciones militares cuando los 
intereses vitales de la nación no se ven 
directamente amenazados. Por otra parte, 
sin la cobertura de la ONU, la nación 
norteamericana tendría enormes 
dificultades diplomáticas para intervenir 
militarmente en los asuntos 
internacionales 101. Hoy por hoy, sólo la 
ONU podría construir una estructura mili-
tar permanente capaz de integrar los 
posibles aportes militares nacionales en 
una especie de cuartel general y un centro 
operativo con comunicaciones globales, 
como lo propuso Clinton en la ONU. 
 
La tendencia al cambio de modalidad en 
las intervenciones no es, sin embargo, 
fácil de asumir. Los vínculos 
multilaterales conllevan dificultades 
diplomáticas, y conseguir un consenso 
internacional es ahora más difícil que en 
la época bipolar. Tras el desastre de 
Somalia, la propia opinión pública 
norteamericana ha frenado la 
participación de su gobierno en los 
conflictos de otros Estados. Pero a pesar 
de las dificultades que conlleva su 
aplicación, el cambio de motivación y de 
modalidad de la intervención parecería 
constituir uno de los rasgos de la 
evolución internacional y de la consi-
guiente readecuación de las 
organizaciones del sistema de Naciones 
Unidas, que empiezan a ser escenario del 
acuerdo multilateral de las grandes 
potencias. 
                                                 
101 Así lo demuestra Carlos Pelanda, 1a'Pax americana", en El 
Espectador, 3 de octubre de 1993, pág. 1D. 
 

LA READECUACIÓN DE LOS 
ORGANISMOS 
INTERNACIONALES 
 
Bajo la perspectiva de soberanía limitada 
de las grandes potencias los organismos 
multilaterales poco a poco se van 
adaptando a las nuevas formas y razones 
del neointervencionismo. 
 
La Organización de Naciones Unidas, que 
entre 1945 y 1994 triplicó sus Estados 
miembros, al fin de la guerra fría vivía 
una honda crisis financiera, estructural y 
de credibilidad. Y a pesar de la 
reactivación de algunos de sus organis-
mos la principal de esas crisis sigue 
siendo la última pues las grandes 
potencias y algunos países del llamado 
Tercer Mundo miran aún con 
desconfianza a ese foro internacional. 
 
Para las grandes potencias no es 
descartable que la ONU pierda relevancia 
en esta época de conflictos y de crisis. En 
ese caso se verían obligados a intervenir 
sin su bendición para el restablecimiento 
de la paz. Así, el Presidente de la Unión 
Europea Occidental (UEO), formada por 
diez naciones, sugirió que organizaciones 
como la LEO o la OTAN que se pensaba 
no tendría razón de ser en la posguerra 
fría debe rían poder actuar sin una 
autorización explícita de la ONU y pidió 
que se les confirieran a ambos 
organismos amplios mandatos a fin de 
actuar en casos de crisis. El Secretario 
General de la OTAN planteó puntos 
similares en una conferencia de seguridad 
celebrada en Munich. Pidiendo una 
especie de cheque en blanco para la 
utilización de la fuerza militar por parte 
de Occidente, recordó que el artículo 51 
de la carta fundacional del organismo 
mundial estipula que cualquier miembro 
de la ONU, si es atacado, tiene derecho 
intrínseco a su defensa individual o 



colectiva102. La visión de algunos países 
del Tercer Mundo sobre la ONU es, en 
cambio, muy distinta. Según ellos, la 
ONU dejó de ser el centro de las disputas 
jurídicas entre las superpotencias y un 
espacio para librar la batalla por el 
desarrollo, para pasar, poco a poco, a 
atribuirle a su Consejo de Seguridad o a 
sus organizaciones regionales la facultad 
de intervenir en los asuntos internos de 
los Estados en favor de los temas que las 
grandes potencias han definido como 
agenda internacional. 
 
El Consejo de Seguridad y los Cascos 
Azules 
 
Donde se puede observar con más 
claridad la tendencia a la adecuación de 
los organismos de las Naciones Unidas en 
una perspectiva intervencionista es en el 
Consejo de Seguridad, que viene siendo 
el escenario de las principales 
redefiniciones de las Naciones Unidas. En 
este máximo órgano ejecutivo de la 
comunidad internacional los países que 
derrotaron al eje Berlín-Roma-Tokio 
conservan el derecho a veto. En 
concordancia con la idea de soberanía 
limitada, las definiciones importantes 
para la seguridad y la paz mundiales 
dependen pues de un órgano restringido, 
que funciona con vo to calificado, y no de 
la Asamblea General regida por el criterio 
democrático de "un Estado un voto". Más 
grave aún, de los "cinco grandes" 
(Estados Unidos, Rusia, China, Francia y 
Gran Bretaña) con voto privilegiado que 
prevé el artículo 27 de la Carta, sólo los 
Estados Unidos tienen el poder militar de 
movilización aérea y naval de grandes 
masas de soldados. Sin la fuerza militar 
estadounidense, la ONU no tendría 
ninguna capacidad operativa. Por ello, en 
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la práctica, la política del Consejo de 
Seguridad frente a un conflicto depende 
en buena medida de lo que se decida en 
Washington, decisión que además no 
tropieza hoy con los vetos de antaño. 
 
Ahora bien, la batalla por la readecuación 
de la representación en el Consejo de 
Seguridad está en curso, pero no 
propiamente para mejo rar la presencia de 
los países más débiles103. 
Las grandes potencias pretenden otorgarle 
al Consejo capacidad política, estratégica 
y económica suficiente para que maneje 
asuntos de competencia general, para que 
actúe como un instrumento de gestión 
conjunta de la seguridad global, como 
árbitro del sistema internacional y como 
una especie de gobierno plane tario. 
Alemania y el Japón -que ya envió 1.700 
Cascos Azules a Camboya- buscan 
ingresar en calidad de miembros 
permanentes, con derecho a veto. El 
Consejo quedaría entonces convertido en 
el gobierno global anexo al G-7 o grupo 
de las siete grandes potencias. Pero esta 
readecuación es parte de la actual 
transición internacional por lo que aún no 
existe un completo acuerdo al respecto. 
Italia, propuso cambiar los puestos de 
Gran Bretaña y Francia por uno general 
de la Comunidad Europea de los Doce104. 
España, por su parte, sugiere la creación 
de nuevas categorías que se adicionarían 
alas existentes105. 
 
En una perspectiva muy distinta y por las 
propias vulnerabilidades frente a esta 
                                                 
103 El 30 de junio de 1992 venció el plazo dado por la 
Asamblea General para que los Estados miembros ofrecieran a 
ese propósito sus comentarios escritos, lo que hicieron más de 
50 países. La reforma concluirá en 1995, con el 50 aniversario 
de la ONU, y será más importante que la realizada en 1963 
cuando se aumentó de 6 a 10 las plazas para miembros no 
permanentes, y que la de 1971, cuando se aceptó a China, 
potencia nuclear y el país más poblado, en el grupo de países 
con veto. 
104 Ver al respecto, Ignacio Ramonet, 'Changer 1'ONU-, en Le 
Monde diplomatique, octubre de 1992, pág. 1.  
105 El Espectador, 5 de julio de 1993, pág. 7.  



tendencia neointervencionista se han 
manifestado numerosos países 
latinoamericanos, que han mostrado la 
necesidad de ampliar lo s miembros del 
Consejo de Seguridad para que todas las 
regiones estén debidamente representa-
das, echar atrás el derecho al veto y 
fortalecer la Asamblea de la ONU. Según 
esos países, la ONU debe ser el foro 
donde se debatan y decidan todos los 
asuntos de interés global, relacionados 
con la seguridad y la paz, y los deno-
minados "nuevos temas, como el de la 
droga, la población, el medio ambiente y 
los derechos humanos, respetando la 
igualdad soberana de todos los Estados106. 
Igualmente, en carta al Secretario General 
de la ONU, justamente cuando Colombia 
ejercía la secretaría pro tempore, los 
embajadores de los países integrantes del 
mismo Grupo de Río reiteraron estos 
planteamientos en un tono más 
explícito 107. La ONU "dicen los firmantes 
de la carta" en lugar de recurrir al uso de 
la fuerza, debería fortalecer su capacidad 
para ejercer una diplo macia preventiva, 
limitar la magnitud de una controversia y 
encauzarla hacia su solución. Más que 
darle nuevas funciones a organismos 
restringidos -continúan-, se requiere 
aprovechar los mecanismos existentes 
respetando el derecho internacional y los 
principios de la Carta (igualdad soberana, 
no intervención, libre determinación, 
etc.). Esto implicaría fortalecer el proceso 
de toma de decisiones en una perspectiva 
democrática, es decir, garantizar la 
representación equilibrada de todos los 

                                                 
106 Esta posición se puede apreciar en el documento del Grupo 
de Río "Lineamientos para la revitalización de las Naciones 
Unidas del 27 de agosto de 1991, publicado en la sección 
documentos, en Colombia Internacional, No. 23, CEI-
Uniandes, julio -septiembre 1993, págs. 49-52. 
107 `Lineamientos para el fortalecimiento de la capacidad de 
acción de las Naciones Unidas en materia de diplomacia 
preventiva, establecimiento de la paz y mantenimiento de la 
paz", Asamblea General, A/47/232, Sr24025, 28 de mayo de 
1992. 
 

Estados en los diferentes órganos, 
consultar las decisiones a los países 
miembros y a las entidades regionales, y 
garantizar la transparencia de los procesos 
deliberativos y decisorios. 
 
Conviene destacar sin embargo que, aun 
antes de su reestructuración, el Consejo 
de Seguridad se ha dinamizado 
notablemente en los últimos años. Desde 
1990 hasta hoy ha aprobado tantas 
resoluciones como entre 1945 y 1988, y 
ha organizado el doble de operaciones de 
mantenimiento de la paz. Durante la 
guerra fría, los Estados con derecho a 
veto paralizaron las decisiones de las 
Naciones Unidas en 279 ocasiones, un 
promedio de seis veces al año, mientras 
que desde 1990 el veto sólo se ha ejercido 
una vez. Esta reactivación y 
homogeneización ha permitido que se le 
otorguen nuevas tareas al Consejo como 
la de intervenir con argumentos 
humanitarios o sobre los temas considera-
dos centrales en la agenda internacional, 
sin descartar para ello el uso de la fuerza, 
como lo veremos en el caso de Haití. 
El otro terreno de cambio de las Naciones 
Unidas en sentido intervencionista tiene 
que ver con el papel de los Cascos Azules 
que se desplazan por el mundo 
convertidos, en cierta me dida, en el brazo 
armado del Consejo de Seguridad. De ser 
los garantes del cese al fuego, las 
negociaciones y la paz, los Cascos Azules 
han ido pasando poco a poco a promover 
e imponer la paz interviniendo en los 
asuntos internos de los Estados. Así, de 
peacekeepers (Chipre o Líbano) se han 
convertido en supuestos peacemakers 
(Somalia, Haití) 108. Por esta razó n han 
aumentado considerablemente sus 
intervenciones en zonas de conflicto y en 
asuntos internos de algunos países. Al 
                                                 
108 Boutros Boutros-Ghali, An Agenda for Peace. Preventive 
Diplomacy Peacemaking and Peace-keeping, Nueva York, 
United Nations, 1992, págs. 20-31.  



concluir el año 1993, cerca de 100.000 
Cascos Azules se encontraban 
desplegados en 17 países109. 
 
Para formar una bien entrenada y rápida 
fuerza militar capaz de imponer la paz y 
las resoluciones sobre los temas 
prioritarios de la agenda internacional, el 
Secretario General de la ONU ha pedido a 
once países poner a disposición de la 
organización un número permanente de 
tropas. Proposiciones en el sent ido de 
formar unos "cascos verdes para 
intervenir en defensa de los recursos 
ecológicos o una fuerza interamericana 
contra el narcotráfico o en de fensa de la 
democracia como se propuso en la OEA, 
podrían ir en la misma dirección inter-
vencionista de las grandes potencias. Una 
evolución similar a la del Consejo de 
Seguridad se presenta también en las 
organizaciones regio nales. Nos vamos a 
detener en la reforma de la OEA por ser 
la región donde mayores desarrollos ha 
tenido este debate que aún no está cerrado 
y por que es desde las preocupaciones y 
problemas de países como Colombia que 
leemos esta tendencia neointervencionista 
que empieza a perfilarse como un rasgo 
central de la actual evolución 
internacional. 
 
La adecuación de la OEA 
 
La necesidad de adecuar la OEA al nuevo 
espíritu intervencionista viene siendo 
ampliamente sustentada por expertos que 
participan en la formulación de la política 
exterior norteamericana. 

                                                 
109 La ONU tiene estacionados Cascos Azules en el Sinaí, los 
altos del Golán entre Siria e Israel, Sur del "%ano, entre India 
y Pakistán, Chipre, en la frontera de Irak y Kuwait, Camboya, 
Angola, El Salvador, Sahara Occidental, Croacia-Bosnia, 
Somalia, Ruanda y Mozambique. Analiza cada una de estas 
intervenciones Maurice Bertrand, "A défaut d'une stratégie 
concertée des grandes puissances, les Nations urdes 
s'enferment dans un role de pompiers" en Le Monde 
diplomatique, junio de 1993, pág. 11. 
 

 
Anthony Lake, asistente del Presidente 
Clinton para cuestiones de seguridad 
nacional ha definido así los objetivos de 
la política exterior norteamericana: 
"Debemos promover la demo cracia y la 
economía de mercado en el mundo 
porque eso protege nuestros intereses y 
nuestra seguridad, y porque se trata del 
reflejo de valores que son a la vez 
americanos y universales"110. Las 
opiniones de Robert A. Pastor111 son 
reveladoras. Asesor para la política 
hemisférica al comienzo del gobierno de 
Clinton como lo había sido en los tiempos 
de Carter, Pastor insistía en que la OEA 
debía dedicarse a supervisar el 
funcionamiento interno de la democracia 
en los Estados miembros, saltando por 
sobre las fronteras fijas de la soberanía. 
Para ello debía utilizar diversos 
mecanismos, como el envío de 
observadores112, la aplicación de 
sanciones automáticas a quienes empren-
dan vías de hecho, e incluso la 
intervención directa de "una fuerza 
interamericana de paz" para defender la 
democracia. Según Pastor, conflictos 
como los de Perú o Colombia atentan 
contra la democracia interna y la 
seguridad hemisférica y requieren de la 
intervención externa, en particular de los 
Estados Unidos. Si bien Pastor no alcanzó 
el peso esperado en la formulación de la 
política norteamericana, sus opiniones 
muestran cómo esa doctrina neoin-
tervencionista hace parte de los 

                                                 
110 Citado por Jacques Decornoy, "Au nom de la démocratie et 
du marché, La chevauchée américaine pour la direction du 
monde', en Le Monde Diplomatique, noviembre de 1993, págs. 
8-9. 
111 Robert  A. Pastor, 'Whirpool: U.S. Foreign Policy Toward 
Latin America and the Caribbean', citado por Poly Martínez, 
en El Espectador, noviembre 8 de 1992, p. ID. 
112 Existen dos modalidades de observación. Una, el día de las 
elecciones como se hizo en 1990 en Costa Rica, República 
Dominicana, Guatemala, Honduras y Panamá. Otra, de larga 
duración como se hizo en 1991 en Nicaragua -lo que según 
Pastor obligó a Ortega a aceptar su derrota-, Haití, El Salvador, 
Surinam y Paraguay. 



presupuestos teóricos de algunos de los 
thinktanks norteamericanos. Hasta en los 
thinktanks más libe rales como Diálogo 
Interamericano "cuyo anterior director, 
Richard E. Feinberg, es aho ra asesor para 
cuestiones sobre América Latina del 
Consejo Nacional de Seguridad" se puede 
apreciar esta tendencia neointervencio -
nista. Aunque no todos los miembros de 
dicha entidad se manifiestan de acuerdo 
sobre la posibilidad de la intervención 
militar multilateral como sanción contra 
un gobierno de facto, la construcción de 
una fuerza interamericana de intervención 
aparece dentro de las recomendaciones 
que fortalecerían la capacidad de la 
OEA113.  
 
Con una perspectiva similar a la 
expresada por los thinktanks 
norteamericanos, y a partir de la 
propuesta liderada por Argentina, Canadá 
y Estados Unidos, en 1992 se llegó a la 
resolución 1080 o "Compromiso de 
Santiago con la democracia y con la 
renovación del sistema 
interamericano”114. Allí se establecía que, 
en caso de interrupción abrupta o 
irregular de un proceso democrático o del 
ejercicio del poder por parte de un 
gobierno democráticamente electo, 
miembro de la organización, el Consejo 
Perma nente de la OEA debería reunirse 
en un plazo no mayor de diez días para 
examinar la situación y decidir cómo 
intervenir115. 
 
Acontecimientos como los ocurridos en 
1991 en Surinam y Haití, o los intentos de 
golpes de Estado en Venezuela (febrero y 
                                                 
113 Convergencia y Comunidad: Las Américas en 1993. Un 
Informe del Diálogo Interamericano, Washington, Instituto 
Aspen, 1992, págs. 37 y 40. 
114 Publicado en sección documentos, en Colombia 
Internacional, No. 18, CEI-Uniandes, abril-junio de 1992, 
págs. 37-39. 
 
115 Acogido en la Resolución 1080 de la XXI Asamblea 
General realizada en Chile en junio de 1991.  

noviembre) y el autogolpe de Fujimori 
(abril), sucedidos en 1992, y el intento de 
golpe en Guatemala en 1993, han 
aumentado la preocupación por la suerte 
de la democracia en la región. Justamente 
sobre esta preocupación cabalgó en la 
OEA la tendencia favorable a la 
intervención en los asuntos internos de 
los Estados. La XXII asamblea de la OEA 
realizada en Nassau el 23 de mayo de 
1992 examinó la posibilidad de convocar 
una asamblea extraordinaria con el fin de 
incluir nuevos textos para concretar el 
tipo de intervención que se debería 
adelantar sobre países miembros en los 
que se atentara contra la democracia 
representativa. 
A partir de entonces se abrió en el seno de 
la OEA una importante discusión116. La 
preocupación de algunos se centraba, ante 
todo, en si debían entenderse como 
democráticos solamente los gobiernos 
elegidos por voto popular o debían ser 
considerados también como tales los 
establecidos democráticamente. Con esta 
precisión, esos países pretendían no 
excluir el reconocimiento de gobiernos 
surgidos, por ejemplo, de una lucha 
antidictatorial o de un proceso de 
emancipación. Finalmente en diciembre 
de 1992, con la abstención de Trinidad y 
Tobago y el voto en contra de México, se 
aprobó la reforma por 30 votos a favor en 
los siguientes términos: los dos tercios de 
la Asamblea extraordinaria de la OEA 
podrán suspender del derecho a participar 
(más no de sus obligacio nes) a un 
miembro de la organización demo-
cráticamente constituido cuyo gobierno 
sea derrocado por la fuerza, pero sólo 
cuando hayan sido infructuosas las 
acciones diplomáticas. Esta reforma 

                                                 
116 Esta discusión puede verse en el documento 'Observaciones 
de los Estados Miembros al Informe de la Comisión Especial 
sobre la Reforma a la Cada', mimeo. 



deberá seguir todavía el proceso normal 
de ratificación por parte de los Estados117. 
 
Es interesante reconstruir la posición de 
Colombia en el debate dadas las 
implicaciones que tiene para este país. 
Por razones obvias de su propia 
vulnerabilidad en temas como el 
narcotráfico o los derechos humanos, la 
posición de la delegación colombiana no 
era fácil. En un principio, el Presidente 
Gaviria aprobó el Compromiso de 
Santiago, que constituía el antecedente 
más importante en favor de la re forma. 
Pero luego, la Cancillería asumió una 
actitud cautelosa. Pidió al Consejo 
Permanente de la OEA -máxima 
autoridad después de la Asamblea y cuya 
presidencia ejerció el embajador 
colombiano Julio Londoño entre julio y 
septiembre de 1992- evaluar la 
conveniencia de la reforma a la carta. 
Más tarde, junto con Guatemala y 
México, se abstuvo frente a la propuesta 
de convocatoria de una asamblea 
extraordinaria destinada a estudiar 
posibles sanciones contra países 
miembros en los que se hubiera atentado 
contra la democracia representativa. La 
delegación colombiana argumentó 
entonces que el fortalecimiento de la 
democracia no podía implicar el que la 
OEA se convirtiera en tribunal encargado 
de juzgar las medidas adoptadas 
soberanamente por los Estados. Sin 
embargo, finalmente, en la XXII 
asamblea de la OEA de mayo del 92, 
Colombia votó la resolución en favor de 
la imposición de sanciones a quienes 
quebranten la democracia representativa. 
Al parecer la delegación, teniendo en 
cuenta las claras tendencias inter-
vencionistas predominantes que llevarían 
a la mayoría de los Estados a votar en 

                                                 
117 El Tiempo, 15 de Diciembre de 1992, pág. 3A. 
 

favor de las posiciones lideradas por 
Estados Unidos, optó por buscar una 
fórmula de consenso. Con el fin de 
procurar que fuera lo más matizada 
posible, el embajador Londoño participó 
en el grupo que tenía a su cargo la 
redacción del proyecto de resolución. Por 
su parte, la ministra Sanín reiteró -desde 
el primero hasta el último párrafo de su 
intervención en dicha asamblea la 
adhesión de Colombia a los principios de 
no intervención, autonomía y pluralismo 
ideoló gico, fundamentos de la 
organización. Igualmente enfatizó la 
necesidad de mantener el espíritu de 
pluralismo de las deliberaciones de 1985, 
cuando se acordó en Cartagena que la 
promoción de la democracia debía ir 
acompañada del respeto al derecho de los 
Estados de elegir el sistema de su 
conveniencia 118. Así mismo, recalcó que 
se debe excluir la adopción colectiva o 
unilateral de medidas coercitivas. La 
ratificación que de esta reforma debe 
hacer el Congreso podrá ser una ocasión 
para analizar su alcance real. 
 
El único país que se opuso a la reforma de 
la carta de la OEA fue México, 
argumentando que constituía una 
alteración de los principios de 
universalidad, de no intervención en los 
asuntos de cada Estado y de soberanía 
para escoger el propio sistema político, 
                                                 
118 Bajo el gobierno de Belisario Betancur, Colombia lidero las 
reformas a la OEA para enfrentar la crisis que vivía esa organi-
zación y que la incapacitaron para intervenir en situaciones 
como la de las Malvinas o la centroamericana. Las propuestas 
de reforma buscaban ante todo universalizar la representación 
de todas las naciones de la región americana y caribeña. Es, 
decir, de acuerdo con el derecho internacional, hacer de la 
OEA una organización pluralista, no alineada ni convertida en 
arma diplomática de la confrontación Este-Oeste. El protocolo 
de reformas que aprobó el XIV período extraordinario de 
sesiones en Cartagena en 1985, incluyó entonces la promoción 
y el fortalecimiento de la democracia representativa pero 
respetando el derecho de cada pueblo a elegir el sistema 
político, económico y social que más le conviene y el principio 
de no intervención en los asuntos internos de los Estados. A 
este propósito ver Marco Monroy Cabra, La Reforma del 
Sistema Interamericano , Bogotá, Pontificia Universidad 
Javeriana, 1986, págs. 13-47. 



económico y social. El rechazo mexicano 
es coherente con su tradicional 
comportamiento latinoamericanista, pero 
contradictorio con su aspiración a formar 
parte del acuerdo de libre comercio nor-
teamericano. Por eso podemos 
preguntarnos si no había otras razones 
para ese rechazo, como la renuencia del 
gobierno mexicano a la evaluación de su 
democracia, y a que la oposición in terna 
pudiera obtener de ello ciertos logros119. 
 
Por su parte, también los promotores de la 
reforma de la OEA tenían poderosas 
razones in ternas para impulsarla. Además 
de inscribir así a la OEA en la tendencia 
neointervencionista, los Estados Unidos 
buscaban, entre otras cosas, argumentos 
que les permitieran frenar el flujo de 
refugiados haitianos. No era tampoco una 
mera coincidencia que los principales 
países latinoamericanos que impulsaban 
la reforma -Venezuela, Brasil, Argentina 
y Chile- afrontaran problemas con sus 
fuerzas armadas. El gobierno de 
Venezuela vivía una grave inestabilidad. 
El otrora latinoamericanista Carlos 
Andrés Pérez estaba dispuesto a salvar su 
mandato así fuera con los Cascos Azules. 
Por eso apoyó sanciones como la sus-
pensión automática, la intervención frente 
a cualquier amenaza a un gobierno 
elegido y el aislamiento de todo régimen 
surgido de un golpe militar. También la 
inestabilidad interna le quitaba 
independencia al gobierno de Color de 
Mello en su actuación externa. Pero 
además la Cancillería brasileña buscaba 
una salida a la situación haitiana, así fuera 
mediante la in tervención, con el fin de 
salvar el prestigio de su representante 

                                                 
119 Analiza las razones internas de la actual política externa 
mexicana Ricardo Macouzet Noriega, 'México en la ONU y en 
la OEA: el difícil equilibrio entre el cambio de modelo de 
desarrollo económico y el mantenimiento del discurso y las 
políticas tradicionales', en Colombia Internacional, No. 19, 
julio-septiembre de 1992, p. 23-29. 
 

Baena Soarez, que por entonces ejercía 
por segunda vez la Secretaría de la OEA. 
Argentina, empeñada en la realización de 
gestos de alineamiento con los Estados 
Unidos desde el ascenso de Menem al 
poder, fue un impulsor central del 
neointervencionismo. Chile, bajo la 
amenaza permanente del general 
Pinochet, se veía compelido a apoyar esta 
reforma. 
 
La reforma de la carta de la OEA no 
logro, sin embargo, todo el alcance que 
sus impulsores querían darle. Por ello, la 
discusión no está cerrada120, y podría 
reabrirse con motivo de la conformació n 
de la Unidad para la Promoción de la 
Democracia, organismo al cual se le 
quieren otorgar las mismas atribuciones 
que posee ac tualmente la Comisión 
Interamericana de los Derechos 
Humanos, agregándole además un grupo 
de evaluadores de situaciones de 
riesgo121. Canadá -duro defensor del 
neointervencionismo-, Estados Unidos, 
Chile, Venezuela y Argentina abogan 
porque la Unidad tenga capacidad de 
realizar incluso intervenciones 
militares122.Otra dimensión central en la 
que el neointervencionismo empieza a 
tomar forma es justamente la discusión 
sobre la seguridad hemisférica, que 
apenas comienza 123. Con la idea de una 
seguridad cooperativa no ideologizada y 
multilateral, se abre camino la propuesta 
de darle a la Junta Interamericana de 
Defensa el carácter de entidad de la OEA, 
ponerla a obrar en consecuencia y 
convertirla en la Fuerza Interamericana de 
Defensa de la Democracia. 
                                                 
120 Ver al respecto Peter Hakim, -Me OAS: Putting Principles 
into Practice', en Journal of Democracy, Vol 4, No. 3, Was-
hington, Julio de 1993, págs. 39-49. 
121 AC/doc. 3005/93, Resolución aprobada en la XXIII 
Asamblea de la OEA, Managua, 7 de junio de 1993.  
122 El Tiempo, S de junio de 1993, pág. 12A.  
123 AC/doc. 3015/93, Resolución aprobada en la XXIII 
Asamblea de la OEA, Managua, 7 de junio de 1993 
 



 
Nueva agenda global y justificación 
humanitaria, multilateralización y 
adecuación del sistema de las Naciones 
Unidas parecen ser las nuevas 
motivaciones y modalidades del inter-
vencionismo en la postguerra fría. Pero su 
consolidación aún está por verse pues la 
transición hacia un nuevo ordenamiento 
internacional está en camino. El debate 
apenas comienza. 
 
CONTRADICCIONES Y 
DIFICULTADES DEL 
NEOINTERVENCIONISMO 
 
A pesar de que el neointervencionismo ha 
encontrado nuevas legitimaciones y 
formas de acción, y que su espíritu se 
abre camino en las organizaciones 
internacionales, aún dista mucho de ser 
un derecho comúnmente reconocido y 
consagrado como parte de las nuevas 
reglas del sistema internacional. Por el 
contrario, son numerosas las críticas que 
suscitan entre los estudiosos del tema y 
grandes las contradicciones y dificultades 
experimentadas en su aplicación. 
 
Aproximaciones críticas al 
neointervencionismo  
 
Como hemos dicho, el problema del 
neointervencionismo promovido por las 
grandes potencias no radica en el 
reconocimiento o no de la existencia de 
problemas de carácter supranacional que 
deben ser enfrentados por la comunidad 
mundial, relativizando incluso la 
soberanía de las naciones. El peligro 
consiste en que las grandes potencias 
definan unilateralmente los retos comunes 
desde el ángulo exclusivo de sus intereses 
y perspectivas, y, así trans figurados, los 
impongan incluso con la fuerza como 
prioridades de la agenda internacional. 
 

Señalemos algunos de estos desenfoques. 
Ante todo, es claro que la selección de los 
temas es profundamente unilateral. En la 
agenda no aparecen ciertos problemas de 
primera importancia para la seguridad 
mundial porque afec tarían los intereses de 
las grandes potencias. Es el caso, sobre 
todo, de la industria y tráfico de 
armamentos. Tanto o más que el terroris-
mo, que las redes delictivas 
internacionales o que el narcotráfico, la 
producción y distribución de armas es, en 
el mundo contemporáneo, un reto 
fundamental a la seguridad mundial. Las 
armas causan el único daño realmente 
irreparable: la destrucción y la muerte de 
sus víctimas. Sin las armas o con una 
producción y comercio de las mismas 
severamente controlado, todas las demás 
formas del delito que hoy aquejan al 
mundo perderían su capacidad de-
sestabilizadora. Sin embargo, el tema está 
casi por completo ausente de la agenda 
internacional, porque las economías de 
algunas grandes potencias -momo los 
Estados Unidos, Rusia o Francia-  
dependen estrechamente de la industria 
armamentista. Hay preocupación por el 
desarme nuclear y el control de armas, en 
la medida en que distintas naciones del 
antiguo Tercer Mundo han entrado en el 
negocio y amenazan incluso con la 
posibilidad de desarrollar armamento 
nuclear. Pero, entretanto, continúa la 
producción y el enorme flujo de armas 
convencionales destinadas a alimentar los 
conflictos en los países del Sur. 
 
La visión unilateral se refleja también en 
el enfoque de los temas prioritarios de la 
agenda. Con relación al tema ambiental, 
los países industrializados callan su 
irresponsable dilapidación de los recursos 
del planeta y disimulan la contaminación 
ambiental que ella genera; atribuyen, en 
cambio, la principal responsabilidad del 
deterioro ambiental a la destrucción de 



los bosques y al agotamiento de las aguas 
por parte de las poblaciones marginadas 
del mundo que luchan por sobrevivir. En 
su perspectiva, el problema de las drogas 
se deriva casi exclusivamente de la oferta 
que se genera en algunas naciones del 
Sur. En consecuencia, se les imponen 
nuevas guerras por delegación contra los 
traficantes, mientras el consumo crece en 
los países industrializados e incluso se lo 
mira con cierta indulgencia. En relación a 
los movimientos poblacionales de 
refugiados políticos o migrantes 
económicos se pretende desconocer que 
obedecen al desequilibrio existente entre 
las economías opulentas del Norte y la 
miseria de algunos países del Sur, lo que 
genera una atracción inevitable. Se frena 
la migración hacia el Norte, pero al 
mismo tiempo los países industrializados 
mantienen barreras y condiciones de 
privilegio en el mercado mundial, que 
generan desempleo, miseria y éxodos 
masivos en las regiones más pobres. De 
manera general, los países subde-
sarrollados aparecen para las poblaciones 
del Norte como la nueva amenaza del 
sistema mundial en la hora feliz del 
triunfo universal de la democracia 
representativa y el libre mercado. 
Parecería como si para ellos, los países 
menos avanzados constituyeran la fuente 
de inestabilidad e inseguridad mundiales, 
en una hora de la historia en la cual, de no 
ser por esos países vistos como bárbaros 
vecinos, el mundo habría llegado por fin a 
puerto seguro. 
 
Para someter a los gobiernos del Sur a las 
prioridades de la agenda internacional, las 
grandes potencias utilizan hoy su poder 
de chantaje. Les imponen la colaboración 
"voluntaria" con sus estrategias como 
condición indispensable para el comercio 
y la cooperación internacionales. Los 
gobiernos "díscolos" se exponen al 
aislamiento o incluso a la ocupación mi-

litar. Con esta lógica se produjo la 
operación denominada "Justa Causa que 
condujo a la invasión norteamericana de 
Panamá en 1989 por problemas de 
narcotráfico; la guerra contra Irak en 
1991 denominada "Tormenta en el 
Desierto" y lanzada paradójicamente en 
"defensa de la soberanía" de Kwait; y más 
recientemente la intervención 
norteamericana llamada "Devolver la 
Esperanza" y la presencia de los Cascos 
Azules en Somalia, en 1993, para frenar 
la violencia y el hambre; y el bloqueo de 
Haití en defensa de la democracia y en 
contra de la migración, en el mismo año. 
 
Particular atención crítica merece la 
promo ción y defensa de la democracia y 
los derechos humanos. Sin perjuicio del 
respeto que ambos temas se merecen, es 
necesario reconocer que, tras el derrumbe 
de la Unión Soviética, se han convertido 
más bien en una especie de desquite 
ideológico de las grandes potencias sobre 
el socialismo. Con innegable 
triunfalismo, éstas pretenden imponer su 
propia concepción de la democracia y los 
derechos humanos al mundo entero, 
incluyendo a pueblos inspirados por 
tradiciones culturales muy diferentes, 
como los islámicos. Su violación es vista 
además como problema exclusivo de los 
países pobres y bárbaros del Sur, 
desconociendo sus manifestaciones en 
países como los Estados Unidos, Francia 
o Alemania, por ejemplo. Y ante todo, 
con las minorías migrantes del Sur. Según 
las grandes potencias, sin su intervención 
piadosa el Tercer Mundo se vería 
expuesto a guerras sucesivas124 y a 
violaciones sin cuenta de los derechos 
individuales. En nombre de la huma nidad 
se hace pues necesario protegerlo de su 

                                                 
124 Peligro exagerado por el Pentágono según Michael Klare, 
'Les stratéges de Washington se préparent á de nouvelles 
expéditions guerriéres , Le Monde Diplomatique, noviembre de 
1993, págs. 8-9. 



propia barbarie. Por ello, comienzan a 
reclamar un supuesto derecho a la 
injerencia. 
 
La reflexión de los estudiosos sobre el 
tema es escasa y en general crítica. Luego 
de hacer una revisión del derecho 
positivo, O. Corten y P Klein llegan a la 
firme conclusión de que nada que se 
parezca a un derecho de injerencia ha sido 
creado hasta ahora por un proceso norma-
tivo regular125. Sin embargo, para MCh. 
Delpal, aunque el derecho internacional 
no se haya expresado al respecto, no se 
puede desconocer que, en la práctica, se 
ha aceptado que el Consejo de Seguridad 
se ocupe de los derechos humanos en el 
marco de las misiones de paz126. Por su 
parte, el norteamericano F. R. Teson 
insiste en que sólo una acción humani-
taria concertada y decidida en el marco de 
la ONU podría garantizar hasta cierto 
punto la seguridad de sus fines y evitaría 
su desviación hacia empresas poco 
nobles`127. Para obviar estos peligros, M. 
Schumann prefiere restringir el supuesto 
"derecho" y propone que sólo las ONGs 
lo puedan ejercer128. 
 
E. G. Nasser se muestra mucho más 
reservada aún. La autora egipcia se 
plantea numerosas preguntas al respecto: 
¿Cómo conciliar el supuesto "derecho de 
injerencia" con la actual estructura de la 
comunidad internacional? ¿Cómo evitar 
que su resultado sea el de una injerencia 
unilateral al servicio de los intereses 

                                                 
125 Olivier Corten et Pierre Klein, Droit d'ingérence ou 
obligation de réaction, Bruylant, Ediciones de la Universidad 
de Bruselas, 1992, citado por 'Au nom de 1'aide humanitaire, 
Introuvable droit d'ingérence', en Le Monde Diplomatique, 
septiembre 1993,13ág. 29. 
 
126 Marie-Christine Delpal, Le droit d'ingérence humanitaire 
en question , París, Fondation pour les études de défense 
nationale, 1993, en Ibid. 
127 F.R Teson, Humanitation Intervention: an Inquiry into Law 
and Morality, New York, Dobbs Ferry, 1988.  
128 Maurice Schumann, 'Droit d'ingérence et assistance 
humanitaire', en Droit et Devoir..., Op. Cit., págs. 71-83.  

políticos de las grandes potencias? ¿No 
estará más bien en juego -se pregunta- la 
voluntad de los Estados poderosos de 
mantener su hegemonía, frente a la 
aspiración de los pueblos pequeños y 
débiles que buscan salir de la alineación 
política y económica, realizando por fin 
su derecho a la soberanía? Puesto que las 
grandes potencias -habitualmente más 
preocupadas por favorecer sus intereses 
que por hacer respetar los derechos 
fundamentales- son las únicas que 
cuentan con la capacidad necesaria para 
ejercer ese "derecho": ¿no serían los 
países débiles los terrenos privilegiados 
de esas injerencias?129. Por su parte, PM. 
Eisenmann expresa de manera afirmativa 
su desconfianza. La llamada injerencia 
humanitaria le parece más bien un medio 
jurídico para desvirtuar poco a poco la 
independencia de los Estados. De hecho, 
podría permitir que un Estado cualquiera 
se atribuyera individualmente el derecho 
a imponer por la fuerza su acción 
"humanitaria a otros. Así, por ejemplo, la 
prioridad de los derechos humanos podría 
darle títulos a un Estado para intervenir 
en todo el mundo desconociendo la 
soberanía y el principio de no 
intervención. Pero esta imposición, 
considera Eisenmann, conlleva muchos 
peligros para la seguridad 
internacional130. El derecho a la injerencia 
está pues lejos aún de ser un derecho 
comúnmente reconocido y aceptado en 
los medios académicos. Lo que no impide 
que las grandes potencias continúen 
reclamándolo y, sobre todo, poniéndolo 
en práctica con el apoyo de las Naciones 
Unidas y otros organismos 
internacionales. 
 
                                                 
129 Eddine Ghozali Nasser, 'Heurts et malheurs du devoir 
d'ingérence humanitaire', en Ibid., págs. 76-94. 
130 Pierre Michel Eisemann, 'Devour d'ingérence et non-
intervention: de la nécessité de remettre quelques pendules á 
lñeure , en Ibid., págs. 67-75. 
 



Al cambio de motivaciones del 
intervencionismo que ha puesto en primer 
plano la injerencia humanitaria se refiere 
la organización Médicos Sin Fronteras, 
ONG francesa que presta ayuda médica a 
las víctimas de conflictos y catástrofes. 
En el libro Poblaciones en Peligro 
muestran cómo en algunos casos dicha 
injerencia es necesaria y vital para la 
supervivencia de millones de personas, 
pero, cuando se basa sólo en la mala 
conciencia o intereses de los países ricos, 
y se acompaña de una intervención 
militar puede agravar los problemas y 
convertirse en un ejemplo del 
intervencionismo imperial o colonial. La 
humanitarización de los conflictos -
continúan- corre también el riesgo de 
eliminar los responsables y mostrar sólo a 
las víctimas, de reemplazar el análisis del 
pasado, del presente y de las opciones del 
futuro por la generosidad de las grandes 
potencias que actúan ahora a nombre de 
la ONU y pueden hacer llegar la ayuda 
donde sea necesario. Además, señalan 
que si no se realiza en un contexto de 
profunda transformación de las relaciones 
económicas, la acción humanitaria queda 
reducida a un esfuerzo por ocultar la falta 
de actuación política frente a los múl-
tiples problemas de los países más 
pobres131. 
 
En relación a la multilateralización de la 
intervención un antiguo miembro del 
órgano de inspección de las Naciones 
Unidas demuestra que las grandes 
potencias, desprovistas de una doctrina de 
seguridad planetaria, continúan 
interesadas en el control de la ONU más 
que en el análisis y solución de las crisis 
que se multiplican en el mundo. Los 
Cascos Azules y las injerencias 
humanitarias son una manera de paliar 

                                                 
131 Citado por Vicenc Fisas, '¿Exterminio humanitario?', en El 
Espectador, 8 de octubre de 1993, pág. 8A.  

esta incapacidad. La ONU, según M. 
Bertrand seguirá entonces cargada de 
asuntos inabordables y confinada a un 
papel de bombero de guerras sin fin. La 
importancia e influencia de la ONU, 
afirma, aumenta en función misma del 
crecimiento de la inseguridad en el 
mundo. Por eso seguirán aumentando los 
refugiados, los Estados miembros, las 
resoluciones de seguridad y el tratamiento 
militar y represivo a fenómenos que 
requieren una terapia totalmente 
diferente. Más que multilateralización en 
el marco de la ONU, indica, de lo que se 
trata es de conferirle a la organización 
internacional los asuntos insolubles 
(Sahara Occidental, Chipre, ex-Yugoesla-
via) para librar a las grandes potencias de 
su gestión. Y por el contrario, se deja a la 
ONU de lado en los temas más 
importantes en materia de seguridad 
(reducción de armas nucleares y 
convencionales entre los Estados Unidos 
y la antigua URSS), de negociaciones 
posibles (acuerdo de París sobre 
Camboya, acuerdo sobre Namibia, 
negociaciones entre Israel y los Estados 
árabes) o de ciertos conflictos (antiguas 
repúblicas soviéticas)132. 
 
Algunas aplicaciones del 
neointervencionismo 
 
Las doctrinas del neointervencionismo 
han tenido ya numerosas y muy variadas 
aplicaciones. Pero dos casos, entre 
muchos otros, pueden ser particularmente 
ilustrativos: Somalia y Haití. Ambos 
demuestran los contrasentidos y 
dificultades de las pretendidas 
intervenciones supuestamente 
humanitarias y democráticas. La memoria 
de estos fracasos ilustra las 
contradicciones del nuevo interven-

                                                 
132 Maurice Bertrand, `A défaut dune stratégíe...', Op. Cit. pág. 
11.  



cionismo mejor que numerosos 
argumentos. Por ello, vale la pena 
detenernos un poco en estos dos casos. 
 
Caso de Somalia 
 
Tras el derrocamiento del presidente 
Moha med Syaad Barre, en enero de 1990, 
Somalia se hallaba sumida en el caos y la 
guerra civil. Según Daniel Hermant, 
director del Instituto Francés de 
Polemología133, Somalia es un país sin 
Estado, basado en la tradición cultural de 
los linajes de los Tuaregs. Su 
organización en clanes es inclasificable 
de acuerdo a categorías políticas 
occidentales que no les son propias. Su 
exótica forma estatal "herencia de la colo -
nia" había sido además debilitada por las 
políticas de ajuste impuestas por el 
FMI134. Meses de sequía habían 
terminado de sumir a su población en el 
hambre y la desesperación. Disuelto el 
frágil vínculo estatal, Barre fue derrocado 
y se desató la guerra fratricida entre 
diferentes facciones conformadas por una 
mezcla de tribus, partidos y sectores 
sociales, que se lanzaron con el propósito  
de repartirse el país por la fuerza de las 
armas. Entre estos bandos el más 
poderoso estaba constituido por las mili-
cias del general Mohammed Farah Ardid. 
 
Cinco semanas antes de concluir su 
gobierno, el Presidente Bush tomó la 
decisión de intervenir en Somalia. Lanzó 
entonces la operación denominada 

                                                 
133 Citado por Santiago Gamboa, 'Somalia: país sin Estado», en 
El Tiempo , 10 de octubre de 1993, pág. 18A.  
 
134 Acabar los pastores nómadas insertos en un sistema 
tradicional de intercambio y acusados de contribuir a la 
degradación ecológica, reducir el Estado y hacer pagar la 
deuda externa de Somalia fueron objetivos centrales del plan 
de ajuste estructural que contribuyó a destruir la 
autosuficiencia alimentaria que ese país vivió hasta los años 
setenta a pesar de ciertas épocas de sequía Así lo demuestra 
Michel Chossudovsky, `Dépendance alimentarre, 'ingérence 
humanitarre' en Somalie', en Le Monde Diplomatique, julio de 
1993, págs. 16-17. 

"Devolver la Esperanzan, que debía 
garantizar la distribución de alimentos y 
medicinas a seis millones de somalíes en 
el breve lapso de tres meses. Los rostros 
famélicos de mujeres y niños sirvieron 
para justificar ante la opinión mundial 
esta "injerencia humanitaria" que, como 
de paso y sin quererlo, permitía resaltar y 
legitimar el liderazgo mundial 
norteamericano en el nuevo orden emer-
gente tras el fin de la guerra fría. La 
decisión de Washington fue secundada 
por las Naciones Unidas. El 4 de 
diciembre de 1992, el Consejo de 
Seguridad aprobó la denominada 
Operación Consolidada de las Naciones 
Unidas en Somalia (ONUSO), con el 
singular argumento de que la situación de 
hambre y anarquía que allí se vivía, 
constituía una grave amenaza a la 
seguridad y la paz internacionales. 
La operación se vislumbraba como uno 
de los primeros, más generosos y más 
fáciles ejemplos de la nueva doctrina de 
"intervención humanitaria". Sin embargo, 
se convirtió en un completo desastre. 
Degeneró en una ocupación violenta que 
agravó aún más los problemas internos de 
Somalia, alejó a los equipos humanitarios 
de sus tareas, lesionó y dividió a la misma 
ONU. Como lo ha señalado el presidente 
de Médicos Sin Fronteras, la operación 
terminó pareciéndose más bien a un 
"crimen humanitario 135. 
 
En vez de resolver el problema del 
hambre, la misión lo agudizó. Según la 
organización ya citada, en el momento de 
la intervención el área asolada estaba ya 
en vías de recuperación. Tras el retorno 
de las lluvias y el intenso trabajo 
desarrollado por los agricultores, se 
podían prever buenas cosechas. Se 
contaba además con la colaboración de 
                                                 
135 Rony Brauman, Le crime humanitaire, Somalie, París, 
Arlea, 1993. 
 



agencias humanitarias que llegaron 
mucho antes que la ope ración salvadora 
de Estados Unidos y de la ONU. La 
ayuda alimentaria a gran escala resultó 
entonces excesiva y más bien perjudicial, 
puesto que hundió los precios agrícolas 
locales y desincentivó la recolección de 
cosechas. 
 
La operación no logró tampoco ayudar en 
la tarea de reorganización social y 
económica interna. Tanto los Estados 
Unidos como la misma ONU 
desconocieron la situación de Somalia136. 
En consecuencia, el propósito de re-
construir las instituciones estatales y 
garantizar un orden no resultó viable, 
como tampoco lo fue la idea del 
secretario de la ONU de conformar un 
gobierno nacional unitario con un pueblo 
en un 70% nómada, disperso en diversos 
países, y cuyos mecanismos de 
funcionamiento tradicional habían sido 
pervertidos durante el gobierno del 
general Barre137. Por lo demás, lo que 
enfrentaba a las distintas facciones no era 
la disputa entre distintos modelos sociales 
o políticos, sino el simple anhelo de 
poder. 
 
La intervención ni siquiera propició las 
negociaciones políticas entre las 
facciones en guerra ni el desarme. Por el 
contrario, contribuyó a exacerbar el 
conflicto. Primero, a partir de diciembre 
de 1992, suscitó la lucha entre los clanes 
por el control de las ropas, alimentos y 
medicinas que llegaban al país. Cada uno 
de los actores políticos locales, incluido 

                                                 
136 La situación en Somalia no se podía reducir a una crisis 
`humanitaria' ni se solucionaba con la repartición de comida, 
ropa y medicamentos sino que era resultado de graves 
conflictos internos y políticos de ajuste, como lo demuestra 
Michel Sailhan, `Infinie désespérance en Somalie' en Le 
Monde Diplomatique, agosto de 1992, pág. 27. 
137 Gérard Prunier, 'De l'aide humanitaire á la chasse aux civils. 
Uinconcevable aveuglement  de l'ONU en Somalie', en Le 
Monde Diplomatique, noviembre de 1993, pág.  
 

Mohamed Syaad Barre, habían tratado 
desde antes de utilizar la ayuda como 
fuente de recursos para el clientelismo 
político o para asegurar la sobrevivencia 
del régimen. Luego, la situación se 
complicó aún más. La misma misión, 
concebida en forma de invasión militar, 
entró a hacer parte de la guerra. 
 
El empeño de la ONU por desarmar a las 
milicias del general Mohammed Farah 
Aidid, fue respondido en el mes de junio 
con la muerte de 56 soldados de las 
fuerzas internacionales. Los Cascos 
Azules devolvieron entonces el golpe, 
desataron un bombardeo sobre la 
población civil y provocaron la muerte de 
centenares de somalíes. El afán por 
capturar a Aidid derivó en una guerra 
contra el líder que, al cabo de seis meses, 
lo convirtió en el protagonista estelar del 
conflicto, en un mártir de la autode-
terminación de su pueblo, sin lograr 
siquiera socavar su poder ni erosionar su 
arsenal. La intervención internacional no 
sólo no tomó en cuenta a los actores 
locales, sino que los consideró como una 
horda de bandidos y salvajes. La ONU se 
transformó entonces en una simple 
facción más de una guerra civil cuyas 
raíces históricas desconocía y de una 
sociedad cuyas reglas de funcionamiento 
despreciaba. 
 
Las verdaderas razones de los Estados 
Unidos y de la ONU para intervenir en 
Somalia, tenían poco que ver con la 
situación de miseria sufrida por ese país. 
Contaron mucho más los intereses 
norteamericanos y la oportunidad de 
propagar la nueva doctrina de 
intervención, en una ocasión que permitía 
poner en primer plano su carácter 
humanitario. Como ya lo hemos señalado, 
la misión fue decretada con gran 
despliegue publicitario por el presidente 
Bush, en respaldo a su idea de un "nuevo 



orden mundial" bajo conducción 
norteamericana. Pocas semanas después, 
Clinton recibió la pesada herencia y pasó 
rápidamente, de salvar su responsabilidad 
en la decisión, a transformarla en asunto 
central de su política exterior con el fin de 
reconquistar la popularidad perdida en su 
propio país. Con ese propósito, en mayo 
de 1993 decidió el envío de refuerzos a 
Somalia. Sin embargo, la misión 
concluyó en un estruendoso fracaso. 
 
A pesar de que Bush y Clinton 
consiguieron elevar su popularidad 
momentáneamente138, pronto empezó la 
inconformidad interna con el charity 
show. Las imágenes de los 18 cadáveres 
norteamericanos arrastrados por las calles 
de Mogadiscio, de los 100 heridos y del 
asustado prisionero que lamentaba ante 
sus captores la muerte de inocentes, 
generó protestas en los Estados Unidos139. 
Republicanos y demócratas en el 
Congreso exigieron la retirada de Somalia 
y el 59% de los norteamericanos se 
manifestaron en el mismo sentido140. Por 
lo demás, las contradicciones entre los 
principales actores de la intervención 
fueron evidentes desde el comienzo 141. La 
primera disputa se generó en torno al 
empeño de los soldados norteamericanos 
por llevar simbólicamente el primer 
camión con comida y tener su propio 
comando. Luego, el jefe de los Cascos 
Azules italianos anunció su intención de 
desobedecer a los comandantes de la 
operación por disentir sobre sus métodos 
y objetivos, y por no haber sido 
informado sobre el bombardeo norteame-
ricano a pesar de tener tropas en 

                                                 
138 Hasta el Reverendo Jesse Jackson declaro que por primera 
vez él aprobaba de todo corazón una decisión de Bush, según 
lo anota Gérard Prunier, 'Deux politiques d'intervention en 
Somalie', en Le Monde Diplomatique , febrero de 1993, pág. 9.  
139 El Espectador, 6 de octubre de 1993, pág 7A.  
140 El Espectador, 9 de octubre de 1993, pág. 8A. 
141 Comenta las divergencias entre Estados Unidos y la ONU, 
Gérard Prunier, 'Deux politiques...',Op. Cit., págs. 8 y 9.  

Mogadiscio. La ONU pidió el relevo del 
oficial pero el gobierno italiano no sólo 
rechazó dicha petición, sino que reiteró el 
carácter humanitario de su misión142. Más 
tarde, el ministro francés de De fensa, 
Francois Leotard, criticó las operacio nes 
militares estadounidenses por su carácter 
unilateral y desviado de los objetivos 
iniciales, y anunció además que Francia 
se retiraría antes que los Estados 
Unidos143. Finalmente, el ministro de 
Defensa de Bélgica, afirmó que no era 
favorable a los métodos usados por los 
estadounidenses en Somalia y prefería 
que las operaciones fueran realizadas en 
colaboración con la población local144. 
 
Para responder a esta crisis, el Presidente 
Clinton buscó evitar una salida inmediata 
de los soldados estadounidenses que diera 
la impresión de una derrota, pero al 
mismo tiempo se cuidó de no suscitar la 
oposición de nuevos rivales145. Reforzó la 
presencia militar, ordenó el 
emplazamiento de un portaviones y dos 
grupos anfibios con 3.600 marines, 
destinados a permitir una retirada 
ordenada antes del 31 de marzo de 1994. 
Igualmente, destacó la ne cesidad de crear 
condiciones para sustituir las tropas 
norteamericanas por fuerzas de la ONU y 
reconoció que no se debía "personalizar" 
los objetivos de la misión, esto es, 
dirigirla contra el general Aidid. En un 
tono autocrítico, el secretario de Estado 
Warren Christopher, señaló que las 
autoridades norteamericanas, incluyendo 
al mismo Presidente, eran responsables 
por haber desviado la misión humanitaria 
hacia el terreno militar llevados por el 
empeño de capturar al caudillo somalí146. 
Tratando de reparar las cosas, su enviado 

                                                 
142 El Espectador, 6 de septiembre de 1993, pág. 7A. 
143 El Espectador, 8 de octubre de 1993, pág. 8A.  
144 El Tiempo, 8 de octubre de 1993, pág. 12A. 
145 El Espectador, 7 de octubre de 1993, pág. 6A.  
146 El Espectador, 11 de octubre de 1993, pág. 8A.  



especial se entrevistó con representantes 
de las distintas facciones enfrentadas, 
incluida la Alianza Nacional Somalí 
liderada por Aidid, quien llamó a un cese 
del fuego 147. Ninguna argumentación 
podría demostrar mejor que la experiencia 
de Somalia los contrasentidos y absurdos 
de la pretendida injerencia humanitaria. 
 
El caso de Haití 
 
Haití ofrece un ejemplo a la vez similar y 
diferente148. El presidente electo, Jean 
Bertrand Aristide, fue depuesto por un 
golpe militar. En reacción ante el hecho, 
el Consejo de Seguridad impuso, por 
primera vez en su historia, sanciones a un 
país que no mantenía enfrentamiento 
alguno con otros Estados y que no se 
encontraba tampoco en guerra civil. 
Desbordando sus atribuciones habituales, 
castigó un golpe de Estado. Aplicó así la 
teoría sustentada por el Secretario 
General de la ONU, según la cual, 
mantener la paz entre los Estados res-
petando su soberanía ya no puede ser la 
función de las Naciones Unidas sino que 
ésta debe hacerle frente a los conflictos 
que están dividiendo a los pueblos al 
interior mismo de los Estados e intervenir 
utilizando incluso los me dios coercitivos 
para defender los derechos humanos, 
imponer la paz y la democracia 149. 
 
El caso había sido inicialmente tratado en 
la OEA150, pero luego pasó a 

                                                 
147 El Tiempo, 11 de octubre de 1993, pág. 11A.  
148 Sobre la situación de Haití: Jean-yerre Alaux, "Trop de 
pauvres pour la démocratie en Haiti', en Le Monde 
diplomatique, noviembre de 1991, pág. 7; del muno autor, 
`L'espérance du droit en Hdti' Le Monde diplomatique enero 
de 1993, p. 14; André Corten, `La démocracie ou 1'évasion. 
Lea réfugiés haitiens á 1'assaut de l'Amérique', en Le Monde 
diplomatique, febrero de 1992, p. 15.  
149 Boutros-Ghali, «Nouveau champ...',Op. Cit. pág. 32. 
150 Un completo recuento de la actuación de la OEA en Haití se 
encuentra en José Luis Ramírez León, `La OEA, la democracia 
y Haití. La nueva agenda de la organización regional', en 
Colombia Internacional, No. 20, CEI-Uniandes, octubre-
diciembre de 1992, págs. 3-8. 

consideración de la ONU, cuando el 
embajador del gobierno de Aristide 
propuso que las sanciones impuestas a su 
país por la OEA, se hicieran obligatorias 
para toda la comunidad internacional. El 
Consejo de Seguridad aprobó entonces la 
prohibición de vender petróleo y 
pertrechos militares a Haití y dispuso la 
congelación de bienes del gobierno de 
facto en el extranjero. Las sancio nes 
deberían comenzar el 23 de junio de 
1993, a menos que los militares golpistas 
se avinieran a dialogar con representantes 
de Aristide, bajo los auspicios de la ONU 
y la OEA. 
 
Con la adopción unánime de esa decisión 
culminaban tres años de esfuerzos de 
Estados Unidos, Francia y Gran Bretaña, 
por extender las prerrogativas del Consejo 
a asuntos ajenos a su esfera específica de 
competencia, restrin gida en principio al 
mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales. Además, el ca so de Haití 
tiene que ver con otro asunto clave de la 
agenda global: las migraciones. El Presi-
dente Bush consideraba la migración de 
haitianos hacia los Estados Unidos como 
un problema de seguridad, por lo que 
ordenó al cuerpo de guardacostas detener 
en alta mar a los migrantes y devolverlos 
a su país. Y Clinton, a pesar de que, 
durante su campaña, la había calificado 
de "cruel e ilegal"151, continuó la política 
iniciada por Bush para impedir una 
inmigración masiva. 
 
América Latina había sostenido que la 
prolongada crisis interna y los procesos 
migratorios haitianos no atentaban contra 
la seguridad internacional ni contra la 
soberanía norteamericana. Así había 
impedido que, en 1990, Estados Unidos, 
Francia y Gran Bretaña alcanzaran su 
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objetivo de ampliar el ámbito de 
competencias del Consejo de Seguridad. 
En esa misma ocasión, los 
latinoamericanos se habían pronunc iado 
también en contra de que ese organismo 
se ocupara de asuntos como el tráfico de 
estupefacientes y la protección del 
ambiente. Paradójicamente, cuando en 
1993 las mismas potencias volvieron a 
recurrir a la crisis haitiana para establecer 
una capacidad ilimitada de injerencia de 
parte del Consejo, la mayoría de los 
países latinoamericanos propició el paso. 
Unos lo aprobaron en forma explícita y 
otros renunciaron a llevar sus reservas al 
terreno de la oposición activa, como 
habían hecho tres años atrás152. Sólo 
México y Colombia se opusieron a la 
intervención. 
 
En octubre de 1993, tras el fracaso del 
acuerdo firmado el 3 de julio por Aristide 
y el gobierno de facto 153, se puso sobre el 
tapete la posibilidad de invadir a Haití. El 
Consejo de Seguridad incrementó las 
sanciones en contra del gobierno, aprobó 
desplegar un batallón internacional de 
1.600 hombres armados para favorecer el 
restablecimiento de la vida democrática y 
profesionalizar las fuerzas armadas haitia-
nas, decidió bloquear navalmente la isla, 
y barajó inclusive la aplicación del 
artículo 42 de la Carta, que permite el uso 
de la fuerza para restablecer la paz y la 
seguridad154. 
A pesar de las contradicciones entre el 
depar tamento de Estado y el Pentágono, 
de la enmienda presentada en el Congreso 
norteamericano para impedir el envío de 
soldados a Haití, y de la presión de la 
opinión pública en contra de una 
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153 Sobre el Acuerdo ver Jean-Pierre Alaux, 'Le retour du 
piésident Aristide en Haiti', en Le Monde diplomatique, 
octubre de 1993, pág. 23. 
154 Resolución 875 de la ONU, El Tiempo , 17 de octubre de 
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intervención como efecto del fracaso en 
Somalia, Clinton consiguió conservar el 
derecho a ordenar una intervención 
militar y envió seis barcos de guerra a las 
costas haitianas para hacer cumplir la 
reactivación del embargo de la ONU. A 
esta decisión se sumaron Canadá, 
Venezuela, Argentina y Chile155. 
 
Con estas medidas, para la mayoría de los 
haitianos, de lo que se trataba era de una 
nueva invasión como la ocurrida en julio 
de 1915, cuando infantes de marina 
norteamericanos desembarcaron en 
Puerto Príncipe y permanecieron en la 
isla hasta 1934. El dictador Raúl Cedras 
aprovechó entonces la situación, desafió 
el bloqueo naval y ordenó un "Día de la 
Indignación". Los haitianos gritando 
"¡vamos a hacer otra Somalia aquí!", 
impidieron el desembarco. El propio 
presidente Clinton tuvo que dar la orden 
de retirada 156. Aún hoy, en marzo de 
1994, la crisis haitiana continúa sin 
solución. La intervención de las Naciones 
Unidas es hasta ahora un fiasco. 
 
Somalia y Haití constituyen pues dos 
hechos prácticos que muestran las 
contradicciones del intervencionismo y 
que se suman a las preocupaciones 
manifestadas por varios académicos y por 
algunos países vulnerables. 
 
A modo de conclusión 
 
Es claro que los procesos de 
transnacionalización, globalización e 
interdependencia exigen hoy una 
reinterpretación de la soberanía de las 
naciones y del principio de no 
intervención, base tradicional del derecho 
y de las organizaciones internacionales. 
Pero esta readecuación conceptual, 
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jurídica e institucional no puede ser 
adelantada de manera unilateral por las 
grandes potencias, a costa del indispen-
sable respeto entre los Estados, en 
beneficio exclusivo de los países 
industrializados, y sin tener en cuenta las 
perspectivas e intereses del resto del 
mundo. No puede ser fruto de la 
imposición sino de la libre concertación 
internacional. De lo contrario, lejos de 
contribuir a la seguridad mundial, el 
intervencionismo unilateral podría 
convertirse en uno de los factores más 
importantes de inestabilidad y desorden 
internacionales. 
 
El problema no radica, pues, en debatir si 
existen o no problemas de carácter 
supranacional que ameriten la 
cooperación de la comunidad 
internacional y que modifiquen incluso el 
entendimiento tradicional de la soberanía; 
radica más bien en la pretensión de las 
grandes potencias de apropiarse de la 
definición de asuntos que tienen que ver 
con la convivencia y justicia 
internacionales como prerrogativa suya, e 
imponer sus intereses y perspectivas 
como prioridades de la agenda 
internacional. Lo que está en juego es 
entonces si la democracia tiene o no 
cabida en los espacios internacionales. La 
Carta y el Sistema de Naciones Unidas 
siguen siendo los mejores instrumentos 
para coordinar una época incierta y 
asegurar una transición hacia 
instituciones internacionales 
democráticas. Pero, mientras no se 
desarrollen en ellas mecanismos eficaces 
y democráticos de cooperación entre los 
pueblos, la soberanía y la no intervención 
tendrán que seguir siendo defendidos 
como los atributos fundamentales del 
Estado y el punto de apoyo más firme de 
la paz mundial. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



SEGURIDAD: ¿PARA LA 
GENTE O PARA EL 
ESTADO? 
 
Álvaro Camacho Guizado* 
 

EL PROBLEMA 
CENTRAL DE UNA 
POLÍTICA 

DE SEGURIDAD CIUDADANA 

El tema de la seguridad ciudadana 
suscita profundas controversias. Forma 
parte del repertorio ideológico favorito 
de políticos típicamente conservadores, 
tema de las clases propietarias que 
reclaman mayor protección de la fuerza 
pública y de ciudadanos asustados que 
claman por una mano dura que les 
proteja en sus vidas y bienes; espacio de 
construcción social de clases peligrosas 
y elementos amenazantes e indeseables 
para el buen rostro de una sociedad. De 
otra parte, miradas alterna tivas que 
reconocen no sólo las situaciones ob-
jetivas de mala distribución de los 
recursos y la riqueza, las dificultades de 
acceso a bienes y servicios por parte de 
vastos sectores socia les, sino la 
abdicación del Estado en su papel de 
corrector de las inequidades, de árbitro 
superior de conflictos y garante de 
transforma ciones sociales en un clima 
de paz. 

 
Es claro, por lo demás, que la seguridad 
ciudadana, más allá de su carácter de 
tema ideologizado, es ante todo un 
derecho al que le corresponde un deber. 
Junto con la defensa de las amenazas 
externas y las garantías de mantenimiento 
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de la paz y orden, la seguridad material 
constituye uno de los pilares sobre los 
cuales se asientan las relaciones entre los 
gobernantes y los gobernados. Forma 
parte, por lo mismo, del repertorio de 
obligaciones de los gobiernos con sus 
asociados, y de éstos con aquéllos, y es a 
la vez una de las fuentes prioritarias de la 
legitimidad requerida por un sistema 
político que pretenda concitar la aquies-
cencia necesaria para su desempeño. 
 
La noción de seguridad vista así 
supera la estrecha concepción de la 
protección contra las clases peligrosas, 
y tendría que volcarse a la estructura 
de las relaciones sociales tanto en el 
ámbito privado como en el público y el 
estatal. Vendría a ser, como lo expresa 
Barrington Moore, la contribución que 
se espera del gobernante, y que se 
concreta en la seguridad contra la 
depredación foránea o interna, contra 
las amenazas sobrenaturales, naturales 
y humanas a la provisión de alimentos 
y otros soportes materiales de la vida 
diaria 157. 
 
Incluye así mismo las garantías de que 
sean realizables las expectativas de 
bienestar que el mismo sistema promete a 
sus asociados como parte de sus 
demandas de adhesión. Y también exige a 
los asociados el cumplimiento de sus 
obligaciones con un orden en el que de la 
justicia y equidad se generen las 
posibilidades de que la sociedad pueda 
beneficiarse con los recursos prometidos. 
El pago de impuestos, el respeto a 
disposiciones que tienden a extender 
derechos a la mayoría de la población, la 
obediencia a la normatividad 
democráticamente ganada, el acatamiento 
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del monopolio estatal sobre la justicia, la 
fuerza y la fiscalidad, son deberes 
sociales que se corresponden con las 
exigencias elevadas al Estado y al orden 
social en su conjunto. 
 
Paralelamente con lo anterior está la fre-
cuente dicotomía entre las responsabilida-
des del Estado consigo mismo, como 
supuesta expresión de una voluntad 
colectiva, y la protección de los 
ciudadanos que depositan en él la 
autoridad para su seguridad. Si bien es 
obligación del Estado la protección del te-
rritorio y la soberanía nacional, también 
lo es que tal responsabilidad no puede 
suplantar la exigencia de protección de la 
reproducción de la vida colectiva de los 
ciudadanos. Los extremos de esta 
dicotomía pueden conducir, si no hay un 
claro balance, a ideologías absolutistas o 
extremo-liberales. El tema, pues, incluye 
fuertes cargas emocionales, y su examen 
por tanto no está exento de lineamentos 
ideológicos. 
 
Este tipo de debates ha sido 
lamentablemente precario en el acaecer 
político colombiano. A título de 
constatación, el presidente Gaviria ha 
sido el primero que ha buscado plantearse 
el tema de una manera explícita, y de allí 
que se haga necesario someter a examen 
su intención. Por ello en este artículo 
pretendo hacer una somera revisión de los 
principales documentos en los que el 
gobierno ha planteado sus políticas de 
seguridad. Como tesis central sostendré 
que si bien el intento es valioso, se 
encuentra a medio camino entre la 
preocupación central de garantizar la 
seguridad del Estado y la de propiciar la 
correspondiente a los ciudadanos. Espero 
mostrar que este medio camino, y sus 
correspondientes carencias y 
contradicciones se suscitan 
principalmente a partir del estableci-

miento de una ecuación entre Estado y 
sociedad, que en el contexto de un clima 
de violencia polimórfica, la seguridad del 
Estado ha venido ocupando un lugar 
prioritario, y que sólo como subproducto 
de la misma se confrontan, con grandes 
vacíos, los temas de la seguridad de los 
ciudadanos. 
 
EL ITINERARIO DE LAS 
POLÍTICAS 
 
El problema de la seguridad del Estado, o 
seguridad nacional en Colombia, aunque 
no ha sido suficientemente estudiado, sí 
ha recibido alguna atención. Los varios 
analistas han coincidido en que ha sido 
justamente el gobierno actual el que más 
énfasis ha puesto en elaborar un cuerpo 
de doctrina y un conjunto de medidas 
destinadas a configurar una política que 
escape de los lineamentos militares 
tradic ionales y ponga más acento en la 
capacidad global del Estado para con-
frontar las múltiples amenazas a su 
estabilidad 158. Sin embargo, como se 
deduce de la lectura de la documentación, 
la preocupación central de tal política se 
concreta en un conjunto de medidas para 
defender a ciudadanos "de bien" de las 
amenazas planteadas por la existencia de 
clases peligrosas. 
 
Tales amenazas se localizan en la 
presencia de formas variadas de 
delincuencia que incluyen tanto la 
rebeldía política como la delincuencia 
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común. De esta manera el tema de la 
seguridad se traduce en una 
preocupación sistemática por su 
componente delincuencial, con lo que 
ello significa en términos de 
fortalecimiento de los cuerpos armados 
del Estado. 

 
En lo que sigue se examinará con algún 
detalle el desarrollo de estas políticas. 

La Primera 
Estrategia contra 
la violencia 

En mayo de 1991 el gobierno colombiano 
publicó masivamente su Estrategia 
Nacional contra la Violencia, destinada 
a organizar todo un programa de 
seguridad que, como tal, significó una 
innovación en el manejo del conflicto 
social y político imperante en el país. Allí 
el gobierno reconoció que en Colombia 
coexisten múltiples formas de violencia 
que se expresan con diversas lógicas e 
intensidades, y que contribuyen a 
dificultar la realización de algunas de las 
obligaciones ordinarias del Es tado, como 
la provisión de servicios públicos en 
vastas áreas de nuestra geografía y la 
tarea específica de afianzar la democracia 
y aclimatar definitivamente la paz en el 
territorio nacional. En concreto el 
gobierno resaltó cómo: 

 
La amplia gama de violencias 
presente en el país incluye la 
violencia política producida por las 
organizaciones guerrilleras en 
acciones contra el Es tado y la 
población civil; la violencia ligada a 
conflictos de naturaleza social; la 
violencia e intimidación contra 
grupos o personas en razón a perte-
nencia a determinadas corrientes 
políticas ejercida por grupos de 

justicia privada o llamados paramili-
tares; la de carácter sociocultural 
ejercida contra minorías étnicas; la 
delincuencia común y formas de 
criminalidad individual y difusa; la 
delincuencia organizada y el 
sicariato, que cobija la violencia per-
petrada por las redes criminales 
propulsoras del narcoterrorismo y la 
violencia propia del negocio del 
narcotráfico, la cual es ejercida para 
efectos de intimidar a la Justicia, el 
Estado y la sociedad, eliminar 
rivales, dirimir asuntos relativos a los 
dividendos del negocio, apuntalar 
actividades delictivas y ejercer 
hegemonías territoriales y, 
finalmente, la violencia relacionada 
con la violación de los Derechos 
Humanos por parte de miembros de 
organismos del Estado que por 
decisión individual, en casos foca-
lizados y en contra de las normas 
institucionales vigentes, se 
extralimitan en el ejercicio de la 
guarda del orden público 159. 
 

A semejante diagnóstico 
correspondieron cinco grandes políticas: 

 
La primera... está dirigida a fortalecer 
la iniciativa de las autoridades del 
nivel regional y local -gobernadores, 
intendentes, comisarios, alcaldes-, y a 
reforzar la coordinación 
interinstitucional a través de los 
Consejos Seccionales de Seguridad, 
los cuales deben elaborar planes 
regionales de seguridad, de acuerdo 
con las características de la violencia 
que predominen en cada jurisdicción 
y hacer el seguimiento respectivo. 
Dentro de un contexto de democracia 
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participativa, se busca abrir nuevos 
espacios para que las organizaciones 
cívicas, y la comunidad en general, 
contribuyan en el desarrollo de estos 
planes y en la programación y pues ta 
en práctica de la rehabilitación 
económica y social en sus respectivas 
regiones. 
 
En el marco de un proceso integral 
dirigido a reducir los niveles de 
violencia que hoy tenemos, la 
segunda política busca solucionar el 
problema de la impunidad, para lo 
cual se requiere fortalecer y 
modernizar la Justicia, su 
administración, promover el someti-
miento a la ley e impulsar los nuevos 
procedimientos institucionales -no 
judiciales- para dirimir querellas 
entre ciudadanos. En tercer lugar, se 
exponen los principios y criterios que 
orientan la política de paz y los 
procedimientos de negociación con la 
guerrilla que conduzcan a poner fin a 
su alzamiento armado. La cuarta 
política contempla los planes y 
acciones concretos tendientes al 
robustecimiento del Estado en su 
capacidad para afrontar con eficacia 
los diversos agentes de la violencia -
guerrilla, narcotráfico, delincuencia, 
terrorismo- y fenómenos de-
lincuenciales como el secuestro y la 
extorsión. Finalmente, se otorga una 
especial atención a las medidas 
específicas para la protección y 
promoción de los Derechos Humanos 
en el país (p.6). 

Las políticas se inspiraban en dos 
grandes consideraciones: de una parte, 
en la necesidad de robustecer el Estado 
a través de la reducción de las 
amenazas contra su estabilidad; de 
otra, los parámetros ideológicos y 

políticos desarrollados en torno de la 
nueva Constitución, cuya vigencia se 
inició en julio del mismo año y que 
hacían énfasis en postulados de 
democracia y participación. Lo 
primero se concretó en los principios 
de justicia e investigación criminal, 
negociación con los grupos 
insurgentes y defensa de los Derechos 
Humanos; lo segundo en el 
fortalecimiento del sentido de la 
civilidad y el énfasis en la 
participación ciudadana. 

La Directiva Presidencial No. 05 

En diciembre de 1991 se expidió la 
Directiva Presidencial No. 05, destinada a 
precisar las responsabilidades de la 
entidades del Estado en el desarrollo de la 
Estrategia Nacional contra la Violencia. 
Dado que para la fecha de expedición de 
esta Directiva ya estaba en vigencia la 
nueva Constitución, el documento se 
apoyó en sus preceptos para dar más 
énfasis a los componentes de 
participación y democratización. En ella 
el Ejecutivo resaltó las tareas concretas 
que deberían realizar las diferentes 
dependencias del Estado. Es notorio 
cómo en esta Directiva se dieron plazos 
cortos y perentorios para que las diversas 
dependencias del Estado formularan 
planes y programas concretos de acción 
en sus respectivas áreas. Se evidenciaba 
así una clara decisión politiza de hacer 
efectivas las politizas trazadas en la 
Estrategia. 

El Plan Quinquenal para la Fuerza 
Pública 

Tanto la Estrategia como el Plan 
Quinquenal, de diciembre de 1991, como 
lo ha señalado Juan Tokatlian, comparten 



ciertos supuestos que signan su 
naturaleza: primero, la inexistencia de un 
referente externo significativo en 
términos de "amenazan o "hipótesis de 
conflicto"; segundo, una percepción 
positiva de la capacidad y eficiencia de la 
Policía; tercero, un marcado acento en la 
eficacia de las instancias e instrumentos 
para derrotar la violencia; cuarto, la 
valoración de lo civil en el manejo del 
orden público160. 

Tokatlian, sin embargo, encuentra serias 
diferencias entre los dos documentos. 
En primer lugar, "mientras la E.N.V. 
tiene como horizonte 'teórico' la 
consecución de la paz mediante el 
diálogo -con ingredientes políticos y 
sociales- en la superación de la 
violencia (sin descuidar el 
'robustecimiento de la capacidad 
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operativa de las fuerzas armadas el P 
Q.K.P. se inserta, de manera tentativa, 
en la lógica de un conflicto armado 
prolongado en lo interno". En segundo 
lugar, "mientras la E.N.V. define unos 
objetivos que implican el 
fortalecimiento de la fuerza aérea y de la 
armada nacional, el P Q.F.P señala la 
necesidad de reducir los contingentes de 
estas fuerzas". Tercero, "mientras la 
E.N.V. denota un sesgo optimista en 
cuanto a la solución de las distintas 
problemáticas de violencia, el PQ.F.P se 
inscribe en una óptica pesimist a en 
relación a ella161. 

De esta evaluación, Tokatlian concluye: 
 

Las condiciones internas y externas 
han cambiado notoriamente. La 
Administración tiene una oportunidad 
irrepetible: así como avaló y propició 
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la Asamblea Constituyente y la 
Constitución de 1991, puede hoy 
diseñar una política de Estado y de 
largo plazo -y no meramente de 
gobierno y coyuntural- para hacer 
frente creativa y audazmente a los 
desafíos de seguridad interna y externa 
del país y a los requisitos de defensa 
democrática que tiene Colombia. 
Aunque parezca utópico o exagerado 
se necesita una estrategia colombiana 
por la paz que cuente con un respaldo 
civil y militar y el concurso de la 
derecha, el centro y la izquierda 
legales. En este terreno, el mandato del 
Presidente Gaviria todavía tiene el sol 
de frente y no a sus espaldas162. 

 
LAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD 
CIUDADANA  
 
La seguridad ciudadana en la Primera 
Estrategia 
 
A pesar de que se trató, como es claro, de 
una estrategia destinada a confrontar 
prioritariamente las amenazas a la 
estabilidad del Estado y a restablecer y 
consolidar el orden público, algunos 
puntos hicieron referencia explícita a 
temas de seguridad ciudadana. Entre ellos 
está el tratamiento a la juventud, al que se 
dedicó una sección especial, a partir de su 
vulnerabilidad como sector víctima y 
victimario. Tal tratamiento se basa en el 
estímulo a espacios de diálogo, la 
ampliación del Código el Menor, la 
creación de centros de recepción, de 
observación y de reeducación; la 
organización de comisarías de familia; 
mayor capacitación de organismos 
judiciales en el tratamiento de asuntos de 
la juventud, y programas de recreación, 
deporte y cultura. Otros campos de la 
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seguridad ciudadana fueron la política de 
descongestión de la justicia a través del 
fortalecimiento de las inspecciones de 
policía, el es tímulo a prácticas de 
conciliación y arbitramento y la creación 
de los Conciliadores en Equidad. En el 
terreno del control de la delin cuencia, las 
políticas principales consistían en 1) 
fortalecer la familia a través de la acción 
del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, y en el fomento a programas de 
recreación familiar; 2) propiciar un 
replanteamiento del sistema carcelario, 
para propender por una resocia lización de 
los reclusos; 3) estudiar mecanismos para 
reducir el porte de armas, y 4) mayor ser-
vicio a la comunidad, en particular en lo 
que respeta a la gestión de la Policía 
Nacional. 
 

Finalmente, la política de defensa y 
protección de los Derechos Humanos 
recibió un fuerte apoyo, mediante los 
compromisos de combatir la impunidad, 
organizar una política de prevención, 
facilitar la denuncia y seguimiento de 
casos, establecer procedimientos para 
afrontar los casos de desaparición, 
prestar atención humanitaria a los 
desplazados por la violencia, elaborar 
un informe anual sobre la situación de 
los Derechos Humanos en el país, 
realizar campañas educativas y permitir 
a la Cruz Roja visitar los centros de 
detención.  
 
La Segunda Estrategia de Seguridad 
 
En mayo de 1993 el Presidente Gaviria 
anunció una nueva estrategia de 
seguridad, esta vez dirigida a la 
protección del ciudadano. Después de que 
se tomaran medidas como la reforma de 
la Policía Nacional, la expedición de la 
política de control de tenencia y porte de 
armas y la creación de la 



Superintendencia de Seguridad, entidad 
encargada de vigilar las agencias privadas 
que prestan ese servicio, el gobierno dio a 
la luz, en octubre de 1993, su Seguridad 
para la Gente. Segunda Fase de la 
Estrategia Nacional Contra la Vio -
lencia. En este documento, profusamente 
anunciado y publicado como separata en 
los principales diarios del país, el 
Gobierno plasmó las nuevas direcciones 
que debería asumir una política de esta 
naturaleza. 

El principio central que explícitamente 
inspira la nueva Estrategia se postula 
así: 

Esta nueva fase de la Estrategia 
Nacional contra la Violencia se 
perfila a partir de los grandes 
propósitos que han orientado la 
acción del Gobierno de ga rantizar el 
monopolio del uso de la fuerza, 
recuperar la capacidad de la justicia 
para combatir la impunidad y ampliar 
el cubrimiento institucional del Esta-
do. De igual forma, mantiene el 
enfoque general sobre el liderazgo 
civil, planeamiento integral, mayor 
interacción entre ciudadanía y 
autoridades y robustecimiento de la 
justicia, la fuerza pública y la 
inteligencia. El respeto y promoción 
de los Derechos Humanos permanece 
como una de las orientaciones 
centrales de los objetivos y medidas 
que se desarrollarán dentro de esta 
política 163. 

Y en efecto, el programa básico de la 
política consiste en que 

                                                 
163 Presidencia de la República, Seguridad para la Gente. 

Segunda Fase de la Estrategia Nac ional Contra la Violencia, 

octubre de 1993, p. 11. En adelante será citada como 11 

Estrategia 

El Gobierno avanzará en una segunda 
etapa de la Estrategia Nacional contra 
la Violencia, en la cual se establece 
una política que busca trabajar por la 
seguridad ciudadana y la convivencia 
pacífica. Esta política se fundamenta 
en la aplicación armónica de dos 
criterios: primero, la consolidación de 
los esfuerzos de robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública; y segundo, 
la profundización en el enfoque 
preventivo y de planeamiento de la 
seguridad con el liderazgo del 
Gobierno Nacional, los gobernadores y 
los alcaldes (p. 23). 

A partir de estas intenciones las políticas 
centrales de seguridad ciudadana se 
concretan en el robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública, un enfoque 
preventivo de la delincuencia, 
integralidad de la planeación de la 
seguridad bajo la dirección de las 
autoridades civiles, énfasis en la 
participación ciudadana y respeto por los 
derechos humanos. 

En lo anterior se destaca un hecho central: 
la Segunda Estrategia es sin duda una 
reiteración de los enunciados de la 
primera, y en consecuencia los temas 
específicos de la seguridad ciudadana 
quedan relegados a un plano secundario. 
En efecto, el cambio principal consiste en 
que lo que en la Primera Estrategia es la 
cuarta política ("los planes y acciones 
concretos tendientes al robustecimiento 
del Estado en su capacidad para afrontar 
con eficacia los diversos agentes de la 
violencia -guerrilla, narcotráfico, 
delincuencia, terrorismo- y fenó menos 
delincuenciales como el secuestro y la 
extorsión"), se convierte en prioritaria en 
la segunda. 
 
El problema conceptual 



 
Parecería que una de las bases de esta 
reiteración responde a la heterogeneidad 
conceptual que maneja el Gobierno 
respecto de la noción de seguridad. De 
hecho, mientras en un pasaje la Segunda 
Estrategia define la seguridad ciudadana  
como "... un ámbito de bienestar donde 
priman la resolución pacífica de 
conflictos y una amplia interacción entre 
las autoridades y la comunidad (p. 11), en 
otro sostiene que 

Actualmente el narcotráfico, la 
guerrilla y las dis tintas formas de 
justicia privada constituyen retos 
para la seguridad nacional debido 
no tanto a su capacidad 
desestabilizadora, sino a la amenaza 
que representan contra la vida, el 
trabajo, la familia y el porvenir del 
ciudadano común164. 

El problema radica en que la primera 
noción define la seguridad como la 
capacidad de solución pacífica de 
conflictos en un ámbito de bienestar, 
lo que implica involucrar a los ciu-
dadanos en ella mientras que la 
segunda la localiza en enemigos 
concretos cuya acción amenaza 
prioritariamente al Estado y a sus 

                                                 
164 A su turno la Comisión Consultiva para la 

Reforma de la Policía Nacional definió la 

Seguridad Pública (sic) como 'aquella situación 

de hecho en la cual todas las manifestaciones 

legítimas de la vida social transcurren exentas de 

daño y amparadas contra los riesgos previsibles'. 

Revista Fuerzas Armadas, Año XXXI # 406, 

mayo-junio de 1993, separata especial «Reor-

ganización, modernización y actualización de la 

Policía Nacional', p. 4. 

instituciones, y sólo en segundo 
término al ciudadano común. Es decir, 
juegan en el documento dos nociones 
de seguridad cuyas implicaciones para 
la construcción de políticas son bien 
diferentes. En el primer caso el pro-
blema es el orden público propiamente 
militar, entendido a partir de la función 
que la Constitución le asigna al as 
Fuerzas Militares, cuya finalidad 
primordial es la "la defensa de la 
soberanía, la independencia, la 
integridad del territorio nacional y del 
orden constitucio nal" (Art. 21). En el 
segundo se trata del llamado orden 
público policial, y que corresponde 
más a la función asignada a la Policía, 
o sea el "mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el 
ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, y para asegurar que los 
habitantes de Colombia vivan en paz" 
(Art. 218). 

Quizás la confusión conceptual emana de 
un principio teórico más global, cual es la 
identificación del Estado y la sociedad, de 
modo que los enemigos del primero 
también lo son de la segunda. En efecto, 
el primer capítulo reveladoramente se 
titula "La seguridad del Estado es también 
la seguridad de la gente". De allí se 
infiere que los principales enemigos de la 
ciudadanía sean la guerrilla, el nar-
cotráfico y la justicia privada. El 
documento, más aún, establece unos 
límites en los cuales la sociedad se 
confunde, más que con el Estado, con el 
régimen político165. Pretender el cambio 
de éste es colocarse por fuera de aquella -

                                                 
165 Ver las valiosas sugerencias teóricas en este campo en 

los artículos de Iván Orozco, 'Elementos para una 

fundamentación del delítico político en Colombia: una 

reflexión a partir de la historié y de Luis Alberto Restrepo, 

`Relación entre la sociedad civil y el Estado», ambos en 

Análisis Político, # 9, enero a abril de 1990. 



la sociedad es lo político, y lo político es 
lo definido por el régimen-. Es preferible 
pensar que se trata de un infortunado 
lapsus calami, porque de otra manera el 
sentido totalitario de la frase quita 
esperanzas a los procesos de 
democratización y pacificación 
enunciados por el mismo gobierno166. 

¿Problemas de 
situación, problemas de 
teoría? 

El contexto político en el que surge la 
Segunda Estrategia puede explicar 
parcialmente el excesivo énfasis 
antisubversivo del documento. 
Las escaladas guerrilleras y el proceso 
de penetración y control sobre aparatos 
estatales locales y la relativa eficiencia 
de su estrategia político-militar han ido 
conduciendo al gobierno a un cambio 
consistente en buscar la degradación y 
derrota política del enemigo. Es decir, 
el gobierno también combina todas las 
formas de lucha. 
Y respecto del narcotráfico, el giro que 
parte de éste asumió una vez que se 
transformó en narcoterrorismo, y que se 
centro en el combate contra instituciones 
estatales, lo "politizó" de modo tal que el 
combatirlo se convirtió  en una verdadera 
razón de supervivencia del Estado, más 
que en una fuente de amenaza ciudadana. 
En este sentido el énfasis en esta 
dimensión de la violencia e inseguridad 
es justificado. Sin embargo, ya en la 

                                                 
166 Una ilustración de este problema se encuentra en la p. 31, 
en la cual, al enunciar la reforma del Código Nacional de 
Policía, se adjudica a las autoridades de policía 'la tarea de 
educación, conducción y desarrollo de la comunidad'. Es decir, 
ya no son los filósofos de Platón, ni los legisladores de Santo 
Tomás, ni los científicos de Comte, quienes asumen las tareas 
de educación 
y conducción e la comunidad. Ahora son, para el gobierno 

colombiano, las autoridades de policía. Es de desear que 

se trate de otro lapsus calami. 

Primera Estrategia se habían diseñado las 
políticas respectivas, y recibían toda la 
importancia que merecen. El problema 
nuevo, y que la Segunda Estrategia no 
resuelve, realmente, es pasar de una estra-
tegia de defensa de las instituciones a otra 
de defensa de los ciudadanos. 

Por ello a lo largo del documento se 
observa una tensión permanente entre 
los diagnósticos y políticas relativos a 
la seguridad estatal y los relacionados 
con la seguridad ciudadana: 

El panorama de la violencia y 
criminalidad en Colombia en los 
años 90 es bien distinto del que  se 
vivió en la década pasada. Hoy la 
situación ha cambiado con respecto 
de lo que existía cuando se inició el 
Gobierno del Presidente César 
Gaviria. Lo que antes eran grandes 
organizaciones criminales o sub-
versivas, que orientaban 
principalmente su acción contra las 
instituciones y el orden establecido, 
hoy se han convertido en un 
problema de seguridad para los 
colombianos, para sus familias, su 
trabajo y su bienestar (p.13). 

 
Pero más adelante: 

Es claro que una parte del elevado 
nivel de homicidios es responsabilidad 
de las acciones de la guerrilla, el 
narcotráfico, los llamados grupos de 
justicia privada y otras formas 
delincuenciales. Sin embar go, cuando 
se analiza el problema, se encuentra 
que la mayoría de los homicidios 
(cerca del 80%) hacen parte de una 
violencia cotidiana entre ciudadanos, 



no directamente relacionada con 
organizaciones criminales (p. 15)167. 

Como si el segundo texto desconociera al 
segundo, en el rubro del robustecimiento 
de la fuerza pública se asignan 
prioridades a las Fuerzas Militares, en 
consonancia con el PQ.F.P, a pesar de 
que uno de los mayores esfuerzos 
estatales respecto de la protección y 
defensa del ciudadano recaen sobre el 
fortalecimiento de la Policía Nacional: 

... el gasto en fuerza pública deberá 
incrementarse del 2.8% del PIB en 
1993 al 4% para los próximos diez 
años. En este incremento, el mayor 
impacto lo tendrá la nivelación 
salarial. En el futuro, en la medida en 
que se disminuyan los problemas con 
organizaciones guerrilleras, el 
volumen del gasto deberá cambiar su 
composición concentrándose en forma 
progresiva en la Policía, institución 
mas directamente relacionada con la 
guarda de la seguridad ciudadana (p. 
30). 

La seguridad para la gente 

Si bien la noción de seguridad ciudadana 
se asocia más directamente con el tema 
del llamado orden público policial que 
con el militar, y a pesar de que las 
condiciones de la acción armada 

                                                 
167 Valdría la pena recordar que este diagnóstico sobre 

la violencia que se asocia directamente con la 

seguridad ciudadana había sido recalcado por la 

Comisión de Estudios de la Violencia en 1987. Cfr. 

Colombia: violencia y democracia, Bogotá, Universidad 

Nacional, 1987. De hecho, algunas de las 

recomendaciones de ese informe se retoman en la II 

Estrategia. 

insurgente imponen papeles militares a la 
policía, en particular en algunas regiones 
del país, también es cierto que una 
política de seguridad no puede agotarse 
en el tema policial. 
Una perspectiva más global tendría que 
dar prioridad, más que a las relaciones del 
ciudadano con las amenazas potenciales 
de la insurgencia armada y con la 
delincuencia llamada común, a los 
tratamientos de las fuentes de inseguridad 
localizadas en las condiciones de la 
reproducción social, o sea el conjunto de 
medidas destinadas a proteger a la 
población más vulnerable de las 
amenazas planteadas por las ausencias o 
malas condiciones de equidad, justicia, 
libertad, democracia, tolerancia y 
habitabilidad (vivienda, transporte, 
recreación y cultura, empleo). Es decir, a 
la preocupación por la construcción de un 
orden social en el que los parámetros del 
bienestar y por ende de seguridad, y los 
espacios sociales de acceso al bienestar 
prometido por el sistema, sean los 
criterios rectores de la actividad del 
Estado. Y esto porque en algunos 
espectros de las relaciones sociales de los 
ciudadanos, y de éstos con el Estado y el 
régimen político se anidan fuentes de 
conflictos ciudadanos que, jus tamente por 
carencias de éste en sus responsabilidades 
con la garantía de la reproducción de la 
vida colectiva, derivan en situaciones de 
violencia. Así lo reconoció la Comisión 
de Estudios de la Violencia cuando 
afirmó que "Mucho más que las del 
monte, las violencias que nos están 
matando son las de la calle"168. 

Es claro que por tratarse de una 
estrategia de políticas no se puede 
esperar que el documento se detenga en 
análisis y planteamientos teóricos 
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destinados a fundamentar la tesis de la 
amenaza de las clases peligrosas, más 
allá de la constatación empírica de cifras 
relativas a la magnitud de la 
delincuencia y su distribución en el 
territorio nacional (pp. 13, ss). Sin 
embargo, llama la atención el no 
reconocimiento de que en la base de 
esas amenazas se incuben problemas 
reales de las calidades de las relaciones 
sociales. De hecho, en la base de la 
delincuencia presumiblemente hay 
fuertes componentes de desafección con 
un orden social que no ha logrado crear 
las condiciones para que una mayoría de 
la ciudadanía acceda satisfactoriamente 
a las promesas del sistema. Y respecto 
de la rebeldía política es un truísmo 
decir que los insurgentes encuentran 
claramente insuficientes las promesas y 
ofertas de democratización, apertura 
política y reformas sociales que se les 
presentan como alternativas a la lucha 
armada. 

Los niveles generalizados de 
insatisfacción y desafección social y/o 
política revelan la profunda 
fragmentación que caracteriza a nuestra 
estructura social. En el contexto de un 
acelerado proceso de cambio social, a las 
disparidades de la distribución de bienes, 
servicios y oportunidades se agrega el 
creciente proceso de atomización de 
comunidades y formas de asociación 
tradicionales, sin que apa rezcan, por parte 
del Estado, las políticas explícitas 
destinadas a cerrar las brechas así 
abiertas. Aunque ciertamente no se trata 
de un retorno a un supuestamente idílico 
pasado agropastoril, sí se echa de menos 
en la gestión estatal la ausencia de 
propuestas destinadas a superar la 
fragmentación y a construir nuevos 
espacios de relaciones sociales en los que 
la población pueda encontrar fuentes de 
seguridad. 

Algún reconocimiento merecen estas 
dimensiones en la Segunda Estrategia, 
especialmente respecto de la necesidad 
de incrementar la participación 
ciudadana: 

Dentro del espíritu de democracia 
participativa que garantiza la 
Constitución, la comunidad está 
llamada a jugar un papel activo como 
componente indispensable de esa 
política. La convivencia pacífica sólo 
es posible en la medida en que haya 
voluntad y responsabilidad de cada 
ciudadano frente a la seguridad de la 
misma comunidad. Para ello se 
desarrollarán e impulsarán tanto 
mecanismos que permi tan una mayor 
participación, cooperación y organi-
zación de la comunidad en torno a 
los problemas que afectan su 
seguridad, como iniciativas para 
estrechar las relaciones con las 
autoridades y planes concretos de 
prevención y educación cívica (p. 
23).  

 
Las políticas prioritarias en este campo 
son dos: el planeamiento preventivo de la 
seguridad, y una mayor capacidad del 
Estado para prevenir y sancionar el delito, 
que incluye la lucha contra la impunidad 
y el sometimiento a la justicia, una 
administración de justicia más eficaz, una 
nueva policía y profesionalización de las 
Fuerzas Militares, la modernización y 
tecnificación de la inteligencia, el mejo-
ramiento de la información y estadística 
criminal, un sistema de tratamiento de 
contravenciones y conciliación y una 
reiteración de la oferta de diálogo con los 
grupos insurrectos. Sin embargo, estas 
formulaciones se contras tan con otras en 
las que, de nuevo, el tema de la fuerza 
pública y su fortalecimiento ocupa un 
lugar prioritario: 



Esta política (de seguridad ciudadana 
y convivencia pacífica) se 
fundamenta en la aplicación 
armónica de dos criterios: primero, la 
consolidación de los esfuerzos de 
robustecimiento de la justicia y la 
fuerza pública; segundo, la 
profundización en el enfoque 
preventivo y de planeamiento de la 
seguridad con el liderazgo del 
Gobierno nacional, los gobernadores 
y los alcaldes (p. 23). 

En síntesis, ante el reconocimiento de 
exigencias de gestiones más decididas 
en el ámbito de lo social, se recae 
continuamente en la idea de que las 
autoridades armadas del Estado deben 
ejercer una tutela permanente sobre los 
ciudadanos y que ellas constituyen el 
pivote a partir de la cual se provee a 
éstos de seguridad. 

El conjunto de este tipo de orientación 
se reve la además en las diferencias en 
los niveles de detalle con que se 
formulan políticas, planes y programas 
para la fuerza pública y la vaguedad de 
las contrapartes en las gestiones socia-
les. Al lado de la precisión con que se 
puntualizan y cuantifican los rubros de 
fortalecimiento de la fuerza pública, 
aparecen a lo largo de las propuestas 
de acción en lo social frases como "se 
promoverán planes y programas, se 
buscará el decidido apoyo del sector 
privado", "se fortalecerá el derecho de 
familia"... Los planes y programas 
concretos, y las respectivas 
responsabilidades quedan en un 
inquietante nivel de vaguedad. En este 
sentido poco se avanzó en relación con 
la Primera Estrategia. 

 

La política de paz 

El principio teórico que iguala Estado y 
sociedad se traduce también en el 
esfuerzo sistemá tico de combinar la 
oferta de reinserción y garantías a las 
guerrillas con la reducción de éstas a la 
condició n de delincuentes comunes. Y 
ello porque: 

Los límites entre el narcotráfico, la 
guerrilla y la delincuencia común se han 
ido desdibujando. Estos grupos 
comparten cada vez más procedimientos 
de acción y actúan de manera 
mancomunada en ciertas zonas del 
territorio nacional. Hoy las 
organizaciones del narcotráfico no 
cuentan con el mismo grado de 
articulación. La guerrilla a su turno, ha 
venido experimentando un proceso de 
degradación, desarticulacíón y de 
pérdida de espacios políticos y respaldo 
popular (pp. 9-10). 

La actitud frente a ella se repite 
sistemáticamente a lo largo del texto: 

Los resultados de esta política, 
complementada y reforzada con los 
decretos de Conmoción Interior en-
caminados a dotar a la justicia y a la 
FP de mejores herramientas para 
combatir las organizaciones cri-
minales, muestran avances evidentes 
frente a los grandes factores 
perturbadores de la paz nacional y la 
tranquilidad ciudadana"; p.9. ...la 
guerrilla amenaza la vida, el trabajo, 
la familia y el porvenir del ciudadano 
común; p. 10. "... las FARC no sólo 
incentivan cultivos ilícitos, sino 
además promueven, pro tegen o 
controlan el procesamiento de 
sustancias psicotrópicas... El actual 



auge en el cultivo de ama pola y el 
reciente resurgimiento de la 
marihuana son, en parte, el resultado 
de las formas de financiamiento 
adoptados por los frentes 
guerrilleros..."; p, 20. "... debido a la 
mala imagen que causa la práctica 
del secuestro, algunos frentes 
guerrilleros han optado por 
subcontratar la primera fase de los 
plagios..." "La subversión también ha 
adquirido procedimientos típicos de 
la delincuencia común...; p. 21. "La 
meta del Gobierno es neutralizar la 
amenaza armada que las 
organizaciones guerrilleras consti-
tuyen para la población"; p. 35. 
"Frente a las campañas de 
desinformación e intimidación de la 
guerrilla, el Gobierno difundirá 
elementos veraces que permitan la 
apreciación objetiva de la realidad 

nacional y de los fundamentos de la 
política del Estado"; p. 36169. 

Se trata así de una reiteración de la 
actitud gubernamental de buscar 

                                                 
169 Vale la pena resaltar algunos casos en que esta 

intención no ha sido plenamente acatada. `El 5 de 

octubre, en la vereda El Bosque del Corregimiento 

Portugal de Piedras del Municipio de Riofrío, 

departamento del Valle, un grupo armado irregular 

asesinó a 13 personas, entre ellas 6 miembros de la 

familia Ladino y 3 de la familia Molina, moradores del 

lugar y reconocidos campesinos de la región. El 

comandante de la 111 Brigada del Ejército, en un 

comunicado de prensa, señaló que las personas 

asesinadas eran guerrilleros dados de baja en combate. 

Ia Procuraduría Delegada para los derechos humanos 

formuló cargos contra cuatro oficiales y tres suboficiales, 

incluyendo el Comandante de la Brigada, por encubrir o 

actuar negligentemente para tratar de proteger al grupo 

de justicia privada que arribó al lugar, torturo y asesinó a 

las trece personas... El 30 de abril de 1992, en un 

operativo del Batallón Nueva Granada, fue asesinado el 

anciano sordomudo de 74 años Simón Hernández 

Castillo en la vereda Los Tubos del municipio de 

Barrancabermeja, quien fue reportado como guerrillero 

dado de baja en combate. En cada uno de los anteriores 

hechos, todas las víctimas fueron presentadas como 

'guerrilleros dados de baja en combate', cuando con 

posterioridad se pudo comprobar que se trataba de 

civiles indefensos asesinados por elementos de fuerzas 

armadas'. Alejandro Valencia Villa, 'La distinción entre 

combatientes y no combatiente en los conflictos 

armados internos', Su Defensor, Organo de la 

Defensoría del Pueblo para la divulgación de los 

derechos humanos, # 7, febrero de 1994, p. 14. Otro 

episodio ocurrió en Blanquicet (Urabá), y en él fueron 

muertos un negociador de la Corriente de Renovación 

Socialista y un militante de esa organización, en 

momentos en que gestionaban el traslado de militantes 

de la Corriente al campamento donde se iniciaban las 

negociaciones de paz con el gobierno. Investigaciones 

posteriores han mostrado que las víctimas fueron 

muertas en estado de indefensión luego de ser 

capturadas por una patrulla militar. 



argumentos tendientes a degradar a las 
organizaciones guerrilleras y a negarles 
su carácter de rebeldes políticos. Sin 
duda algunas de las aseveracio nes del 
documento son ciertas, y en su actividad 
bélica estas organizaciones han 
cometido con insólita frecuencia 
violaciones del Derecho Internacional 
Humanitario, y han actuado 
desconociendo elementales principios 
demo cráticos. Más aún, el carácter 
prolongado de la lucha armada 
guerrillera crea un conjunto de 
condiciones que permite que en torno de 
la actividad proselitista armada se 
cometan tropelías con la población civil, 
pero ello no le quita el carácter político 
de la lucha, y de los métodos utilizados 
por la guerrilla no se puede deducir su 
transformación en delincuencia común. 
De otra parte, el esfuerzo de presentar a 
la subversión como un enemigo de la 
sociedad no sólo desplaza el problema 
político real, sino que hace 
innecesariamente más difíciles even-
tuales procesos de negociación. Una 
continuación de esta pretensión de 
convertir a las organizaciones 
guerrilleras en delincuentes comunes, 
puede construir una situación en la que 
sea un imposible no sólo político, sino 
moral, cualquier entendimiento. 

De hecho, la política de paz contemplada 
en el documento es congruente con lo 
expuesto arriba: 

En cuanto a la solución política del 
problema guerrillero, el Gobierno 
mantiene abierta las puertas de la 
negociación para aquellos grupos que 
demuestren, en los hechos, voluntad 
sincera de paz y reincorporación a la 
vida civil. Pero de ninguna manera, el 
Gobierno permitirá que, como ha 
sucedido tantas veces en el pasado, la 
guerrilla utilice este procedimiento 

para otros propósitos. De manera 
complementaria, se ampliarán y 
diseñarán nuevos mecanismos para 
facilitar la desvinculación de estas or-
ganizaciones, de manera que quienes 
deseen dejar la lucha armada cuenten 
con garantías suficientes para 
reintegrarse a la vida civil (p.12). 

En Colombia, la guerrilla que 
demuestre con hechos su voluntad de 
paz, a partir de lo cual llegue a acuer-
dos que conduzcan a la dejación de las 
armas, será beneficiada con planes de 
reinserción que contemplen garantías 
jurídicas, sociales y políticas, así como 
de seguridad, para facilitar su 
incorporación a la sociedad (p.33). 

Es decir, los temas propios de la 
negociación serían limitados a los 
procesos de reinserción y garantías, 
porque la guerrilla está por fuera no sólo 
de la vida civil, sino de la sociedad 
misma. Como ejemplo habría que 
comparar estos principios con lo expuesto  
al respecto en la Primera Estrategia: 

 
Una verdadera política de paz 
incorpora en su definición, además 
del diálogo con la guerrilla como re-
curso para la terminación definitiva 
de la confrontación armada, acciones 
específica y permanentes en los 
campos social, económico, político, 
jurídico y por supuesto militar, 
lideradas por el Gobierno en su 
carácter de representante genuino de 
los colombianos, pero en cuya 
ejecución deben comprometerse 
todos los sectores sociales, como 
prenda de garantía para obtener 
resultados tangibles que beneficien al 
conjunto de la sociedad (p. 25). 



Los derechos humanos 

Mientras en la Primera Estrategia el 
tema aparece como una prioridad del 
gobierno, en la Segunda la importancia 
del tema es evidentemente menor, y el 
documento se limita a ratificar algunos 
de los puntos de la anterior. Se destacan 
la participación ciudadana en asuntos de 
policía, principio ya establecido previa-
mente en la ley de reforma de la Policía 
Nacional; la creación de comités de 
coordinación entre las Consejerías de 
Derechos Humanos y Seguridad y las 
instituciones de control del Estado 
(Fiscalía, Procuraduría y Defensa ría del 
Pueblo); el estímulo a programas docen-
tes; la creación de mecanismos de 
identificación de víctimas de homicidios 
y de apoyo a víctimas de la violencia. 
Nada se dice sobre la intención 
gubernamental de presentar al Par-
lamento el Protocolo II de Ginebra o un 
proyecto sobre el delito de desaparición 
forzosa para su conversión en leyes; el 
impulso a reformas en la legislación 
relativa al enjuiciamiento de militares 
por parte de tribunales civiles; la 
necesaria eliminación que extiende el 
fuero de las Fuerzas Militares a la 
Policía Nacional o la lucha sistemática 
contra la impunidad. Medidas de esta 
naturaleza atestiguarían sobre una 
decisión verdaderamente radical de 
respetar y hacer respetar los derechos 
humanos. 

SÍNTESIS Y CONCLUSIONES 

De lo expuesto se pueden inferir ciertos 
puntos claves en un debate de esta 
naturaleza y unas líneas que insinúan 
una posible política de seguridad 
ciudadana. En primer lugar, es claro que 

el gobierno de César Gaviria ha 
realizado un notable esfuerzo para 
diseñar una política de seguridad 
ciudadana, y de que algunas de sus 
líneas  apuntan en tal dirección. Sin 
embargo, también lo es que esos  
propósitos se quedan cortos en lo que 
respecta a la protección de los 
ciudadanos, no sólo por la precariedad 
de las medidas propuestas,  sino porque 
éstas se encuentran claramente 
subordinadas a los requisitos de defensa 
del Estado y el orden público en su 
versión militar. Cuando el gobierno 
plantea que "la seguridad del Estado es 
la seguridad de la gente", está 
subsumiendo la defensa de los 
ciudadanos a la del andamiaje del 
primero. De allí que las principales 
políticas vayan dirigidas a dar prioridad 
a esta dimensión. 

Es claro también que para el gobierno el 
problema de la seguridad se concentra en 
la protección de ciudadanos indefensos 
contra las amenazas de las "clases 
peligrosas": la delincuencia, la subversión 
y los grupos de justicia privada. Las 
propuestas dirigidas a crear mecanismos 
para confrontar tales amenazas ha cen un 
excesivo énfasis en el fortalecimiento de 
la fuerza pública y, dentro de ella, las 
Fuerzas Militares reciben la mayor 
atención. 

 
Los mecanismos destinados a incidir 
sobre el conjunto de conflictos sociales 
que no involucran a clases peligrosas y 
que se incuban en la calidad de las 
relaciones sociales, en particular en lo 
que respecta a la precariedad de la 
democracia, la equidad, la justicia, la 
libertad, la tolerancia y las condiciones 
de habitabilidad (vivienda, transporte, 
recreación y cultura, empleo), y que 
constituyen las claves de una política 



integral de seguridad ciudadana, no 
sólo no merecen la debida atención, 
sino que cuando se mencionan, son 
dejados en un limbo de imprecisiones 
respecto de los planes, programas e 
instituciones responsables de 
activarlos. 

No parece aventurado pensar que el 
tema de la seguridad ciudadana va a 
adquirir una creciente importancia y 
que se va a colocar en un importante 
lugar en la agenda de la política y las 
preocupaciones sociales en esta 
década. En este sentido el avance 
realizado hasta ahora puede ser un 
buen punto de partida, aunque si el 
tema no se confronta con una política 
más integral, que contemple las 
condiciones concretas de reproducción 
de la vida social, los colombianos 
corremos el riesgo de terminar por 
convencernos de que los problemas de 
seguridad ciudadana se arreglan dando 
cuenta de las clases peligrosas. 



PROCESO DE PAZ: 
¿SE HA NADADO CONTRA LA 
CORRIENTE? 
 
Jacinto Ruiz 
(Negociador de la Corriente de 
Renovación Socialista)  
Carlos Eduardo Jaramillo 
(Consejero Gubernamental de Paz)  
 
El proceso de paz culminado entre el 
Gobierno y la Corriente de Renovación 
Socialista es, sin duda, un importante 
paso adelante en la lenta pero progresiva 
reconversión de la protesta armada al 
nuevo esquema de convivencia 
democrática que necesita el país. Como 
negociación entre oponentes hubo, y es 
obvio, diferencias y antagonismos que 
enfrentaron a los voceros de las partes en 
muchos de los temas de la agenda de 
conversaciones. La revista ANÁLISIS  
POLÍTICO registró en la siguiente 
entrevista, hecha pocas semanas antes del 
acuerdo definitivo, una fase importante en 
el nivel de acuerdos y desacuerdos 
alcanzado hasta ese momento. 
 
Análisis Político: ¿Cuáles han sido las 
convergencias y las discrepancias básicas 
entre el Gobierno y la Corriente de 
Renovación Socialista respecto de los dos 
temas fundamentales de la negociación: 
desmovilización y reinserción?  

 

Jacinto Ruiz:  Tenemos un desacuerdo 
fundamental. Para el Gobierno la 
negociación de paz se reduce al desarme 
y la reinserción del grupo guerrillero 
como corresponde a la estrategia de 
guerra integral en la que Gaviria enmarcó 
su política de paz. La C.R.S. piensa que la 
construcción de la convivencia y la 
superación del conflicto armado en 
Colombia pasa por instaurar una cultura 
de los Derechos Huma nos, por abrir 

mayores espacios de participación para la 
ciudadanía y para las propuestas políticas 
alternativas, y por una fuerte inversión 
social en las comunidades que han sido 
base social de la insurgencia  armada. 
 
En el fondo se trata de que nosotros 
concebimos el proceso no como una 
desmovilización sino, por el contrario, 
como una transición hacia una profunda 
movilización política. Y que la 
reinserción no es solo individual ni del 
grupo armado, sino de las regiones y 
sectores sociales vinculados al conflicto y 
que ahora optan por la solución 
negociada. 

Carlos Eduardo Jaramillo : Para 
nosotros la desmovilización es uno de los 
productos del acuerdo final y como tal es 
un elemento que resulta de la 
combinación de los factores que 
componen la agenda de negociaciones. Es 
decir, la desmovilización apunta tanto a la 
dejación de armas como al 
desmantelamiento definitivo de la 
estructura militar del grupo subversivo. 
La reinserción en cambio es el ejercicio 
que hace el Gobierno para buscarle espa-
cios institucionales a los grupos que dejan 
las armas. En ese sentido, como búsqueda 
de espacios económicos y políticos, lo 
que le interesa al Gobierno es hacer una 
profunda inversión social en el sentido de 
que si a los reinsertos les va bien en la 
vida económica, política y social del país, 
es posible que ellos no tengan que volver 
a delinquir. No veo entonces cómo algu-
nos hablan de falta de generosidad del 
Gobierno en las discusiones con la 
Corriente sobre el problema de la 
inversión social global. Hay en esto una 
confusión entre la reinserción individual y 
la inversión oficial en zonas de violencia. 
La reinserción es una cosa ligada directa-
mente a los miembros de la organización 
y comprende los elementos de carácter 



económico, social y político que les 
permite desarrollar un trabajo político 
legal. La inversión social en zonas de 
violencia es un plan de recursos es-
pecíficos para las regiones donde, por la 
presencia de estos grupos, se han 
generado graves alteraciones en la vida de 
las comunidades. Como el Estado de 
todas maneras atiende dichas áreas 
mediante programas interinstitucionales, 
los recursos resultado de las negocia-
ciones son de carácter suplementario aun 
cuando no marginal y si no pueden 
solucionar de manera definitiva, como es 
obvio, problemas estructurales de 
desigualdad social, sí son recursos nuevos 
orientados según los diagnósticos de los 
grupos desmovilizados que han tenido allí 
influencia política. 
 
Análisis Político: En el temario de las 
negociaciones no se ha aceptado, por 
parte del Gobierno, la vocería de la 
C.R.S. respecto de sectores sociales 
específicos aduciendo que los guerrilleros 
solo se representan a sí mismos. ¿Qué 
opina sobre esto? 
 
Jacinto Ruiz: Aquí se pone de manifiesto 
la estrechez de una política de paz que no 
reconoce la existencia de factores 
objetivos en la base del conflicto armado 
en Colombia. Ello reduce la negociación 
a una vulgar compraventa de armas y 
convierte los procesos de paz en un 
engaño para el país. Los procesos de 
negociación de los últimos años en 
América Latina (Nicaragua, El Salvador, 
Guatemala y ahora México) son 
fenómenos políticos y sociales que 
tramitan la solución de sus conflictos 
mediante nuevos pactos sociales. 
 
En Colombia, la Constitución del 91 es 
un pacto social inconcluso que requiere 
desarrollo tanto legislativo como de 

participación de las comunidades y 
sectores sociales en la gestión de una 
democracia profundamente civilista. La 
insurgencia armada en Colombia sigue re-
presentado a los sectores sociales 
excluidos tradicionalmente y las 
negociaciones de paz no pueden 
consagrar una nueva exclusión. 
 
Carlos Eduardo Jaramillo: Lo que pasa 
es que el esquema de negociación de la 
C.R.S. no es realista ya que desde el 
principio el Gobierno ha sido claro en 
decirles que el diálogo es con una 
organización armada y no con un partido 
político encargado de tramitar institucio -
nalmente determinadas demandas de la 
comunidad. A ellos los reconocemos 
como grupo armado y no como 
representantes de la comunidad, porque la 
comunidad no necesita de organizaciones 
armadas que intermedien entre ella y el 
poder público. La comunidad tiene sus 
propios caminos para demandar la aten-
ción del Gobierno y éste, en la medida de 
sus recursos, atiende sus reclamos. Varias 
veces les hemos hecho, a los 
negociadores de la Corriente, cuentas de 
los recursos oficiales dirigidos a esas 
comunidades hasta el punto de mostrarles 
cómo sus magnitudes son mayores de lo 
que ellos mismos habían pensado. Con-
fundir la negociación entre el Gobierno y 
una organización armada, con una 
negociación del Estado con todas las 
comunidades que tienen problemas y 
necesidades en términos de desarrollo y 
de integración nacional, es un ejercicio 
que desplaza las posibilidades reales de 
negociación hacia un campo maximalista 
y retórico de justicia social. 
 
Análisis Político: ¿Cree usted que éste 
modelo de negociación tiene aplicabilidad 
para un eventual acuerdo entre el 
Gobierno y la Coordinadora Simón 
Bolívar? 



 
Jacinto Ruiz:  Esta negociación tiene 
como virtualidad el entierro definitivo del 
modelo de negociación Barco-Gaviria. 
Nosotros hemos planteado que se requiere 
institucionalizar una política de paz 
desarrollando el artículo 22 de la 
Constitución Nacional a la manera de un 
estatuto para la paz como pedía hace poco 
la misma Procuraduría General de la 
Nación. Igualmente hemos propuesto la 
conformación de un Consejo Nacio nal de 
paz que articule la participación de la 
sociedad civil colombiana como gestora y 
líder en la construcción de la convivencia. 
El país necesita liderazgos morales y 
nuestros gobiernos que convocan a la 
guerra, al culto del dinero y a la 
insolidaridad no están en condiciones de 
hacerlo. 
 
Finalmente proponemos un Ministerio de 
la Paz y la Participación que centralice 
iniciativas y recursos ya que la paz no 
puede seguir siendo asunto menor 
atendido por funciona rios menores. 
 
Carlos Eduardo Jaramillo: En las 
conversaciones entre el Gobierno y la 
Coordinadora ésta siempre ha señalado de 
modo implícito y explícito su interés en 
marcar un camino propio en las 
negociaciones de paz. En ese sentido es 
ingenuo buscarle, a lo que se adelanta con 
la Corriente, aplicaciones mecánicas 
frente a un eventual acuerdo con la 
Coordinadora. La verdad es que cuando 
nosotros hemos conversado con la 
Coordinadora hemos visto sus esfuerzos 
para hacer una negociación totalmente 
distinta a las desarrolladas anteriormente. 
En esa perspectiva hemos tenido 
dificultades con ellos porque tal posición 
niega de entrada las virtudes de un 
proceso de negociación global adelantado 
por el Estado sobre una serie de 
experiencias, de errores y de correcciones 

para crear un esquema sólido y es-
tratégico de reconversión democrática. 
Nada indica por el momento que la 
Coordinadora haya cambiado sus 
apreciaciones excluyentes respecto de que 
el Gobierno solo quería repetir fórmulas 
anteriores para aplicárselas a ella. Nada 
indica que hayan dejado de desconocer 
unas experiencias positivas, valoradas y 
evaluadas como efectivas tanto por el 
Gobierno como por la Sociedad Civil. 
 
De todas maneras nosotros pensamos que 
los mecanismos desarrollados en la 
negociación actual son positivos a 
sabiendas de que cada acuerdo tiene sus 
particularidades. Por eso, volviendo a la 
pregunta, consideramos que és ta 
negociación con la C.R.S. no le abre ni le 
cierra las puertas a nadie, entre otras 
cosas porque el Gobierno siempre ha 
tenido despejado el camino para cualquier 
organización que quiera reinsertarse en la 
vida democrática del país. En resumen, ni 
el Gobierno ni la Coordinadora necesitan 
de organizaciones intermediarias ni de 
acuerdos referenciales para explorar de 
nuevo los caminos de un diálogo porque 
esas puertas están abiertas como la 
Coordinadora muy bien lo sabe. La 
verdad es que yo no me imagino a la 
Coordinadora dejándose abrir ó cerrar el 
camino de la paz por un grupo que ellos 
consideran pequeño, sin los suficientes 
atributos para tomarse esas prerrogativas 
y, sobretodo, con el agravante de ser una 
escisión de sus propias fuerzas con todo 
lo que eso puede significar para el radical 
extremismo de sus dirigentes. 



Jorge G. Castañeda  
 
La Utopía Desarmada 
 

Editorial Joaquín Mortiz, México, 1993. 

Los años recientes han sido de cues-
tionamientos e incertidumbres, par-
ticularmente para la izquierda. Los 
esquemas que se tenían por consolidados 
se han derrumbado. En el campo mítico 
de la teoría de la revolución, nada se 
parece a lo que era. Los enemigos ya no 
se reconocen como tales, las oposiciones 
se diluyen. La desaparición de los viejos 
puntos de referencia están conduciendo a 
redefinicio nes. En medio de la confusión 
presente, el auge liberal corresponde a la 
que se revela como la única certidumbre: 
la hegemonía incuestionable de la econo-
mía de mercado. 
 
Si hasta hace poco todo se presentaba 
como si fuera claro, si parecía que la 
historia tenía un fin y la humanidad una 
meta por alcanzar, hoy sabemos que fines 
y metas no se reconocen más como 
necesidades históricas. De vuelta al azar, 
la incertidumbre siempre presente pero no 
siempre reconocida, evidencia en todo su 
dramatismo la historia de la izquierda 
latinoamericana. Jorge G. Castañeda 
revela crudamente en su obra, La utopía 
desarmada, la lucha de generaciones de 
revolucionarios que le apostaron a una 
revolución concebida como necesaria y 
que, una vez alcanzada, sería irreversible. 
Pero la revolución fue evitable y 
reversible. 
 
Castañeda distingue dos largas etapas en 
la historia de la izquierda lati-
noamericana: la primera desde comienzos 
del siglo hasta el triunfo revolucionario 
en Cuba, en 1959; la segunda hasta 1990, 
año de la derrota electoral de los 

sandinistas. Esta etapa se subdivide en 
períodos marcados por la muerte del 
"Che' en Bolivia (1967), el golpe militar 
en Chile (1973) y la victoria sandinista en 
Nicaragua (1979). 
 

Del Populismo a la 
Revolución 

El populismo, como lo señala Touraine, 
representa en el Continente la búsqueda 
de un cambio con continuidad, que 
permita incluir a los tradicionalmente 
excluidos. Para algunos países 
latinoamericanos -México, Brasil, 
Argentina, Bolivia Perú, entre otros- el 
populismo fue factor decisivo en la 
construcción de identidad y defensa de la 
soberanía naciona l. Surgido en la década 
del treinta, en la época de la Gran 
Depresión, es una corriente tributaria del 
intervencio nismo del Estado con fines de 
integración social y política. 
 
Los partidos comunistas en América 
Latina surgieron luego del triunfo 
bolchevique. Algunos de ellos entraron a 
disputar el espacio a los grupos 
populistas, pero los más buscaron 
mecanismos de articulación con ellos, 
sobre todo en una época en la que las 
necesidades de construcción del "so-
cialismo en un solo país" y de oposición 
al fascismo, subordinaron la lucha por la 
revolución a las luchas democráticas. 
Según Castañeda, el tema dominante en 
esta etapa fueron las relaciones entre 
populistas y comunistas. Aquellos 
pugnaron por dis tanciarse de los 
comunistas, y éstos por ganarse el favor 
de los populistas. En esta etapa las 
posiciones reformis tas dominaron el 
espectro político de la izquierda. 
 
Con el triunfo guerrillero en Cuba, el 
panorama político cambió sustancial-



mente. La influencia proyectada por la 
revolución cubana sobre la izquierda 
latinoamericana difícilmente podrá ser 
exagerada. Se trataba de una influencia 
simbólica, pero además de una política de 
Estado y de Partido, orientada a favorecer 
el desarrollo de movimientos 
revolucionarios por todos los rincones del 
Continente. 
 
Al igual que la recién nacida revolución 
bolchevique, la cubana hubo de afrontar 
el bloqueo económico y el aislamiento 
político. La Isla se convirtió entonces en 
el símbolo de la resistencia 
antinorteamericana, y en modelo de 
revolución política, económica y social. 
Estos dos factores hicieron viable su 
proyección continental, que se tradujo en 
apoyo del gobierno revolucionario a la 
organización de grupos guerrilleros. Para 
la izquierda ya no se trataba de plantearse 
reformas, era la revolución y lo más 
importante, la definición de la vía para 
realizarla. El debate se centró entonces en 
torno a este último aspecto, que se 
convirtió en la frontera que diferenciaba a 
los revolucionarios de los reformistas: re-
volucionarios eran los que optaban por la 
lucha armada. 
 
Según Castañeda la política cubana se 
sustentó en una premisa teórica y seis 
tesis. La premisa fue la conocida como 
"teoría de la dependencia", según la cual 
el desarrollo económico y la 
independencia nacional no eran viables en 
el marco del capitalismo. Las tesis fueron 
el carácter continental de la revolución, su 
naturaleza socialista, la vía armada, la 
conducción por la pequeña burguesía, la 
importancia de las alianzas 
revolucionarias y, finalmente, la dirección 
del proceso por movimientos 
revolucionarios y no por partidos 
comunistas. 
 

Durante los años sesenta y setenta 
América Latina vivió un auge sin 
precedentes del movimiento guerrillero. 
En ello no solamente influyó Cuba. 
También la irrupción de nuevos actores 
sociales y luchas políticas en Nor-
teamérica y Europa -lucha de los jóvenes, 
los negros, las mujeres-, las divergencias 
chino-soviéticas, el proceso de 
descolonización afroasiático, el 
surgimiento del "tercermundismo", la 
guerra en Vietnam, etc., aspectos no 
suficientemente destacados por 
Castañeda. Pero sobre todo, lo que se 
daba era un proceso de cambios es-
tructurales económicos y sociales, de 
modernización, frente al cual las formas 
de dominación política no ofrecieron 
respuestas integradoras. Sectores de las 
fortalecidas o emergentes clases medias, 
de la intelectualidad, sensibles a la 
persistencia y profundización de las 
diferencias sociales, en una época en la 
que la revolución parecía posible y 
próxima, optaron por la vía de las armas. 
En ello incidió la tradición de solución 
militar de los conflictos políticos que los 
sectores nacionalistas y liberales radicales 
habían iniciado en muchos países, así 
como las abismales diferencias sociales y 
económicas. El papel de Cuba fue el de 
redefinir esta lucha armada, catalizar los 
procesos revolucionarios en curso y 
brindar apoyo político y logístico a los 
grupos guerrilleros. 
 
Los movimientos guerrilleros, con 
contadas excepciones, fracasaron en los 
dos escenarios en que se desarro llaron: 
las áreas rurales (Venezuela, Perú, 
Bolivia, Guatemala), y urbanas (Brasil, 
Argentina y Uruguay). En general fueron 
movimientos de vanguardia, en los que lo 
militar subordinó lo político y no lograron 
ganar base social. Los seis años que trans-
currieron entre la muerte del "Che" 
Guevara en Bolivia y el derrocamiento de 



Allende en Chile en 1973, fueron de 
deriva del movimiento insurgente y de la 
política cubana que poco a poco va 
aceptando la posibilidad de la "transición 
pacífica hacia el socialismo". La extrema 
derecha militarista se encargó de liquidar 
esta posibilidad. 
 
La "segunda ola guerrillera": entre la 
revolución y la reforma democrática 
 

La derrota del foquismo, del experimento 
chileno de la Unidad Popular, y el 
establecimiento de sangrientas dictaduras 
militares en el Cono Sur implicó el 
desplazamiento del eje de la lucha 
revolucionaria a Centroamé rica y el 
Caribe. En Guatemala, El Salvador y 
Nicaragua resurgió el movimiento 
guerrillero, ésta vez con base social. El 
triunfo sandinista del 79, dio un nuevo 
aire a la lucha armada. Destaca Castañeda 
de esta etapa la articulación entre la lucha 
de masas y la lucha armada, y la acertada 
política de alianzas que llegó a compro-
meter incluso a sectores de la iglesia 
centroamericana con el movimiento 
revolucionario. 

 

Si bien el triunfo del FSLN fue más 
militar que político, el proceso nicara-
güense derivó en una militarización de la 
política y la revolución se convirtió en 
guerra. Nicaragua se convirtió en el 
testimonio trágico de la imposibilidad de 
consolidar gobiernos revo lucionarios en 
esta época. La abierta ingerencia 
norteamericana no pudo ser eficazmente 
contenida. La derro ta de los sandinistas 
en las urnas el 25 de febrero de 1990, 
aunado a la caída del Muro de Berlín, 
llevó a la otra guerrilla exitosa de esta 
segunda ola, el FMLN de El Salvador, a 
buscar por la vía de la negociación la 
salida al empate militar. En cierta forma 

quedaba abierto un nuevo camino que, en 
condiciones diferentes, también fue 
ensayado en Colombia por el M-19 el 
EPL, el MAQL y el PRT: transformar, 
como señala Castañeda, un ejército en 
partido político y pasar a disputar el poder 
por la vía electoral. 
 
En un continente de marcados contrastes 
y paradójica historia, luego de décadas de 
sangrientos enfrentamientos en los que 
sacrificaron su vida decenas de dirigentes 
populares, universitarios e intelectuales, 
se llegaba por la vía de las armas y de la 
pérdida de toda legalidad como conse-
cuencia de las dictaduras militares, a la 
conclusión de la importancia de rei-
vindicar los valores de la democracia, de 
reconocer los oponentes y de luchar por 
los medios legales por un modelo de 
sociedad incluyente y respetuosa de las 
diferencias. 
 

Hacia una izquierda democrática 
Como bien lo señala Castañeda la iz-
quierda latinoamericana en muy pocas 
ocasiones ha accedido al poder; cuando 
llegó a él no logró conservarlo. Desde 
esta perspectiva, ha sido una izquierda 
derrotada pero en incesante lucha, con 
una influencia que superó ampliamente su 
fuerza organiza tiva real. Luchadora por la 
democracia política, no se puede decir de 
ella que haya sido particularmente demo -
crática. Su historia está cargada de 
contrastes. Al lado de los más altos 
ideales, y de testimonios individuales y 
colectivos de una ética revoluciona ria a 
toda prueba, los hay de también de los 
más turbios e indeseables: las purgas 
internas, los fusilamientos sin fórmula de 
juicio o los delirantes procesos de control 
represivo de la población, como los 
aplicados por Sendero Luminoso en el 
Perú. 



Pero gracias a esta izquierda, el Con-
tinente no es peor. Su lucha se orientó a la 
superación de las profundas desi-
gualdades económicas y sociales y a la 
supresión de la dominación política. 
Muchos de los procesos democratizadores 
que hoy se desarrollan se deben en buena 
medida a su terquedad en la defensa de 
estos objetivos. Surgida como una opción 
para superar las desigualdades, hoy, 
cuando muchos de sus postulados 
clásicos han perdido vigencia y los 
modelos de socialismo estatal en que se 
inspiró se derrumbaron, su supervivencia 
se explica justamente porque las 
condicio nes de desigualdad e injusticia no 
han desaparecido. 
 
Algunos de los movimientos guerrilleros 
colombianos reconocieron, en los últimos 
años, que lo revoluciona rio en nuestro 
país era la lucha por la democracia. La 
conclusión de Castañeda, luego de 
recorrer analíticamente el camino seguido 
por la izquierda insurgente en 
Latinoamérica, es similar: la izquierda 
debe lograr transformar los modelos 
políticos y socio - económicos existentes, 
comprometerse en la conquista de un 
nuevo pacto social en el que sean 
incluidos los pobres urbanos, los 
indigentes rurales, la clase media baja; 
pacto social que deberá gozar de la 
sanción democrática y de la legitimidad 
que de ella emana. En síntesis, le 
corresponde continuar, en medio del auge 
neoliberal, la lucha por la equidad social 
y la justicia económica, sos teniendo el 
ideal utópico de nuestra época: armonizar 
desarrollo económico y democracia. 
 
 
Jaime Zuluaga Nieto, Abogado, 
Economista, profesor del Instituto de 
Estudios Políticos y Relaciones Inter-
nacionales. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Sergio Cabrera 

La Estrategia del Caracol 
 

Película colombiana filmada en 1990. 

La muerte de FOCINE a mediados del 
año pasado parecía corroborar algo dado 
por cierto: que el cine nacio nal era un 
cadáver nonato. Atrás quedaban, bajo la 
piadosa nostalgia de quienes sabían de 
ello, los esfuerzos siempre frustrados de 
algunas decenas de realizadores que 
quisieron sentar las bases para una 
cinematografía nacional. Así, y muy a la 
par con nuestra escasa fortuna criolla pa ra 
todo aquello que además de talento 
implique tecnología, disciplina y madura 
asimilación de las experiencias de afuera, 
siempre nos faltaron algunos centavos 
para el peso. Guiones mal estructurados, 
deficiente dirección de actores, 
insensibilidad frente al lenguaje 
cinematográfico, sumisión de los 
argumentos a una mal entendida 



singularidad tropical, defectos técnicos, 
han sido, entre otras, fallas recurrentes en 
el ejercicio profesional. Con la excepción 
de algunos pocos casos en los que 
descuellan "Visa U.S.A." de L.isandro 
Duque y "Cóndores no entierran todos los 
días" de Francisco Norden, el cine 
nacional no ha pasado de ser un vacilante 
e infructuoso es fuerzo de logro. 

Ahora bien, pese a que una sola película, 
como una sola golondrina, no hace el 
esperado verano, sí es posible ver en "La 
estrategia del caracol" un anuncio de 
tiempos mejores. Aun cuando a la obra de 
Sergio Cabrera también le falten algunos 
centavos para el peso, es evidente que la 
distancia entre la intención y los resul-
tados es menor a la de los casos pre-
cedentes o, por lo menos, no logra ése 
sentido de frustración, casi destinis ta, que 
nos ha dejado el 98 por ciento del cine 
colombiano. 
 
El proyecto de la obra empezó con el pie 
derecho gracias al inspirado argumento 
elegido por Sergio Cabrera y Ramón 
Jimeno y a partir del cual, con la autoría 
de Humberto Dorado, se desplegó un 
guión ágil, claro y, en lo general, 
coherente. El argumento y el guión 
conformaron la matriz del acierto al 
desembocar en una historia que por la 
autenticidad de sus rasgos socioculturales 
permitió esbozar per sonajes y situaciones 
sólidamente característicos de la realidad 
colombiana. Sobre ésta segura base de 
apoyo, Sergio Cabrera logró crear un 
mundo de seres dotados de fuerza propia, 
creíbles en sus desempeños individuales, 
expresivos de tipos humanos y sociales y 
ajenos al reduccionismo de los 
estereotipos. 
 
De tales virtudes da fe el mismo público 
asistente a las salas. La visible distancia 
del espectador respecto de la identidad de 

los conocidísimos actores de televisión 
que protagonizan la película y la facilidad 
para aceptar la nueva encarnación en los 
roles desempeñados por ellos, 
testimonian el adecuado tratamiento de 
los persona jes y la, en consecuencia, 
certera dirección de actores. Otros 
aspectos contribuyen, en la misma línea 
anterior, a fortalecer la atmósfera de rea-
lidad interna del film. Citemos los más 
destacados: uno, el adecuado montaje de 
los escenarios; dos, el fluido tránsito entre 
las escenas interiores y exterio res; tres, el 
empleo de exteriores como un elemento 
sustancial de la propia historia y no a la 
manera de adorno paisajista o de pie de 
apoyo para enfatizar obvias 
características criollas. 
 
¿Las limitaciones? Dos que, por des-
gracia, van en contravía de los mismos 
aciertos ya señalados. La primera de ellas 
se percibe al comienzo de la cinta por 
efecto de una confusa y atropellada 
introducción que le dificulta al espectador 
subirse al estribo, ya en movimiento, de 
la historia. El relator, ese personaje paisa 
que une los tiempos de la pasada 
estrategia del caracol y los desalojos de 
hoy en día, es un desafortunado préstamo 
del lenguaje teatral a las formas narrativas 
propias del cine. En lugar de servir de 
puente a los tiempos los disloca y, so-
bretodo, se levanta por encima de la na-
rración como el portavoz externo e 
inoportuno de un director que desde 
afuera trata de resolver, sin lograrlo del 
todo, la forma de decirle a la gente que su 
historia es no solo del pasado sino 
también del presente. 
 
La segunda limitación, también vinculada 
al esquema narrativo, se presenta como 
infortunado artificio para crear un clima 
de suspenso y de inesperado desenlace. 
Ocurre a propósito de la secuencia en la 



que el travesti retiene en su oficina al 
abogado representante de la causa del 
desalojo, mientras los inquilinos le dan 
los últimos toques a su estrategia antilan-
zamiento. Aquí las situaciones están 
sobrecargadas por un sentido de equívoco 
y de ridículo que rompe el humor natural 
traído hasta allí, para acercar la película a 
las efectistas y grotescas provocaciones 
usadas por las comedias de pacotilla para 
forzar la hilaridad de los espectadores. El 
sobretiempo que se le da a ésta secuencia, 
el demorado énfasis que vuelve obvio lo 
que quiso ser sorpresivo, altera la 
cadencia na rrativa y vuelve a poner en 
evidencia ése hilo, que desde afuera y 
arriba, tiende a volver marioneta lo que 
debería ser el auténtico y natural decurso 
de los personajes y de sus situaciones. 
 
Dos desaciertos son poca cosa en un 
producto nacional tradicionalmente 
gravado por yerros cometidos a causa de 
la improvisación, la falta de oficio y las 
obsesiones intelectualistas. De todas 
maneras la película de Cabrera le señala, 
sin poses soberbias, un camino al cine 
nacional: el de la inspiración y el respeto 
por el oficio, el de la mirada fresca, sin 
posturas populistas ni elitistas, sobre la 
condición social del colombiano, el del 
cine que puede, sin alardes, decirle cosas 
al corazón y a la mente de públicos muy 
heterodoxos y muy distantes entre sí. 
 
William Ramírez Tobón, profesor del 
Instituto de Estudios Políticos y 
Relaciones Internacionales. 
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